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Doctor 
ALEJANDRO BONILLA ALDANA  
Juzgado Sesenta (60) Administrativo Oral 
Circuito Judicial de Bogotá 
Carrera 57 No. 43-91 Sede Judicial 
Bogotá 

 
 

Ref.: Proceso No:  2019- 000 74 00 

Demandante:       WILMAN ANDRES GARZON MOLINA Y OTROS 

        Demandado: Nación- Ministerio de Defensa Nacional, Departamento deCundinamarca, 
                             Policía nacional, Municipio de Soacha. 
         Actuación   : CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA 

 
 

ELISA LILIA ALVAREZ PRIETO, mayor de edad, vecina de esta ciudad, 
identificada con C. C. 20.697.948 expedida en La Palma Cundinamarca, con 

Tarjeta Profesional 51.652 del Consejo Superior de la Judicatura,  obrando como 
apoderada del departamento de Cundinamarca, conforme al poder que adjunto,  
comedidamente solicito reconocerme personería para actuar dentro del proceso 

de la referencia, y estando dentro del término legal procedo a CONTESTAR LA 
DEMANDA  en los siguientes términos: 
 
 

I. A LOS HECHOS Y OMISIONES 

 
 

PRIMERO.- No me consta, corresponde al actor probarlo.  
 
SEGUNDO. No me consta, debe probarlo la parte actora.  

 
TERCERO: No me consta. Que la parte actora lo pruebe. 

 
CUARTO: No me consta. Que la parte actora lo pruebe. 
 
QUINTO: No me consta. Que la parte actora lo pruebe. 

 
 
SEXTO: Es cierto según los documentos allegados con el traslado.  

Es necesario que los demandantes prueben el nexo de causalidad a fin de poder 
determinar cualquier tipo de responsabilidad por parte del Departamento de 
Cundinamarca, por cuanto no existe una sola prueba que pueda demostrar primero el 
aparente mal estado de la vía y segundo de existir el mal estado, su mantenimiento 
correspondiera o estuviera a cargo del Departamento de Cundinamarca y que este hecho  
fuese determinante para el siniestro. 
 
 
SEPTIMO: Es cierto según los documentos allegados con el traslado.  
Es necesario que los demandantes prueben el nexo de causalidad a fin de poder 
determinar cualquier tipo de responsabilidad por parte del Departamento de 
Cundinamarca, por cuanto no existe una sola prueba que pueda demostrar primero el 
aparente mal estado de la vía y segundo de existir el mal estado, su mantenimiento 
correspondiera o estuviera a cargo del Departamento de Cundinamarca y que este hecho  
fuese determinante para el siniestro. 
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Aunado a lo anterior, frente a la inexistencia del hecho y omisión por parte del 
DEPARTAMENTO DE CUNDINAMARCA, y del daño causado tal y como se manifestó 
anteriormente rompe el nexo causal, requisito sine quanon para que opere el medio de 
control de reparación directa, por laausencia de la falla en el servicio por parte del 
Departamento de Cundinamarca como quiera que el mal estado de la vía no se acredita 
como determinante para la ocurrencia del siniestro existiendo otras causas imputables a 
la misma víctima o de la culpa exclusiva de un tercero. 
 
OCTAVO: No me consta. 

 
NOVENO: No me consta.  
 
DECIMO: No es un hecho sino un comentario. 
 
DECIMO PRIMERO. No es un hecho sino un comentario. 
 
DECIMO SEGUNDO: No es un hecho sino un comentario. 
 
DÉCIMO TERCERO: No me consta, me atengo a lo que se pruebe dentro del proceso.  
 
DECIMO CUARTO: No me consta, me atengo a lo que se pruebe dentro del proceso.  
 
DECIMO QUINTO: No me consta, me atengo a lo que se pruebe dentro del proceso.  
 
DÉCIMO SEXTO: No me consta, me atengo a lo que se pruebe dentro del proceso.  
 

No obstante con el traslado de la demanda NO se allegó documento donde consta que  la 
vía estuviera en mal estado. Por lo tanto, corresponde al actor probar el mal estado de la 
vía justo en el sitio donde  ocurrió el accidente, así como probar la responsabilidad de las 
entidades encargadas del mantenimiento, señalización y arreglo de la vía.  
 

Tampoco está acreditado que no habían instaladas señales de tránsito preventivas, 
reglamentarias o informativas en ese tramo de la vía y que esto fue lo que ocasionó que 
ocurriera el accidente de tránsito  en el cual resultó involucrada la motocicleta conducida 
por el señor WILMAN ANDRES GARZON MOLINA. NO ESTÁ ACREDITADO EL NEXO 
CAUSAL.  

 
Así las cosas, frente a la inexistencia del hecho y omisión por parte del DEPARTAMENTO 
DE CUNDINAMARCA y del daño causado tal y como se manifestó anteriormente rompe 

el nexo causal, requisito sine quanon para que opere el medio de control de reparación 
directa, por la ausencia de la falla en el servicio por parte del Departamento de 
Cundinamarca como quiera que el mal estado de la vía no se acredita como 
determinante para la ocurrencia del siniestro existiendo otras causas imputables a 
la misma víctima o de la culpa exclusiva de un tercero. 
 
Es de anotar  que los demandantes deben probar el nexo de causalidad a fin de poder 
determinar cualquier tipo de responsabilidad por parte del Departamento de 
Cundinamarca, no obstante no existe una sola prueba  aportada por la parte actora que 
pueda demostrar primero el aparente mal estado de la vía; así como que no se 
encontraban instaladas ningunas señales de tránsito preventivas, reglamentarias o 
informativas en ese tramo de la vía,  y segundo, de existir el mal estado de la vía  o la 
inexistencia de señales de tránsito preventivas, reglamentarias o informativas fuesenestas 
causas determinantes para el siniestro. 
 
No existe prueba que corrobore la aparente falla del servicio por parte del 
Departamento de Cundinamarca,  y si el mal estado de la vía fue el hecho generador 
y determinante para que el señor WILMAN ANDRES GARZON MOLINA chocara 
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contra el automotor, como quiera que pueden existir otros factores como exceso de 
velocidad, falla mecánica del vehículo o la culpa exclusiva de un tercero o de la 
víctima. Circunstancias que desvirtuarían cualquier responsabilidad por parte de la 
administración del Departamento de Cundinamarca. 
 
 

Es sabido que para que exista responsabilidad se requiere de tres elementos 
absolutamente indispensables y necesarios: el daño, el hecho generador del mismo y un 
nexo de causalidad que permita imputar el daño a la conducta (acción u omisión) del 
agente generador.1 
 
Así las cosas, la doctrina y la jurisprudencia han destacado tres presupuestos esenciales 
de la responsabilidad extracontractual del Estado por falla del servicio, que son: 
 

1. Un hecho, omisión u operación. 
2. Un daño o perjuicio patrimonial 
3. La relación de causalidad entre el hecho y el daño. 
 

Para que la acción de reparación directa por falla del servicio sea procedente se requiere 
la existencia de algunos presupuestos axiológicos que permitan aclarar la responsabilidad 
del Estado, las obligaciones de éste no pueden ser ilimitadas. Los entes estatales sólo 
son responsables de los perjuicios que ellos causen, si en la valoración de las 
circunstancias de tiempo, modo y lugar de como ocurrieron los hechos que 
motivan la demanda se hallen incursos en la falla del servicio, pero no se les puede 
exigir lo imposible. 
 

 
II. PRONUNCIAMIENTO SOBRE LAS PRETENSIONES,  
DECLARACIONES Y CONDENAS  DE LAS DEMANDA. 

 

 
En cuanto a las pretensiones de la demanda y del escrito de subsanación de la misma, 
manifiesto que me opongo a todas ellas, en relación con la entidad que represento en mi 
calidad de apoderada en el proceso DEPARTAMENTO DE CUNDINAMARCA – NIVEL 
CENTRAL por carecer de fundamento jurídico y probatorio, de conformidad con los 
ARGUMENTOS DE DEFENSA que contienen la fundamentación fáctica y jurídica de la 

presente contestación de la demanda; así como las excepciones tanto previas como de 
fondo. 
 
PRIMERA PRETENSION: Me opongo que se declare administrativa y 

extracontractualmente responsable a la entidad que represento DEPARTAMENTO DE 
CUNDINAMARCA de los perjuicios causados a los demandantes con motivo de la 
deformidad física que afectó al  cuerpo de manera permanente al señor WILMAN 
ANDRES GARZON MOLINA, como consecuencia del accidente ocurrido el 31 de 
diciembre de 2014 en el Municipio de Soacha, por la argumentación fáctica y jurídica 
señalada en la presente contestación de demanda y las pruebas que obran dentro del 
plenario, que demuestra que la entidad que represento no es responsable de los hechos 
de la demanda y además porque la parte demandante no acredita los elementos que la 
jurisprudencia del H. Consejo de Estado ha señalado para que se declare la 
responsabilidad del Estado.  
 
Es sabido que para que exista responsabilidad se requiere de tres elementos 
absolutamente indispensables y necesarios: el daño, el hecho generador del mismo y un 
nexo de causalidad que permita imputar el daño a la conducta (acción u omisión) del 

                                                        

1Revista revisada y actualizada de un texto que fue publicado en esta misma Revista en el número 14 de 

2008. Título: Las causales exonerativas de la responsabilidad extracontractual  Dr- Jorge Patiño. Página 372. 
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agente generador.2 
 

1. Un hecho, omisión u operación. 
2. Un daño o perjuicio patrimonial 
3. La relación de causalidad entre el hecho y el daño. 

 
Para que la acción de reparación directa por falla del servicio sea procedente se requiere 
la existencia de algunos presupuestos axiológicos que permitan aclarar la responsabilidad 
del Estado, las obligaciones de éste no pueden ser ilimitadas. Los entes estatales sólo 
son responsables de los perjuicios que ellos causen, si en la valoración de las 
circunstancias de tiempo, modo y lugar de como ocurrieron los hechos que 
motivan la demanda se hallen incursos en la falla del servicio, pero no se les puede 
exigir lo imposible. 
 
 

SEGUNDA PRETENSIÓN: Me opongo a que se condene a mi representada, 

DEPARTAMENTO DE CUNDINAMARCA a pagar daños materiales y morales 
como lo solicita la parte actora, por la presunta falla en la prestación del servicio 
que condujo a la pérdida del miembro inferior izquierdo de WILMAN ANDRES 
GARZÓN MOLINA, en el accidente ocurrido el 31 de diciembre de 2014 en 
Soacha Cund.  
 
TERCERA PRETENSIÓN: Me opongo a que se condene a mi representada, 
DEPARTAMENTO DE CUNDINAMARCA, a pagar perjuicios morales y materiales 
subjetivos y objetivos actuales y futuros de WILMAN ANDRES GARZÓN MOLINA, 
por valor de $234.372.600 pesos mda/cte.  
 
 
CUARTA PRETENSIÓN: Me opongo a que se condene al  DEPARTAMENTO DE 
CUNDINAMARCA, a pagar perjuicios morales y materiales subjetivos y objetivos 
actuales y futuros de la señora ANDREA TIBOCHA GAMBA por valor de 
$156.248.400pesos Mda/cte.  
 
QUINTA PRETENSIÓN: Me opongo a que se condene a mi representada, 

DEPARTAMENTO DE CUNDINAMARCA, a pagar perjuicios morales y materiales 
subjetivos y objetivos actuales y futuros al menor  DANIEL ALEJANDRO GARZON 
TIBOCHA  por valor de $78.124.200 pesos Mda/cte.  
 
SEXTA PRETENSIÓN: Me opongo a que se condene al  DEPARTAMENTO DE 
CUNDINAMARCA, a pagar perjuicios morales y materiales subjetivos y objetivos 
actuales y futuros al menor  EMMANUEL ANDRES GARZON TIBOCHA  por valor 
de $78.124.200 pesos Mda/cte. 
 
SÉPTIMA Y OCTAVA PRETESIÓN: Me opongo a que se condene al 

Departamento de Cundinamarca como lo solicita la parte actora, y menos a que 
sea condenada en costas, toda vez que la entidad territorial no ha actuado de 
mala fe.  
 
Reclama la parte actora daños materiales, morales, subjetivos, objetivos, presentes y 
futuros presuntamente ocasionados con el accidente del señor  WILMAN ANDRES 
GARZÓN MOLINA, con los cuales me opongo que se declare responsable a la entidad 
que represento DEPARTAMENTO DE CUNDINAMARCA por la argumentación fáctica y 
jurídica señalada en la presente contestación de demanda y las pruebas que obran dentro 

                                                        

2Revista revisada y actualizada de un texto que fue publicado en esta misma Revista en el número 14 de 

2008. Título: Las causales exonerativas de la responsabilidad extracontractual  Dr- Jorge Patiño. Página 372. 
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del plenario, que demuestra que la entidad que represento no es responsable de los 
hechos ocurridos, y además porque la parte demandante no acredita los elementos que la 
jurisprudencia del H. Consejo de Estado ha señalado para que se declare la 
responsabilidad del Estado. 
 

En el caso que nos ocupa, estos elementos deben ser probados por la parte actora y no 
es posible imputar responsabilidad en ausencia de alguno de estos, al DEPARTAMENTO 
DE CUNDINAMARCA, así:  
 

1). UN HECHO, OMISIÓN U OPERACIÓN 
 
 

Para el caso en particular, los demandantes manifiestan que el Departamento de 
Cundinamarca incurrió en una falta o falla del servicio y/o falta o falla de la administración, 
por no haber realizado el mantenimiento y la señalización adecuada a la vía donde ocurrió 
el accidente, vía que de Girardot conduce a Bogotá kilómetro 117, por cuanto no había 
señalización y en ese momento había contraflujo. Al respecto podemos afirmar sin temor 
a equivocarnos que el mantenimiento de la vía no le compete al Departamento habida 
cuenta que se trata de una vía nacional a cargo del Instituto Nacional de Vías- INVIAS- . 
En cuanto a las modificaciones que le hagan a la vía en época de retornos, o  salidas 
masivas no es la administración departamental la que ordena que haya contraflujo en una 
vía, sino que es la policía de tránsito la cual depende de la Policía Nacional, razón  por la 
cual la entidad departamental no tiene ninguna responsabilidad  en los orígenes del 
accidente que hoy  nos convoca.  
 
No obstante, no existe prueba que corrobore la aparente falla del servicio por parte del 
Departamento de Cundinamarca, ni  el mal estado de la vía, toda vez que en el informe 
policial de accidente de tránsito no se dejó ninguna observación respecto al estado de la 
vía, solo aparece la  constancia que estaba en “CONTRAFLUJO”.  
 
 

2). UN DAÑO O PERJUICIO PATRIMONIAL 

 
Según los hechos que se relacionan en el escrito de demanda, el señor WILMAN  
ANDRES GARZON MOLINA, quien conducía la motocicleta de placas KPI47D, colisionó 
con el vehículo tractomula de placas BAA 090, quedara herido, lo que conllevó a que 
finalmente perdiera la pierna izquierda, sufriendo unos daños morales y materiales por 
concepto de daño emergente y lucro cesante, los cuales no son de responsabilidad del 
DEPARTAMENTO DE CUNDINAMARCA, toda vez que no tuvo ninguna injerencia en el 
estado de la vía, ni en el hecho que las autoridades o policía de tránsito habían ordenado 
el contraflujo.  
 
  
3). RELACIÓN DE CAUSALIDAD ENTRE EL HECHO Y EL DAÑO. 
 

Frente a la inexistencia del hecho y omisión por parte del DEPARTAMENTO DE 
CUNDINAMARCA, y del daño causado tal y como se manifestó anteriormente rompe el 
nexo causal, requisito sine quanon para que opere el medio de control de reparación 
directa, por la ausencia de la falla en el servicio por parte del Departamento de 
Cundinamarca, como quiera que el mal estado de la vía no se acredita como 
determinante para la ocurrencia del siniestro existiendo otras causas imputables a 
la misma víctima o de la culpa exclusiva de un tercero. 
 

Nótese que en la demanda y en el informe policial de accidente de tránsito se hace 
mención a que en el momento del accidente había CONTRAFLUJO sin que el 
DEPARTAMENTO DE CUNDINAMARCA tuviera alguna responsabilidad en este hecho, 
por cuanto no es de su resorte, por cuanto como tal no es un prestador de servicios de 
movilidad. 
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El CONSEJO DE ESTADO SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO SECCION 
TERCERA, SUBSECCION A, Consejero ponente: CARLOS ALBERTO ZAMBRANO 
BARRERA, en sentencia del doce (12) de septiembre de dos mil doce (2012), Radicación 
número: 76001232500019980147101(25426), señaló:  
 
"RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL O EXTRACONTRACTUAL DEL ESTADO - Conducción de 
motocicleta. Lesiones sufridas por ciudadana en accidente de tránsito por falta de mantenimiento 
en la vía / RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL O EXTRACONTRACTUAL DEL ESTADO - Carga 
de la prueba / CARGA DE LA PRUEBA - Compete a la parte que alega un derecho o a quien lo 
excepciona o lo controvierte / INCUMPLIMIENTO DE LA CARGA PROBATORIA MINIMA 
EXIGIBLE DE QUIEN ALEGA UN DERECHO - Consecuencias / INCUMPLIMIENTO DE LA 
CARGA PROBATORIA MINIMA EXIGIBLE DE QUIEN ALEGA UN DERECHO - No configura 
responsabilidad del Estado. 
 
Como lo ha precisado la Sala en varias oportunidades, de acuerdo con el artículo 177 del 
C.P.C. la carga de la prueba compete a la parte que alega un hecho o a quien lo excepciona 
o lo controvierte; por lo tanto, es indispensable demostrar, por los medios legalmente 
dispuestos para tal fin, los hechos que sirven de fundamento fáctico de la demanda, de 
modo que la mera afirmación de los mismos no sirve para ello. Así, es necesario establecer 
cuál es la actividad del ente demandado que guarda el necesario nexo de causalidad con el 
daño y que permite imputarle responsabilidad a aquél, situación que acá no se dio; por lo 
tanto y como la parte actora no cumplió con la carga probatoria mínima que le era exigible, 
relativa principalmente a acreditar la responsabilidad de la entidad demandada, la Sala debe 
concluir que no se encuentra acreditada la responsabilidad de dicha entidad por los hechos 

que le fueron imputados".(Negrillas fuera de texto) 
 
En ese orden de ideas, la acción prevista en el artículo 140 de la Ley 1437 de 2011 
“Código de Procedimiento Administrativo y lo Contencioso Administrativo”, procede 

cuando la violación de los derechos del actor es causada por hechos, omisiones 
operaciones administrativas u ocupación de inmuebles por trabajos públicos o por 
cualquier otra causa, actuaciones que son desplegadas por la persona o entidad en 
ejercicio de la función administrativa, de la función judicial o del hecho de las leyes. Pero 
la procedibilidad de la acción directa requiere que la demanda sea interpuesta contra 
aquella entidad que legalmente este obligada a realizar la conducta o adoptar las medidas 
necesarias para evitar los perjuicios al actor. 
 
Es de señalar, que a partir de la ley 105 de 1993 se definió la composición de la 
infraestructura vial en los diferentes niveles y se precisaron las funciones y 
responsabilidades de la Nación, los departamentos, los municipios y los distritos sobre la 

red vial, con el propósito de reorientar la inversión de la Nación, pues la antigua estructura 
institucional vial que asignaba responsabilidades a la Nación - Fondo Vial Nacional sobre 
la red troncal, transversal y una buena parte de la red regional, trajo como resultado la 
dispersión de actividades del Fondo y el descuido en el mantenimiento de vías de 
importancia para el desarrollo del país. 

 
Por lo anteriormente expuesto, se concluye que la parte demandante no acredita el 
nexo de causalidad entre el hecho y el daño, requisito indispensable como lo ha 
señalado reiteradamente el H. Consejo de Estado para que se pueda declarar la 
responsabilidad del estado. 

 
 

III. ARGUMENTOS DE LA DEFENSA  
 

A continuación se esgrimen los argumentos fácticos y jurídicos que justifican la defensa 
de mí representado el Departamento de Cundinamarca – Nivel Central. 
 
DEL CASO CONCRETO: 
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SOBRE EL MEDIO DE CONTROL DE REPARACIÒN DIRECTA Y  
LOS ELEMENTOS DE LA RESPONSABILIDAD 

 

El medio de control de Reparación Directa consagrada en el artículo 140 de la Ley 1437 
de 2011 “Código de Procedimiento Administrativo y lo Contencioso Administrativo”, tiene 

como fin demandar el pago indemnizatorio del daño antijurídico causado por los agentes 
del Estado, en virtud de un hecho, omisión, operación administrativa o la ocupación 
temporal o permanente de inmueble por causa de trabajos públicos. 
 
El artículo 6° de la Constitución Política de 1991, establece la responsabilidad de los 
servidores públicos por la infracción de la Constitución y las Leyes, y por acción,  omisión 
o extralimitación de sus funciones. En el mismo, sentido, el artículo 90 de  la Carta Magna 
dispone: “El Estado responderá patrimonialmente por los daños antijurídicos que le sean 
imputables, causados por la acción o la omisión de las autoridades públicas…” Según 
esta norma, los elementos que configuran dicha responsabilidad son el daño antijurídico y 
la imputación del mismo a la entidad pública demandada. 
 
De tal manera, que existe responsabilidad patrimonial de la administración en los casos 
en que el daño es resultado de omisiones, actuaciones, extralimitaciones en los servicios 
que la Entidad Pública acusada debe tener, lo cual permite determinar la legitimidad en la 
causa dentro de las acciones de reparación directa en los casos de falla del servicio. 
 
Es sabido que para que exista responsabilidad se requiere de tres elementos 
absolutamente indispensables y necesarios: el daño, el hecho generador del mismo y un 
nexo de causalidad que permita imputar el daño a la conducta (acción u omisión) del 
agente generador.3 
 
Así las cosas, la doctrina y la jurisprudencia han destacado tres presupuestos esenciales 
de la responsabilidad extracontractual del Estado por falla del servicio, que son: 
 

4. Un hecho, omisión u operación. 
5. Un daño o perjuicio patrimonial 
6. La relación de causalidad entre el hecho y el daño. 
 

Para que la acción de reparación directa por falla del servicio sea procedente se requiere 
la existencia de algunos presupuestos axiológicos que permitan aclarar la responsabilidad 
del Estado, las obligaciones de éste no pueden ser ilimitadas. Los entes estatales sólo 
son responsables de los perjuicios que ellos causen, si en la valoración de las 
circunstancias de tiempo, modo y lugar de como ocurrieron los hechos que 
motivan la demanda se hallen incursos en la falla del servicio, pero no se les puede 
exigir lo imposible. 
 
 

1). UN HECHO, OMISIÓN U OPERACIÓN 
 
 

Para el caso en particular, los demandantes manifiestan que el Departamento de 
Cundinamarca incurrió en una falta o falla del servicio y/o falta o falla de la administración, 
por no haber realizado el mantenimiento adecuado a la vía que conduce del Municipio de 
Pacho- La Palma kilómetro 27+800 vereda TALAUTA del municipio de El Peñón, como 
quiera que el aparente mal estado de la vía fue determinante para que el señor ARENAS 
OBANDO quien conducía la motocicleta de placa JOS 768, colisionara contra el camión 
de placas TGK 806. Pero no existe prueba aportada por la parte actora que demuestre 
sus afirmaciones. Como se ha dicho y como consta en el INFORME EJECUTIVO DE 
ACCIDENTE, en el sitio no había huecos, éstos estaban antes y después del sitio donde 
ocurrió el accidente.  

                                                        

3Revista revisada y actualizada de un texto que fue publicado en esta misma Revista en el número 14 de 

2008. Título: Las causales exonerativas de la responsabilidad extracontractual  Dr- Jorge Patiño. Página 372. 
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2). UN DAÑO O PERJUICIO PATRIMONIAL 

 
 
Según los hechos que se relacionan en el escrito de demanda, el señor WILMAN 
ANDRÉS GARZÓN MOLINA sufrió lesiones por las cuales fue atendido en el Hospital 
Cardio vascular de San Mateo. Y durante 23 meses sometido a varias cirugías hasta que 
finalmente tuvieron que amputarle la pierna izquierda. 
 
 
Si bien es cierto, las pruebas demuestran que efectivamente le fue amputado el miembro 
inferior izquierdo, no hay prueba que demuestre que el DEPARTAMENTO DE 
CUNDINAMARCA haya incurrido en falla del servicio por mal estado de las vías, 
concretamente donde ocurrió el hecho, como se ha dicho en precedencia, la vía estaba a 
cargo del concesionario  DEVISAB, por intermedio del contrato de concesión No. 01 de 
1996, el cual se hallaba vigente para la época de los hechos.  
 
3. RELACIÓN DE CAUSALIDAD ENTRE EL HECHO Y EL DAÑO. 
 
 
Frente a la inexistencia del hecho y omisión por parte del DEPARTAMENTO DE 
CUNDINAMARCA, y del daño causado tal y como se manifestó anteriormente rompe el 
nexo causal, requisito sine quanon para que opere el medio de control de reparación 
directa, por la ausencia de la falla en el servicio por parte del Departamento de 
Cundinamarca, como quiera que el  mantenimiento, señalización y conservación no 
están a cargo de la entidad territorial,  mal estado de la vía no se acredita como 
determinante para la ocurrencia del siniestro existiendo otras causas imputables a 
la misma víctima o de la culpa exclusiva de un tercero, por cuanto  en la misma 
demanda se afirma que había contraflujo en el sitio donde ocurrió el hecho, lo que 
significa que el actor fue imprudente al utilizar una vía que estaba en contraflujo. 
 

El CONSEJO DE ESTADO SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO SECCION 
TERCERA, SUBSECCION A, Consejero ponente: CARLOS ALBERTO ZAMBRANO 
BARRERA, en sentencia del doce (12) de septiembre de dos mil doce (2012), Radicación 
número: 76001232500019980147101(25426), señaló:  
 
"RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL O EXTRACONTRACTUAL DEL ESTADO - Conducción de 
motocicleta. Lesiones sufridas por ciudadana en accidente de tránsito por falta de mantenimiento 
en la vía / RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL O EXTRACONTRACTUAL DEL ESTADO - Carga 
de la prueba / CARGA DE LA PRUEBA - Compete a la parte que alega un derecho o a quien lo 
excepciona o lo controvierte / INCUMPLIMIENTO DE LA CARGA PROBATORIA MINIMA 
EXIGIBLE DE QUIEN ALEGA UN DERECHO - Consecuencias / INCUMPLIMIENTO DE LA 
CARGA PROBATORIA MINIMA EXIGIBLE DE QUIEN ALEGA UN DERECHO - No configura 
responsabilidad del Estado. 
 
Como lo ha precisado la Sala en varias oportunidades, de acuerdo con el artículo 177 del C.P.C. la 
carga de la prueba compete a la parte que alega un hecho o a quien lo excepciona o lo 
controvierte; por lo tanto, es indispensable demostrar, por los medios legalmente dispuestos para 
tal fin, los hechos que sirven de fundamento fáctico de la demanda, de modo que la mera 
afirmación de los mismos no sirve para ello. Así, es necesario establecer cuál es la actividad del 
ente demandado que guarda el necesario nexo de causalidad con el daño y que permite imputarle 
responsabilidad a aquél, situación que acá no se dio; por lo tanto y como la parte actora no cumplió 
con la carga probatoria mínima que le era exigible, relativa principalmente a acreditar la 
responsabilidad de la entidad demandada, la Sala debe concluir que no se encuentra acreditada la 
responsabilidad de dicha entidad por los hechos que le fueron imputados". 
 
 

IV. EXCEPCIONES  
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EXCEPCION PREVIA: FALTA DE LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR PASIVA 

 
Propongo como excepción previa, LA FALTA DE LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR 

PASIVA que se mencionó y sustento a continuación, de conformidad con lo preceptuado 

en los artículos 180 del CPACA y 100 del Código General del Proceso – Ley 1564 de 

2012. 

La legitimación en la causa, es la facultad que surge del derecho sustancial y que debe 

tener determinadas personas, para formular o contradecir respecto de determinado 

derecho subjetivo sustancial sobre el cual versa la pretensión que es objeto del proceso. 

Así mismo, las partes en un proceso pueden estar legitimadas para la causa, tengan o no 
el derecho o la obligación sustancial, según se trate del demandante o del demandado, es 
decir, que no significa que quien no tenga derecho sustancial, no estaría legitimado para 
hacer parte del proceso; en conclusión estar legitimado en la causa significa tener 
derecho a exigir que se resuelva sobre las peticiones formuladas en el libelo 
demandatorio, es decir, sobre la existencia o inexistencia del derecho material. 

 
Ahora bien, la legitimación en la causa por pasiva, es la capacidad jurídica y 
procesal de la parte demandada para comparecer en juicio, es decir, la parte 
demandada debe ser la persona que conforme a la ley sustancial está legitimada 
para discutir, oponerse o contradecir una o varias pretensiones del demandante. 

 
Ahora bien, frente a la EXCEPCIÒN DE LEGITIMACIÒN EN LA CAUSA POR PASIVA, 
tanto la Corte Constitucional como el Honorable Consejo de Estado, han señalado: 

Frente a la legitimación en la causa, en sentencia de seis (06) de agosto de dos mil doce 
(2012)4, el Máximo Órgano de Cierre de la Jurisdicción señaló: 

 
“…Pues bien, la legitimación en la causa, corresponde a la calidad que tiene una persona 
para formular o contradecir las pretensiones de la demanda por cuanto es sujeto de la 
relación jurídica sustancial. En otros términos, consiste en la posibilidad que tiene la parte 
demandante de reclamar el derecho invocado en la demanda -legitimación por activa- y de 
hacerlo frente a quien fue demandado -legitimación por pasiva-, por haber sido parte de la 
relación material que dio lugar al litigio. Corresponde a un presupuesto procesal de la 
sentencia de fondo favorable a las  pretensiones, toda vez que constituye una excepción 
de fondo, entendida ésta como un hecho nuevo alegado por la parte demandada para 
enervar la pretensión, puesto que tiende a destruir, total o parcialmente, el derecho 
alegado por el demandante. Al respecto, ha dicho esta Corporación5: 
 
“La legitimación de hecho en la causa es entendida como la relación procesal que se 
establece entre el demandante y el demandado por intermedio de la pretensión procesal; 
es decir es una relación jurídica nacida de la atribución de una conducta, en la demanda, y 
de la notificación de ésta al demandado. Quien cita a otro y atribuye está legitimado de 
hecho y por activa, y a quien cita y atribuye está legitimado de hecho y por pasiva, después 
de la notificación del auto admisorio de la demanda. Vg.: A demanda a B. Cada uno de 
estos está legitimado de hecho. 
 
Legitimación material en la causa alude, por regla general, a situación distinta cual es la 
participación real de las personas en el hecho origen de la formulación de la demanda, 
independientemente de que dichas personas o hayan demandado o que hayan sido 
demandadas. 
 

                                                        

4Honorable Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, sección segunda, subsección A, 

Consejero Ponente Gustavo Eduardo Gómez Aranguren, radicado 11001-03-15-000-2012-01063-00(AC). 

5Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera. Sentencia del 22 de noviembre 

de 2001. Expediente No.13.356. M.P. María Elena Giraldo Gómez. 
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(…) La falta de legitimación material en la causa, por activa o por pasiva, no enerva 
la pretensión procesal en su contenido, como si lo hace una excepción de fondo. La 
excepción de fondo se caracteriza por la potencialidad que tiene, si se prueba el 
hecho modificativo o extintivo de la pretensión procesal que propone al demandado 
o advierte el juzgador (art.164 C.C.A) para extinguir, parcial o totalmente la súplica 
procesal. La excepción de fondo supone, en principio, el previo derecho del 
demandante que a posteriori se recorta por un hecho nuevo y probado - modificativo 
o extintivo del derecho constitutivo del demandante - que enerva la prosperidad total 
o parcial de la pretensión, como ya se dijo.  
 
Legitimación material en la causa, activa y pasiva, es una condición anterior y 
necesaria entre otras, para dictar sentencia de mérito favorable al demandante o al 
demandado. Nótese que el estar legitimado en la causa materialmente por activa o 
por pasiva, por sí solo, no otorga el derecho a ganar; si la falta recae en el 
demandante el demandado tiene derecho a ser absuelto pero no porque él haya 
probado un hecho nuevo que enerve el contenido material de las pretensiones sino 
porque quien lo atacó no es la persona que frente a la ley tiene el interés sustantivo 
para hacerlo - no el procesal -;si la falta de legitimación en la causa es del 
demandado, de una parte al demandante se le negarán las pretensiones no porque 
los hechos en que se sustenten no le den el derecho sino porque a quien se las 
atribuyó no es el sujeto que debe responder; por eso, de otra parte, el demandado 
debe ser absuelto, situación que se logra con la denegación de las súplicas del 
demandante”. 
 

De la cita jurisprudencial, se tiene entonces que la legitimación en la causa es la calidad 
que tiene una persona para formular o contradecir las pretensiones de la demanda por 
cuanto es sujeto de la relación jurídica sustancial, es decir, consiste en la posibilidad que 
tiene la parte demandante de reclamar al demandado el derecho invocado en la 
demanda, por haber sido parte de la relación material que dio lugar al litigio. 
 
La Honorable Corte Constitucional ha señalado que la legitimación en la causa debe 
entenderse como la calidad que tiene una persona de formular o contradecir las 
pretensiones de la demanda por ser el sujeto de la relación jurídica sustancial, así existe 
legitimación en la causa por activa cuando hay una identidad del demandante con ser el 
titular del derecho subjetivo, es decir, quien está legitimado para reclamarlo y existe 
legitimación en la causa por pasiva, cuando hay identidad entre el demandado con ser el 
sujeto que debe satisfacer el derecho, específicamente frente a la legitimación en la causa 
por pasiva en contra de la Nación en sentencia T-247 de dos mil siete (2007)6, el Máximo 
Órgano Constitucional explicó: 
 

“…De acuerdo con la jurisprudencia del Consejo de Estado, “[e]n el ordenamiento jurídico 
procesal la legitimación en la causa se entiende como la calidad que tiene una persona para 
formular o contradecir las pretensiones de la demanda por ser el sujeto de la relación jurídica 
sustancial.” Esto significa, ha dicho el Tribunal Supremo de lo Contencioso Administrativo, 
que  “[l]a legitimación en la causa, por el lado activo, es la identidad del demandante con el 
titular del derecho subjetivo, es decir, con quien tiene vocación jurídica para reclamarlo y, por 
el lado pasivo, es la identidad del demandado con quien tiene el deber correlativo de 
satisfacer el derecho.” Específicamente, en el ámbito del proceso, puede decirse que la 
legitimación en la causa puede ser entendida como la calidad que tiene una persona para 
formular o contradecir las pretensiones de la demanda por cuanto es sujeto de la relación 
jurídica sustancial que se ha planteado en el proceso y en torno a la cual gira la controversia.  
 
En términos más precisos, podría decirse que la legitimación en la causa es la idoneidad 
jurídica que tiene una persona para discutir el objeto sobre que versa un litigio. 
 
Cuando en un proceso contencioso administrativo, una de las partes es la Nación, es preciso 
tener en cuenta que, como se ha señalado en esta providencia y se ha puesto de presente 
por el Consejo de Estado, “… esta persona jurídica está representada por diversos 
funcionarios según la rama del poder público o la dependencia u órgano que deba concurrir 
al proceso porque ‘los actos administrativos, los hechos, las operaciones administrativas y 

                                                        

6 Honorable Corte Constitucional, sentencia T-247 del diez (10) de abril de dos mil siete (2007), Magistrado 

Ponente Rodrigo Escobar Gil. 
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los contratos administrativos y privados con cláusula de caducidad de las entidades públicas’ 
que juzga la jurisdicción de lo contencioso administrativo (art. 83 C.C.A.) les sean atribuibles 
de manera directa, de acuerdo con las previsiones contenidas en el artículo 149 C.C.A.” 
  
En estos eventos, “… el centro genérico de imputación -Nación- es una persona 
jurídica unitaria y como tal, para efectos procesales, considerada parte, sólo que en 
cuanto a su representación esa imputación se particulariza teniendo en cuenta la 
rama, dependencia u órgano al que, específicamente para los efectos de la 
responsabilidad extracontractual del Estado, se le atribuya el hecho, la omisión, la 
operación administrativa o la ocupación causante del daño indemnizable (art. 86 
C.C.A.).” 

  
De este modo, cuando el petitum de la demanda se dirige contra la Nación, y ésta es la 
llamada responderlo, pero el actor cita como parte demandada a un órgano distinto de aquel 
que deba acudir al proceso en razón de las actuaciones, los hechos o las operaciones que 
hayan dado lugar a la demanda, se está ante un problema de representación, no de 
legitimación en la causa. 
  
Independientemente de las consideraciones teóricas que quepa hacer sobre las 
consecuencias jurídicas de los distintos presupuestos procesales, lo cierto es que el Consejo 
de Estado ha sostenido que en los eventos de indebida representación de la Nación cabe el 
alegato de la causal de nulidad prevista en el artículo 140, numeral 7º, del Código de 
Procedimiento Civil, la cual es susceptible de ser saneada. 
 
De este modo, se tiene que el sujeto legitimado en la causa por pasiva para responder por 
acciones u omisiones atribuibles a la Rama Judicial del poder público es la Nación y que lo 
que varía en cada caso, según el órgano a quien sean directamente imputables esas 
acciones u omisiones, es la representación judicial de la misma…”. 

 
El Consejo de Estado – Sección Segunda – Subsección “A”, en providencia del 13 de julio 
de 2012 – número de radicación interno 55205 de la Clínica Chica mocha EPS S.A contra, 
LA SUPERINTENDENCIA DE SALUD – SOLSALUD EPS S.A. EN LIQUIDACIÒN con 
ponencia del Magistrado CARLOS ALBERTO ZAMBRANO BARRERA,  sobre la 
excepción de falta de legitimación al resolver un recurso de apelación, indicó: 
 

“…  LEGITIMACION EN LA CAUSA – Noción. Definición. Concepto / LEGITIMACION EN 
LA CAUSA – Fundamento / LEGITIMACION EN LA CAUSA - Finalidad  
 
La legitimación en la causa, en términos generales, hace referencia a la relación 
sustancial que debe existir entre las partes en el proceso y el interés sustancial del 
litigio, de tal manera que aquella persona a quien se le exige la obligación es a quien 
habilita la ley para actuar procesalmente. (…) está legitimado en la causa por activa quien 
tiene la vocación para reclamar la titularidad de un derecho otorgado por la ley y, 
específicamente, cuando se interponen demandas en ejercicio del medio de control de 
reparación directa, quien demuestre en el proceso su condición de perjudicado con la acción 
u omisión que produjo el daño que se reclama con la demanda. La falta de legitimación en 
la causa no constituye una excepción que pueda enervar las pretensiones de la 
demanda, sino que configura un presupuesto anterior y necesario para que se pueda 
proferir sentencia, en el entendido de que, si no se encuentra demostrada tal 
legitimación, el juez no puede acceder a las pretensiones.  
 
FALTA DE LEGITIMACION EN LA CAUSA – No es causal de rechazo de la demanda / 
RECHAZO DE LA DEMANDA – Causales / EXISTENCIA DE LA EXCEPCION DE FALTA 
DE LEGITIMACION EN LA CAUSA – Debe hacerse en la audiencia inicial o en la sentencia. 
 
Ahora bien, la falta de legitimación en la causa no es causal de rechazo de la demanda, 
comoquiera que de conformidad con el artículo 169 del Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo la demanda será rechazada cuando haya 
operado la caducidad de la acción impetrada, cuando habiendo sido inadmitida no haya sido 
subsanada en la oportunidad prevista, o cuando el asunto no sea susceptible de control 
judicial. Por su parte, determinar la existencia de dicha excepción es algo que, según el 
numeral 6 del artículo 180 de la misma codificación, debe hacerse en la audiencia 
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inicial o en la sentencia, de acuerdo al artículo 187 del citado cuerpo normativo, 
argumento que de entrada lleva a revocar el auto apelado.  
 
FUENTE FORMAL: LEY 1437 DE 2011 - ARTICULO 169 / LEY 1437 DE 2011 - ARTICULO 
180.6 / LEY 1437 DE 2011 - ARTICULO 187. 
(…)” 

(Negrillas y subrayado fuera de texto) 

 
Resulta entonces necesario dilucidar el concepto de “capacidad para ser parte”, el cual se 
ha definido de la siguiente manera:  
 

“la (sic) capacidad para ser parte hace referencia a la posibilidad de ser sujeto de la relación 
jurídico-procesal, esto es, constituir uno de los dos extremos de la litis, a saber, demandante 
o demandado. Esta condición proviene de la capacidad jurídica que se le atribuye a la 
personalidad, en otras palabras, la que tienen las personas, naturales, jurídicas o las 
ficciones habilitadas por la ley (v.gr. art. 2º ley 80 de 1993), para ser parte de cualquier 
relación jurídica”7.  

 
 

 
1.  AGENCIA NACIONAL DE INTRAESTRUCTURA 
 
La Agencia Nacional de Infraestructura - ANI, es una Agencia Nacional Estatal 
de Naturaleza Especial, del sector descentralizado de la Rama Ejecutiva del 
Orden Nacional, con personería jurídica, patrimonio propio y autonomía 
administrativa, financiera y técnica, adscrita al Ministerio de Transporte, según 
decreto 4165 del 03 noviembre de 2011. 
 
2. La Agencia Nacional de Infraestructura - ANI, tiene por objeto planear, 
coordinar, estructurar, contratar, ejecutar, administrar y evaluar proyectos de 
concesiones y otras formas de Asociación Público Privada - APP, para el diseño, 
construcción, mantenimiento, operación, administración y/o explotación de la 
infraestructura pública de transporte en todos sus modos y de los servicios 
conexos o relacionados y el desarrollo de proyectos de asociación público privada 
para otro tipo de infraestructura pública cuando así lo determine expresamente el 
Gobierno Nacional respecto de infraestructuras semejantes a las enunciadas en 
este artículo. Dentro del respeto a las normas que regulan la distribución de 
funciones y competencias y su asignación. Su domicilio es la ciudad de Bogotá 
D.C.  . 
 
Por lo anterior, se hace necesario vincular como Litis consorcio necesario a la 
Nación-Ministerio de Transporte- INVIAS Y ANI, para que conformen la parte 
pasiva de este proceso.  
 

 
3.   El CONSORCIO CONCESIONARIA DEL DESARROLLO VIAL DE LA 
SABANA – DEVISAB, a través de su experiencia frente a la administración 
encomendada por la Gobernación de Cundinamarca – ICCU según contrato de 
concesión 01 de 1996, se proyecta como una de las Concesiones Viales líderes a 
nivel nacional frente al mejoramiento de la infraestructura vial, la movilidad, 
seguridad vial y desarrollo vial del País. 
 
El Consorcio Concesionaria del Desarrollo Vial de la Sabana – DEVISAB, es una 
empresa dedicada a la ejecución de actividades de tipo constructivo de obra civil, 

                                                        

7 Consejo de Estado, Sala Plena de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, auto de unificación de 

jurisprudencia, 25 de septiembre de 2013, exp. 20.420   
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mantenimiento vial y Operación, en la carretera vía Chía – Mosquera – Girardot, 
Ramal a Soacha y vías Regionales; la cual busca contribuir con el fortalecimiento 
de la infraestructura vial, la movilidad, seguridad vial y desarrollo del 
Departamento de Cundinamarca, por medio del mejoramiento continuo de los 
procesos que intervienen con la vía, brindando así una atención especial a sus 
usuarios. 
 
Lo anterior significa que este consorcio tiene un contrato con el Instituto de 
Infraestructura y Construcciones de Cundinamarca- ICCU-, razón por la cual se 
debe vincular  igualmente a esta entidad a este proceso.  
 
¿CÚAL ES LA NATURALEZA JURIDICA DEL INSTITUTO DE INFRAESTRUCTURA Y 
CONCESIONES DE CUNDINAMARCA - “ICCU”? 
 

Como se ha indicado, mediante Decreto Ordenanzal 0261 de 15 de octubre de 2008 se 
crea el Instituto de Infraestructura y Concesiones de Cundinamarca - “ICCU”, como un 
establecimiento público del sector descentralizado del orden departamental,con 
personería jurídica, autonomía administrativa y financiera, y patrimonio propio. 
Representado legalmente por su gerente.  

 
El artículo 6 de la norma supra, define las funciones del Instituto de Infraestructura y 
Concesiones de Cundinamarca – ICCU, así: 
 

“Artículo sexto. Funciones. Para el cumplimiento de sus objetivos, el Instituto de 
Infraestructura y Concesiones de Cundinamarca – ICCU, cumplirá las siguientes funciones: 

 
6.1 Programar la ejecución de los programas con participación de capital privado en 
infraestructura a cargo del Departamento que hayan sido previamente identificados por la 
Secretaría de Transporte y Movilidad. 
 
(…) 
 
6.5 Ejecutar obras de desarrollo tales como apertura, ampliación, rectificación y 
pavimentación de vías públicas, construcción de puentes, plazas cívicas, plazoletas, 
aparcaderos, parques y zonas verdes con sus instalaciones, servicios y obras 
complementarias. 
 
(..) 
 
6.8 Programar y ejecutar los planes y proyectos de rehabilitación y mantenimiento de 
infraestructura vial. 
 
(…) 
 
6.14 Elaborar los estudios requeridos para definir los peajes, tasas, tarifas, contribución de 
valorización en los proyectos a su cargo y otras modalidades de financiación a cobrar por 
el uso o para la construcción, mantenimiento o rehabilitación de la infraestructura del sector 
transporte. 
(…) 
 

Así las cosas, la competencia funcional a nivel Departamental en materia de vías, 
salta de bulto que está en cabeza del Instituto de Infraestructura y Concesiones de 
Cundinamarca – ICCU”, como un establecimiento público del sector 
descentralizado del orden departamental, con personería jurídica, autonomía 
administrativa, financiera,  patrimonio independiente, representada legalmente por 
el gerente general, y que dentro de sus funciones tiene asignada la de “ejecutar 
obras de desarrollo tales como apertura, ampliación, rectificación y pavimentación 
de vías públicas, construcción de puentes, plazas cívicas, plazoletas, aparcaderos, 
parques, zonas verdes con sus instalaciones, servicios y obras complementarias.         
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Por su parte, el Decreto Ordenanzal 068 de 1 de abril de 2015, “Por medio del cual se 
establece la estructura orgánica del Instituto de Infraestructura y Concesiones de 
Cundinamarca – ICCU”, define como funciones del instituto las siguientes: 
 

“ARTICULO SEXTO.- FUNCIONES. Para el cumplimiento de sus objetivos, el Instituto de 
Infraestructura y Concesiones de Cundinamarca – ICCU”, cumplirá las siguientes 
funciones: 
 
(…) 
 
6.5 Ejecutar obras de desarrollo tales  como apertura, ampliación, rectificación y 
pavimentación de vías públicas, construcción de puentes, plazas cívicas, plazoletas, 
aparcaderos, parques y zonas verdes con sus instalaciones, servicios y obras 
complementarias. 
 
(…) 
 
6.8. Programar y ejecutar los planes y proyectos de rehabilitación y mantenimiento de 
infraestructura vial. 
 
(…) 
 
6.21 Supervisar, evaluar y controlar el cumplimiento de la normatividad técnica en los 
proyectos a su cargo. 
 
(…) 
 
6.25 Imponer las multas y demás sanciones establecidas en los contratos y en la ley, en 
caso de incumplimiento de las obligaciones pactadas en los mismos.” 
 

 
Dentro de las funciones del Gerente General del Instituto, el artículo décimo sexto de la 
norma supra, contempla la de “ejercer la representación jurídica, judicial y 
extrajudicial del Instituto de Infraestructura y Concesiones de Cundinamarca – 
ICCU”, y la de constituir mandatarios y apoderados que representen a la Entidad en 
asuntos judiciales o extrajudiciales o de carácter litigioso”. 
 
Por su parte, el artículo 122 del Decreto Ordenanzal 265 de 2016 “Por medio de la cual se 
establece la estructura de la administración pública departamental, se define la 
organización interna y las funciones de las dependencias del sector central de la 
administración pública de Cundinamarca y se dictan otras disposiciones”, establece 

dentro de las funciones de la Dirección de Defensa Judicial y Extrajudicial de la Secretaría 
Jurídica del departamento de Cundinamarca: 
 

“ 
…6. Dirigir y coordinar la acción judicial, prejudicial y extrajudicial de los 
procesos en que sea parte el Departamento  o en los que tenga interés…” 

 

Así las cosas, el Instituto de Infraestructura y Concesiones de Cundinamarca – ICCU 
tiene como misión, ejecutar proyectos de Infraestructura física y acciones de 
mantenimiento y mejoramiento, para que los habitantes de Cundinamarca se 
movilicen de manera adecuada, disfruten del espacio público, mejoren su calidad 
de vida y se alcance el desarrollo sostenible.  

 
 

 

EXCEPCIONES PREVIA ARTÍCULO 100 LEY 1564 DE 2012. 

 

1. NO COMPRENDER LA DEMANDA A TODOS LOS LITISCONSORTES 

NECESARIOS-INDEBIDA CONFORMACIÓN DEL LITIS CONSORCIO NECESARIO. 
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Por una parte, el artículo 61 de la Ley 1564 de 2012 “Por medio de la cual se 
expide el Código General del Proceso y se dictan otras disposiciones “preceptúa: 
 

“ 
… Artículo 61. Litisconsorcio necesario e integración del contradictorio. Cuando el proceso 
verse sobre relaciones o actos jurídicos respecto de los cuales, por su naturaleza o por 
disposición legal, haya de resolverse de manera uniforme y no sea posible decidir de mérito sin 
la comparecencia de las personas que sean sujetos de tales relaciones o que intervinieron en 
dichos actos, la demanda deberá formularse por todas o dirigirse contra todas; si no se hiciere 
así, el juez, en el auto que admite la demanda, ordenará notificar y dar traslado de esta a 
quienes falten para integrar el contradictorio, en la forma y con el término de comparecencia 
dispuestos para el demandado. 
En caso de no haberse ordenado el traslado al admitirse la demanda, el juez dispondrá la 
citación de las mencionadas personas, de oficio o a petición de parte, mientras no se haya 
dictado sentencia de primera instancia, y concederá a los citados el mismo término para que 
comparezcan. El proceso se suspenderá durante dicho término. 
 
Si alguno de los convocados solicita pruebas en el escrito de intervención, el juez resolverá 
sobre ellas y si las decreta fijará audiencia para practicarlas. 
Los recursos y en general las actuaciones de cada litisconsorte favorecerán a los demás. Sin 
embargo, los actos que impliquen disposición del derecho en litigio solo tendrán eficacia si 
emanan de todos. 
 
Cuando alguno de los litisconsortes necesarios del demandante no figure en la 
demanda, podrá pedirse su vinculación acompañando la prueba de dicho litisconsorcio. 

…” 
(Negrillas y subrayado fuera del texto). 

 

Ahora bien, el Doctor Hernán Fabio López Blanco en el libro CODIGO GENERAL 
DEL PROCESO LEY 1564 DE 2012 EN SU CAPÍTULO LAS PARTES EN EL 
CODIGO GENERAL DEL PROCESO8, señala:  

“(…) 

En otras palabras, el CGP sigue empleando la expresión “partes” en el sentido amplio en 
algunos casos y en otros predicarla exclusivamente del demandante y del demandado; 
ejemplos del primer evento son los artículos 42, numerales 2 y 45 y el artículo 53. Del 
segundo el articulo 82 numeral 26. 

(…) 

COMO SE ESTABLECE DENTRO DEL PROCESO LA CALIDAD DE LAS PARTES  

En otros términos, cuando luego de formulada la demanda se ordena la integración del 
litisconsorcio necesario, o interviene un litisconsorte facultativo o un cuasinecesario y es 
admitido, los litisconsortes no son “otras partes”, tampoco terceros, sino personas que vienen 
a ubicarse en una de las dos partes dentro del proceso, debido a que ingresan en la 
posición de demandantes o de demandados, o en ambas de ser el caso. 
 
Número de sujetos de derecho que pueden ser partes demandante o demandada. Se 
analizó anteriormente que, en sentido limitado, únicamente pueden existir dentro del proceso 
dos partes, la demandante y la demandada, pero acontece que ellas pueden estar integradas 
por un número plural de sujetos de derecho, porque la singularidad del concepto de parte no 
repugna con la posibilidad de que la integren pluralidad de sujetos de derecho. Cuando tal 
característica se presenta surge el fenómeno procesal conocido universalmente como 
litisconsorcio, el cual se denomina activo, pasivo o mixto, según la diversidad de sujetos de 
derecho se presente en la posición de demandantes, demandados o en ambas. Ahora bien, 
cuando esos varios sujetos de derecho deben obligatoriamente, so pena de invalidez de la 
actuación surtida a partir del fallo de primera instancia, estar vinculados al proceso, la figura se 
denomina litisconsorcio necesario; si esa pluralidad se da por razones de economía procesal y 

                                                        

8Sitio web – ruta: https://letrujil.files.wordpress.com/2013/09/03hernan-fabio-lopez.pdf - 

paginas 1 al 20. 
 

https://letrujil.files.wordpress.com/2013/09/03hernan-fabio-lopez.pdf
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comparecen voluntariamente varios en cualquiera de las dos posiciones mencionadas, 
encontramos el litisconsorcio facultativo y, cuando la diversidad de sujetos obedece a que, no 
obstante que no es obligatoria la vinculación de algunos de ellos al proceso, dadas las 
características de determinadas relaciones sustanciales, la sentencia les es igualmente 
oponible y por eso voluntariamente se pueden hacer presentes dentro del mismo, se estructura 
el denominado litisconsorcio cuasinecesario. Cualquiera que sea la forma que adopte el 
litisconsorcio sus integrantes serán considerados como parte, así intervengan después 
de establecida la relación jurídico-procesal, porque el sujeto procesal que en tal calidad 
interviene, siempre se ubica como integrante o de la parte demandante o de la parte 
demandada, sin que interese en cuál de las tres calidades analizadas lo haga. Procede 
ahora el análisis de las disposiciones del CGP que se ocupan de cada una de las tres 
modalidades de litisconsorcio mencionadas”. 

 

EL LITISCONSORCIO NECESARIO  
 

Existen múltiples casos en los que varias personas deben obligatoriamente 
comparecer dentro de un proceso, ora en calidad de demandantes, bien como 
La partes en el Código General del Proceso 76 demandados, por ser requisito 
necesario para dictar sentencia de mérito en el sentido que corresponda, dada 
la unidad inescindible con la relación de derecho sustancial en debate; por eso, 
de no integrarse la parte con la totalidad de esas personas y ser proferida 
sentencia, es posible declarar la nulidad de la actuación a partir del fallo de 
primera instancia inclusive. Pone presente lo anterior que esta irregularidad 
sólo afecta la validez del proceso a partir de la sentencia de primera instancia 
inclusive, en adelante, debido a que hasta antes de ser proferida la misma es 
posible realizar la integración del litisconsorcio necesario, conducta que en el 
art. 42, numeral 5 del CGP se impone como deber del juez al señalar que este 
debe, “Adoptar las medidas autorizadas en este Código para sanear los vicios 
de procedimiento o precaverlos, integrar el litisconsorcio necesario (…). Es el 
art. 61 del CGP la disposición que si bien se nutre de lo señalado en los 
artículos 51 y 83 del CPC, regula el litisconsorcio necesario, sin duda de forma 
más adecuada, al refundir en única norma lo que eran dos y dispone lo 
siguiente:“Artículo 61. Litisconsorcio necesario e integración del contradictorio. Cuando el 

proceso verse sobre relaciones o actos jurídicos respecto de los cuales, por su naturaleza o 
por disposición legal, haya de resolverse de manera uniforme y no sea posible decidir de 
mérito sin la comparecencia de las personas que sean sujetos de tales relaciones o que 
intervinieron en dichos actos, la demanda deberá formularse por todas o dirigirse contra todas; 
si no se hiciere así, el juez, en el auto que admite la demanda, ordenará notificar y dar traslado 
de ésta a quienes falten para integrar el contradictorio, en la forma y con el término de 
comparecencia dispuestos para el demandado. En caso de no haberse ordenado el traslado al 
admitirse la demanda, el juez dispondrá la citación de las mencionadas personas, de oficio o a 
petición de parte, mientras no se haya dictado sentencia de primera instancia, y concederá a 
los citados el mismo término para que comparezcan. El proceso se suspenderá durante dicho 
término. Si alguno de los convocados solicita pruebas en el escrito de intervención, el juez 
resolverá sobre ellas y si las decreta fijará audiencia para practicarlas. Los recursos y en 
general las actuaciones de cada litisconsorte favorecerán a los demás. Sin embargo, los actos 
que impliquen disposición del derecho en litigio sólo tendrán eficacia si emanan de todos. 
Cuando alguno de los litisconsortes necesarios del demandante no figure en la demanda, 
podrá pedirse su vinculación acompañando la prueba de dicho litisconsorcio.” Lo primero que 
advierto es que de las expresiones que emplea la norma referentes a que“cuando el proceso 
verse sobre relaciones o actos jurídicos Hernán Fabio López Blanco 77 respecto de los cuales, 
por su naturaleza o por disposición legal, haya de resolverse de manera uniforme y no sea 
posible decidir de mérito sin la comparecencia de las personas que sean sujetos de tales 
relaciones o que intervinieron en dichos actos”, se extrae claramente que la única fuente del 
litisconsorcio necesario es la naturaleza de las relaciones jurídicas objeto del litigio, de ahí que 
son las normas de derecho sustancial las que nos guían para saber si se presenta la figura. 
 
Se debe tener presente que no se trata de dos clases de litisconsorcio diversos el que surge 
por determinación de la ley y el que se establece por la naturaleza del asunto. En estricto 
sentido todo litisconsorcio necesario existe atendiendo la naturaleza del asunto, de la relación 
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sustancial que impide un pronunciamiento de fondo sin la obligada comparecencia de un 
número plural de personas, de ahí que la diferenciación que se realiza es tan solo porque en 
los casos en los cuales la ley es quien señala la obligada comparecencia de diversas personas 
como litisconsortes necesarios el legislador, quien atinadamente destaca que: “el fundamento 
del litisconsorcio necesario hay que buscarlo fuera del derecho procesal, en el derecho 
material, aunque tenga su tratamiento en el primero. Tiene su causa en la naturaleza de 
la relación jurídico-sustantiva, la cual exige que sea declarada respecto a un 
determinado número de personas el derecho material que regula las concretas 
relaciones jurídicas unitarias e indivisibles”. La partes en el Código General del Proceso 78 
ha hecho de antemano la inferencia lógica y la plasmó, reitero, para facilidad de los asociados, 
en un determinada disposición, con lo cual elimina toda clase de disputa. Empero, como mal 
podría establecer todas las hipótesis en que se daría el mismo, deja abierta la posibilidad para 
que en los eventos en los que se presente la situación pueda aplicársele idéntica solución, de 
acuerdo con el estudio de cada caso concreto. Como segundo aspecto, destaco que de la 
redacción del art. 61 del CGP, que se refiere al proceso en general, el litisconsorcio 
necesario no es solo un fenómeno propio de los procesos declarativos, de aquí que en 
cualquier proceso donde la ley o la naturaleza del asunto pongan de presente que versa 
“sobre relaciones o actos jurídicos respecto de los cuales, por su naturaleza o por 

disposición legal, haya de resolverse de manera uniforme” (art. 61 CGP) es pertinente su 

integración. 

 

INTEGRACIÓN DEL LITISCONSORCIO NECESARIO  
 

Por la importancia que tiene la vinculación en la posición de demandantes o de 
demandados, o de ambas, de ese número plural de personas, por no ser 
posible tomar una determinación válida de mérito sin la obligada presencia de 
todas ellas, ha previsto la legislación colombiana unas amplias y claras 
posibilidades para lograr la integración del litisconsorcio necesario. En efecto, 
en primer término y como uno de los deberes básicos del demandante, se 
encuentra que es por excelencia la demanda el acto procesal en el cual se 
efectúe esa integración, porque nadie mejor que el demandante para precisar 
quiénes deben comparecer obligadamente en calidad de partes, de ahí que el 
numeral 2 del art. 82 del CGP indica que en ella deben mencionarse los datos 
que identifiquen a quienes demandan y los que van a ser demandados al 
prescribir: “El nombre y domicilio de las partes y, si no pueden comparecer por 
sí mismas, los de sus representantes legales. Se deberá indicar el número de 
identificación del demandante y de su representante y el de los demandados si 
se conoce. Tratándose de personas jurídicas o de patrimonios autónomos será 
el Número de Identificación Tributaria (NIT).” No obstante, si el demandante 
falla en esta labor, tiene el juez la oportunidad para ordenar esa integración en 
el auto admisorio de la demanda, pues no es menester que la inadmita para 
ordenar al demandante que lo integre, debido a que como adición a la 
resolución de admisión dispondrá la citación de quienes faltó mencionar en el 
libelo como partes, conducta que surge diáfana del inciso primero del artículo 
61 del CGP cuando señala que: “la demanda deberá formularse por todas o 
dirigirse contra todas; si no se  hiciere así, el juez, en el auto que admite la 
demanda, ordenará notificar y dar traslado de ésta a quienes falten para 
integrar el contradictorio, en la forma y con el término de comparecencia 
dispuestos para el demandado.” Si el juez tampoco cae en cuenta, al admitir la 
demanda, de la omisión, será entonces el demandante quien propenderá 
porque se lleve a efecto tal integración utilizando la medida de saneamiento 
prevista en el art. 100 numeral 9º del CGP, que le permite proponer como 
excepción previa la de “no comprender la demanda a todos los litisconsortes 

necesarios”. Pero si en ninguna de estas tres ocasiones es posible su 
determinación, en el curso del proceso y mientras no se haya proferido fallo de 
primera instancia, oficio o a petición de cualquiera de las partes se puede 
ordenarla citación de los sujetos que falten, tal como lo ha previsto el art. 61 del 
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CGP en su inciso segundo al indicar: “En caso de no haberse ordenado el 
traslado al admitirse la demanda, el juez dispondrá la citación de las 
mencionadas personas, de oficio o a petición de parte, mientras no se haya 
dictado sentencia de primera instancia, y concederá a los citados el mismo 
término para que comparezcan”, plazo que es el previsto en el respectivo 
proceso para el traslado de la demanda al demandado, que se predica tanto de 
litisconsortes necesarios pasivos como activos. 
 

A su vez, en sentencia del Consejo de Estado Sección Tercera – Consejera 
Ponente MARIA ELENA GIRALDO GOMEZ del diez (10) de agosto de 2005  - 
Radicación número: 11001-03-26-000-1997-03753-01 (13753), indico:  
 
El Consejo de Estado advierte que el hecho alegado es constitutivo en el proceso civil de 
excepción previa, y que está contenido en el numeral 9 del artículo 97 del C. P. C., en los 
siguientes términos “9°. No comprender la demanda a todos los litisconsortes necesarios”. Por 
la naturaleza del hecho, previo, jamás podría considerarse ni en los procesos civiles ni 
contenciosos administrativos como excepción de fondo, toda vez que de resultar cierto no 
daría lugar a extinguir las pretensiones procesales, sino a que antes de la definición del 
proceso la litis se integrara, como lo exige la ley. Debe destacarse que en el Código 
Contencioso Administrativo se dispone que los hechos constitutivos de excepciones previas en 
el proceso civil deben alegarse en los procesos contenciosos administrativos, formulando el 
recurso de reposición contra el auto admisorio de la demanda. En tal sentido el último inciso 
del artículo 143 del C. C. A., sobre inadmisión y rechazo de la demanda, dice: “Los recursos 
podrán fundarse también en las causales de que trata el artículo 97 del Código de 
Procedimiento Civil”.  
 
Ante el silencio del Código Contencioso Administrativo frente al tratamiento de la figura del 
litisconsorcio necesario, el ordenamiento de Procedimiento Civil es el aplicable por remisión del 
artículo 267 del C. C. A.. El artículo 83 del C. P. C determina que se está frente al litis 
consorcio necesario, como ya se vio, cuando la cuestión litigiosa haya de resolverse de 
manera uniforme para todos los litisconsortes, es decir, cuando el proceso verse sobre 
relaciones o actos jurídicos respecto de los cuales o por su naturaleza o por disposición legal, 
no fuere posible resolver de mérito sin la comparecencia de las personas que sean sujetos de 
tales relaciones o que intervinieron en dichos acto (arts. 51 y 83 C. P. C.). 

 
Por lo anteriormente expuesto, me permito solicitar a su Despacho DESVINCULAR de la 
presente demanda al Departamento de Cundinamarca, toda vez, que la entidad 
demandada llamada a responder hipotéticamente en una eventual condena es el Instituto 
nacional de Vías i la Agencia Nacional de Infraestructura, como se  explica a continuación.  
 
 

INSTITUTO NACIONAL DE VIAS- INVIAS 
 
El Instituto Nacional de Vías inició labores el primero de enero de 1994 mediante 
el decreto 2171 del 30 de diciembre de 1992, que creó un establecimiento público 
del orden nacional, con personería jurídica, autonomía administrativa y patrimonio 
propio, adscrito al Ministerio de Transporte, que tuviera como objetivo ejecutar las 
políticas y proyectos relacionados con la infraestructura vial a cargo de la Nación. 

Durante el fortalecimiento del sector transporte INVIAS también asumió nuevas 
funciones y su estructura interna cambió con los Decretos N° 2056 y 2067 del 24 
de julio de 2003. 

Como organismo adscrito al Ministerio de Transporte, el Instituto Nacional de Vías 
pertenece a la Rama Ejecutiva. Los cerca de 13.000 kilómetros de extensión que 
tiene la infraestructura vial del país son, en síntesis, nuestra razón de ser.  Por ello 
cuidamos día a día de las 7 troncales, que recorren nuestro territorio de Norte a 
Sur, y de las 8 transversales que unen a dichas troncales en su tránsito Oriente - 
Occidente. 
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Decreto 2618 del 20 de noviembre de 2013: Por el cual se modifica la estructura 
del Instituto Nacional de Vías – INVÍAS y se determinan las funciones de sus 
dependencias. 
 
 
AGENCIA NACIONAL DE INTRAESTRUCTURA 
 
La Agencia Nacional de Infraestructura - ANI, es una Agencia Nacional Estatal 

de Naturaleza Especial, del sector descentralizado de la Rama Ejecutiva del 
Orden Nacional, con personería jurídica, patrimonio propio y autonomía 

administrativa, financiera y técnica, adscrita al Ministerio de Transporte, según 
decreto 4165 del 03 noviembre de 2011. 
 
La Agencia Nacional de Infraestructura - ANI, tiene por objeto planear, coordinar, 
estructurar, contratar, ejecutar, administrar y evaluar proyectos de concesiones y 
otras formas de Asociación Público Privada - APP, para el diseño, construcción, 
mantenimiento, operación, administración y/o explotación de la infraestructura 
pública de transporte en todos sus modos y de los servicios conexos o 
relacionados y el desarrollo de proyectos de asociación público privada para otro 
tipo de infraestructura pública cuando así lo determine expresamente el Gobierno 
Nacional respecto de infraestructuras semejantes a las enunciadas en este 
artículo. Dentro del respeto a las normas que regulan la distribución de funciones y 
competencias y su asignación. Su domicilio es la ciudad de Bogotá D.C.  . 
 
Por lo anterior, se hace necesario vincular como Litis consorcio necesario a la 
Nación-Ministerio de Transporte- INVIAS Y ANI, para que conformen la parte 
pasiva de este proceso.  
 
 
Además de la excepción previa anteriormente mencionada, presentó como excepciones 
de fondo, las siguientes: 
 

EXCEPCIONES DE FONDO 
 
 
PRIMERA EXCEPCIÓN: INEXISTENCIA DE FALTA Y/O FALLA DEL SERVICIO POR 
PARTE DEL DEPARTAMENTO DE CUNDINAMARCA 
 

Para el caso en particular, los demandantes manifiestan que el Departamento de 
Cundinamarca incurrió en una falta o falla del servicio y/o falta o falla de la administración, 
porla no señalización de los ejes en estado de contraflujo en la autopista sur frente a  la 
entrada del barrio Soacha Compartir.   
 
No obstante, no existe prueba que corrobore la aparente falla del servicio por parte del 
Departamento de Cundinamarca y quela ausencia de señalización, fuera el hecho 
generador y determinante para que el señorWILMAN ANDRES GARZON MOLINA, quien 
conducía la motocicleta que se vio involucrada en el accidente el 31 de diciembre de 
2016,  como quiera que pueden existir otros factores como exceso de velocidad, falla 
mecánica del vehículo o la culpa exclusiva de un tercero. Circunstancias que desvirtuarían 
cualquier responsabilidad por parte de la administración del Departamento de 
Cundinamarca. 
 
 
 
SEGUNDA EXCEPCIÓN: INEXISTENCIA DE DAÑO ANTIJURIDICO Y PERJUICIO 
PATRIMONIAL  

https://www.invias.gov.co/index.php/servicios-al-ciudadano/normatividad/resoluciones-circulares-otros/3570-decreto-2618-2013/file
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Según los hechos que se relacionan en el escrito de la demanda, con el accidente se 
causaron daños y perjuicios materiales y morales, subjetivos y objetivos al señor WILMAN 
ANDRES GARZÓN MOLINA. 
 
En los mismos términos relaciona unos aparentes daños materiales y morales 
ocasionados a:  

ANDREA TIBOCHA GAMBA     
DANIEL ALEJANDRO GARZON TIBOCHA 
EMMMANUEL ANDRES GARZON TIBOCHA, sin allegar pruebas y sin demostrar 
en qué consistió cada daño, lo cual debe probar la parte actora.  
 
 

El CONSEJO DE ESTADO SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO SECCION 
TERCERA, SUBSECCION A, Consejero ponente: CARLOS ALBERTO ZAMBRANO 
BARRERA, en sentencia del doce (12) de septiembre de dos mil doce (2012), Radicación 
número: 76001232500019980147101(25426), señaló: 
  
 
"RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL O EXTRACONTRACTUAL DEL ESTADO - Conducción de 
motocicleta. Lesiones sufridas por ciudadana en accidente de tránsito por falta de mantenimiento 
en la vía / RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL O EXTRACONTRACTUAL DEL ESTADO - Carga 
de la prueba / CARGA DE LA PRUEBA - Compete a la parte que alega un derecho o a quien lo 
excepciona o lo controvierte / INCUMPLIMIENTO DE LA CARGA PROBATORIA MINIMA 
EXIGIBLE DE QUIEN ALEGA UN DERECHO - Consecuencias / INCUMPLIMIENTO DE LA 
CARGA PROBATORIA MINIMA EXIGIBLE DE QUIEN ALEGA UN DERECHO - No configura 
responsabilidad del Estado. 
 
Como lo ha precisado la Sala en varias oportunidades, de acuerdo con el artículo 177 del 
C.P.C. la carga de la prueba compete a la parte que alega un hecho o a quien lo excepciona 
o lo controvierte; por lo tanto, es indispensable demostrar, por los medios legalmente 
dispuestos para tal fin, los hechos que sirven de fundamento fáctico de la demanda, de 
modo que la mera afirmación de los mismos no sirve para ello. Así, es necesario establecer 
cuál es la actividad del ente demandado que guarda el necesario nexo de causalidad con el 
daño y que permite imputarle responsabilidad a aquél, situación que acá no se dio; por lo 
tanto y como la parte actora no cumplió con la carga probatoria mínima que le era exigible, 
relativa principalmente a acreditar la responsabilidad de la entidad demandada, la Sala debe 
concluir que no se encuentra acreditada la responsabilidad de dicha entidad por los hechos 

que le fueron imputados".(Negrillas fuera de texto) 
 
TERCERA EXCEPCIÓN: INEXISTENCIA DE RELACIÓN DE CAUSALIDAD ENTRE EL 
HECHO Y EL DAÑO 
 
 
La relación de causalidad corresponde a la existencia del vínculo consecuencial y 
directo entre el daño sufrido y la falla en la prestación del servicio. En el caso que 

nos ocupa, no existe una relación de causa efecto entre la presunta falla del servicio y el 
presunto daño, pues éste último tampoco existió frente a mí representado.No existe una 
relación causal entre un hecho totalmente ajeno a mi poderdante y la verdadera causa del 
eventual daño en reclamación, como se ha dejado referido. 
 
DEL NEXO DE CAUSALIDAD 
 

Según el tratadista Dr. Jorge Patiño, en un texto publicado en el 2008 escribió: Título: Las 
causales exonerativas de la responsabilidad extracontractual, sobre el nexo de causalidad 
como elemento de la responsabilidad, establece lo siguiente: 
 

“… 
El nexo causal se entiende como la relación necesaria y eficiente entre el hecho generador 
del daño y el daño probado. La jurisprudencia y la doctrina indican que para poder atribuir un 
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resultado a una persona y declararla responsable como consecuencia de su acción y 
omisión, es indispensable definir si aquel aparece ligado a ésta por una relación de causa – 
efecto. Si no es posible encontrar esa relación mencionada, no tendrá sentido alguno 
continuar el juicio de responsabilidad. 
 
La jurisprudencia ha sido pacifica al establecer que el nexo de causalidad debe ser probado 
en todos los casos por el actos, independientemente de si el régimen de responsabilidad 
aplicable está fundamentado en la culpa, en la falla, o en alguno de los regímenes de 
responsabilidad objetiva. 
 
El nexo de causalidad es un elemento autónomo del daño y del fundamento que no admite, 
ningún tipo de presunción como sí lo admite la culpa o la falla. Para comprender lo antes 
mencionado, es necesario evitar la sinonimia entre causalidad y culpabilidad. La causalidad 
como elemento, corresponde a la constatación objetiva de una relación natural de causa – 
efecto, mientras que la culpabilidad como fundamento, se refiere a la valoración  subjetiva de 
una conducta. 
 
Al día de hoy, el Consejo de Estado ha superado la discusión sobre la existencia de 
presunción de culpabilidad, de causalidad y aún de responsabilidad en todos los regímenes 
subjetivos y objetivos. Actualmente se tiene claro en la jurisprudencia  de ese Tribunal que 
cuando se está en presencia de un régimen objetivo de responsabilidad, no se tiene por 
existente una presunción de culpabilidad ni de causalidad. sino que es un régimen en el cual 
el actor debe probar todos los elementos de la responsabilidad (incluida, por supuesto, la 
relación causal), y en que el demandado  debe probar ausencia de causalidad, o una causa 
extraña para exonerarse de responsabilidad, puesto que demostrar diligencia y cuidado no lo 
exonera. 
…” 

 

De acuerdo con lo anterior, la jurisprudencia del Consejo de Estado ha sido reiterada y 
pacífica, que el nexo causal, independiente del régimen sea subjetivo basado en la culpa 
u objetivo, debe probarse o  acreditarse por la parte demandante  y en el presente 
proceso de reparación directa,  el nexo causal entendido como la relación necesaria y 
eficiente entre el hecho generador del daño y el daño “probado” no se encuentra 
acreditado o probado por la parte demandante – no existe una relación de causa y efecto 
necesaria para endilgarle responsabilidad alguna al departamento de Cundinamarca. 

Además, en el presente caso, no se acredita una falla del servicio por parte del 
Departamento de Cundinamarca, hay una inexistencia de daño antijurídico o el mismo no 
está acreditado por la parte demandante, no se realiza en el escrito de la demanda un  
análisis de causalidad, que le permite incluir como responsable a la Gobernaciónde 
Cundinamarca (Departamento de Cundinamarca). 

Por lo anteriormente expuesto, se concluye que la parte demandante no acredita el nexo 
de causalidad entre el hecho y el daño, requisito indispensable como lo ha señalado 
reiteradamente el h. Consejo de Estado para que se pueda declarar la responsabilidad del 
estado. 
 

En ese orden de ideasy lo acreditado en el proceso, le solicitó señor juez declarar 
probada la excepción denominadaINEXISTENCIA DE RELACIÓN DE CAUSALIDAD 
ENTRE EL HECHO Y EL DAÑO. 
 

Aunado a lo anterior y como  se explica en la presente contestación de demanda, la 
competencia funcional a nivel Departamental en materia de vías, salta de bulto que no 
está en cabeza del Departamento, recuérdese que el accidente ocurrió en una vía 
nacional, como se  anotó en precedencia, por lo que los llamados a atender este proceso 
son INVIAS Y ANI. 
 
CUARTAEXCEPCIÓN: EXIMENTE DE RESPONSABILIDAD: HECHO EXCLUSIVO DE 
LA VICTIMA. 
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Constatada esa relación causal mediante la aplicación de las teorías que ha elaborado la 
doctrina y que ha recogido la jurisprudencia, se procede a hacer la imputación entendida – 
de acuerdo con el profesor JUAN CARLOS HENAO – como “la atribución jurídica de un 
daño a una o varias personas que en principio tienen la obligación de responder”. La 
imputación se estructura luego de haberse descubierto el nexo causal, y se realiza en 
principio, respecto de la persona que ha resultado causante del hecho generador del daño 
de acuerdo con el juicio de causalidad efectuado. 

 

Cuando se ha realizado el juicio de imputación se pasa al estudio de las causales 
exonerativas que tienen por objeto confirmarlo o infirmarlo. Dichas causales son: la fuerza 
mayor, el caso fortuito, el hecho de un tercero y, el hecho de la víctima. 
 

En la revista revisada y actualizada de un texto que fue publicado en esta misma Revista 
en el número 14 de 2008. Título: Las causales exonerativas de la responsabilidad 
extracontractual  Dr- Jorge Patiño, sobre el hecho de la víctima, señaló: 
 
 “(…) 

 
Esta figura exonerativa parte, en nuestro parecer, de la siguiente lógica: quien ha 
concurrido con su comportamiento por acción o por omisión, con culpa o sin ella, a la 
producción o agravamiento del daño sufrido, debe asumir las consecuencias de su 
actuar.  
 
En derecho positivo existen dos normas que nos refieren a la aplicación de esta causal: 
 
El artículo 2357 del Código Civil establece textualmente: 
 
“La apreciación del daño está sujeta a reducción si el que lo ha sufrido se expuso a él 
imprudentemente”. 
 
El artículo 70 de la Ley 270 de 1996 Ley Estatutaria de la Administración de Justicia establece: 
“El daño se entenderá como debido a culpa exclusiva de la víctima cuando ésta haya actuado 
con culpa grave o dolo, o no haya interpuesto los recursos de Ley. En estos eventos se 
exonerará de responsabilidad al Estado”. 
 
El hecho de la víctima como causal exoneratoria de acuerdo con lo establecido en el artículo 
2357 del Código Civil no debe ser necesariamente culposo, a diferencia de la causal 
exoneratoria establecida en el artículo 70 de la Ley 270 de 1996 y que se aplica a los 
regímenes especiales regidos por esa ley, puesto que de la lectura de esa norma se observa 
claramente una calificación subjetiva de la conducta de 
la víctima del daño. Así las cosas, las referencias que se harán a continuación se refieren a la 
causal exoneratoria que se desprende de la norma general establecida en el Código Civil. Más 
adelante haremos una referencia a la norma especial de la Ley 270 de 1996. 
 
A pesar de que alguna parte de la doctrina francesa exige, que para que sea exoneratorio el 
comportamiento de la víctima debe ser necesariamente culposo, otra parte de la doctrina 
extranjera y algunos fallos del Consejo de Estado han afirmado en forma reiterada lo contrario. 
 
La exigencia de un comportamiento culposo para que sea considerado como exoneratorio se 
ha venido atenuando teniendo en cuenta dos factores así: 
 
1. Se requiere de una coparticipación o una concausalidad que, desde el punto de vista 
objetivo, sea eficiente y determinante de forma parcial o total para la producción de daño. 
2. Existen eventos en los que quienes se exponen a los daños son personas que no tienen 
capacidad de autodeterminarse, como los menores, dementes o personas con alguna 
perturbación mental transitoria, o quien obra por intimidación o coacción. 
Esta última posición ha sido expuesta por la doctrina. Vale la pena traer a colación el 
cuestionamiento que se hace el profesor MossetIturraspe: “Sea la conducta -ajena al 
responsable- culposa o no, incluso aunque fuera involuntaria, es ella la que desencadena el 
daño: ¿cómo entonces atribuírselo a otra persona?”. 
 
La jurisprudencia ha encontrado probada la causal exoneratoria denominada hecho de la 
víctima en algunos casos en los juicios de responsabilidad en los que quien se expone al daño 
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concurriendo con su actuar a la producción del mismo, es un menor o un demente. Así, en 
sentencia del 24 de febrero de 2005, en la que se absolvió al Ejército Nacional de 
responsabilidad en la muerte de menor ocurridacuando cruzó imprudentemente la calle, se dijo: 
 
“Por último, respecto de lo expresado por el demandante, en el sentido que el menor Y. R., 
quien tenía 6 años de edad al momento de su muerte, no podía incurrir en culpa, según lo 
señalado por el artículo 2346 del Código Civil, se reitera lo expresado por esta Sala en 
sentencia del 25 de mayo de 2000, expediente, en los siguientes términos: 
 
“A más de advertirse, conforme a lo ya dicho, la insuficiencia del argumento para efectos de 
construirun nexo de causalidad entre la conducta de la madre del niño y el daño causado, 
encuentra la Sala otrainconsistencia en el planteamiento del a quo, fundada en la interpretación 
equivocada del artículo 2346del Código Civil. En efecto, es claro que, dado el carácter objetivo 
del nexo causal, como elemento de la responsabilidad, poco importa que el hecho de la víctima 
que da lugar a la producción del daño sea culposo o no. Por la misma razón, es claro que la 
norma citada se refiere a hechos ilícitos considerados fuentes de obligaciones, por lo cual se 
aplica al menor que causa daño, mas no al que lo sufre. Al respecto, ha sido reiterada la 
jurisprudencia” 
 
Otra sentencia que sirve de apoyo al argumento, según el cual el hecho de la víctima no debe 
ser necesariamente culposo, es la sentencia que falló el caso en el cual se pretendía 
indemnización por la muerte de un demente quien fue muerto luego de forcejeo con policías. 
En la sentencia, en la cual se encontró probada la causal exoneratoria de hecho de la víctima, 
se dijo: 
 
“El estado de alteración mental en el que se encontraba el señor Tuay no varía el hecho 
objetivo de quesu conducta fue violenta y que puso en peligro la vida y la integridad personal 
del agente de la policía. 
Tampoco cambia la situación porque el agresor no tuviera, en ese instante, la capacidad de 
comprender y determinar su conducta, en cuanto a la agresión actual e injusta contra el 
uniformado y la necesidad de éste de presentar una defensa real. Resulta, pues, irrelevante, 
para estos efectos, determinar si en ese momento el agresor actúo o no con culpa, como se 
manifiesta en el escrito de sustentación del recurso, pues la determinación de su estado, no 
transforma su conducta que siempre será violenta y peligrosa”. 
 
En fin, en relación con la valoración subjetiva del comportamiento de la víctima para efectos de 
configurar la causal exoneratoria, en reciente pronunciamiento, se estableció: 
 
“Cabe precisar que en los eventos en los cuales la actuación de la víctima resulta ser la causa 
única, exclusiva o determinante del daño, carece de relevancia la valoración de su subjetividad. 
Si la causalidad constituye un aspecto objetivo, material de la responsabilidad, la labor del juez 
frente a un daño concreto debe limitarse a verificar si dicha conducta fue o no la causa eficiente 
del daño, sin que para ello importe establecer si al realizarla, su autor omitió el deber objetivo 
de cuidado que le era exigible, o si su intervención fue involuntaria. Por tal razón, resulta más 
preciso señalar que la causal de exoneración de responsabilidad del demandado es el hecho 
de la víctima y no su culpa. 
 
Ahora bien, cuando la intervención de la víctima incide en la causación del daño, pero no 
excluye la intervención  causal del demandado, habrá lugar a la reducción de la indemnización 
establecida en el artículo 2357 del Código Civil, conforme al cual “La apreciación del daño está 
sujeta a reducción, si el que lo ha sufrido se expuso a él imprudentemente”. 
 
Sin embargo, cabe advertir que esa noción culpabilista que se proyecta en dicha norma no 
puede ser trasladada al campo de la responsabilidad patrimonial del Estado, habida 
consideración de que el criterio de imputación que rige esa responsabilidad, en los términos del 
artículo 90 de la Constitución, se construye a partir de la verificación de la antijuridicidad del 
daño y del vínculo causal entre ese daño y la actuación u omisión de la Administración. 
 
Luego, si de la atribución de responsabilidad al Estado están ausentes, como requisito para su 
estructuración, los criterios subjetivos de valoración de la conducta del autor, tales criterios no 
pueden ser exigidos cuando se pretenda reducir el valor de la indemnización por la intervención 
causal relevante de la propia víctima. En pocos términos: en el campo de la responsabilidad 
patrimonial del Estado la valoración objetiva de la intervención causal tanto de la 
Administración como de la propia víctima resultan suficientes para determinar si la causa 
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eficiente del daño lo fue la actuación del ente demandado o de la víctima, con el fin de 
establecer si hay lugar a condenar a aquélla o a absolverla por haberse producido una causal 
excluyente de responsabilidad, o si ambas concurrieron en la producción del daño y, entonces, 
reducir el valor de la indemnización en proporción directa a la mayor o menor contribución de la 
conducta de la víctima en su producción. 
 
Por lo tanto, cuando se pretenda reducir el valor de la indemnización que deba pagar la entidad 
con fundamento en la intervención de la víctima en la causación del daño, habrá de tenerse en 
cuenta la relevancia de esa intervención en el resultado y no la intensidad de la culpa en la que 
aquélla hubiera incurrido”9. 
 
Así las cosas, es preferible denominar de forma genérica a esta causal exoneratoria como 
hecho de la víctima más que como culpa de la víctima, teniendo en cuenta el carácter objetivo 
de la concausalidad con la cual actúa la víctima en la producción de su propio daño. 
 
Cuando hablamos del hecho de la víctima, nos referimos a una causal que impide efectuar la 
imputación, en el sentido en que, si bien es cierto, que puede ser que el demandado causó el 
daño física o materialmente, el mismo no puede serle imputable en la medida en que el actuar 
de la víctima que le resultó extraño, imprevisible e irresistible, lo llevó a actuar de forma que 
causara el daño, razón por la cual el mismo es imputable desde el punto de vista jurídico 
a la víctima y no al demandado.  Para los hermanos Mazeaud el hecho de la víctima sólo 
lleva “consigola absolución completa” cuando “el presunto responsable pruebe la 
imprevisibilidad y la irresistibilidaddel hecho de la víctima. Si no se realiza esa prueba, el hecho 
de la víctima, cuando sea culposoy posea un vínculo de causalidad con el daño, produce una 
simple exoneración parcial: división deresponsabilidad que se efectúa teniendo en cuenta la 
gravedad de la culpa de la víctima”. 
 
De acuerdo con esta doctrina, el hecho de la víctima debe ser imprevisible e irresistible, 
en el sentido de que si el demandado pudo haber previsto la producción del daño al que 
eventualmente se expondría la víctima y no lo hizo, se entiende que concurrió a su producción. 
De la misma manera, si el demandado pudo haberse resistido a los efectos nocivos de la 
exposición de la víctima y no lo hizo pudiendo hacerlo, también debe correr con los efectos 
nocivos en la producción del daño a título de concausalidad. 
 

El Consejo de Estado ha dicho en múltiples fallos que el hecho de la víctima como 
exoneratorio de responsabilidad debe ser imprevisible e irresistible, así por ejemplo: 
 
En sentencia del 20 de octubre de 2005, se declaró la responsabilidad de un 
municipio por la muerte de un menor ocurrida en desarrollo de una carrera de 
motociclismo debidamente autorizada, en las calles del municipio condenado. En esta 
providencia se manifestó: 

 
“En el caso concreto la Sala encuentra que, por tratarse del ejercicio de una actividad 
altamente riesgosa, que habría de desarrollarse en una zona urbana y residencial -como lo es 
el desplazamiento de motocicletas a velocidades comprendidas entre los 100 y los 150 
kilómetros por hora- resultaba normal y previsible la presencia de menores y jóvenes, en su 
condición de principales espectadores, toda vez que son ellos los más atraídos por este tipo de 
eventos. 
Es natural que las personas, mayores y menores, no se comporten en consideración a los altos 
riesgos derivados de tales competencias, pues las calles de la ciudad no son los escenarios 
apropiados para válidas deportivas de alta velocidad. Dicho en otras palabras, lo natural es que 
los niños, jóvenes y adultos circulen por las vías públicas, que quieran ver de cerca una 
competencia deportiva, rara e importante para ellos y que confíen en que cuentan con la 
protección debida de las autoridades y organizadores del evento. Dicha situación, permite 
inferir que la presencia del menor en la vía no era imprevisible para el Municipio y por ende, 
debió adoptar todas las medidas tendientes a su protección y a la de todos los ciudadanos. 
En efecto, si la ciudad y los organizadores hubiesen concebido mecanismos eficientes de 
control, tales como graderías, barreras, separadores, policías, acomodadores, bomberos, o 
cualquier otro elemento humano o material idóneo para controlar la presencia cierta y real de 

                                                        

9Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia del 19 de agosto de 2009, expediente 17957. 

Ver en el mismo sentido, Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia del 18 de febrero 
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personas, particularmente de los más interesados en ver el espectáculo, como lo son los 
menores de edad, la imprevisibilidad no sería tan evidente. 
Lo anterior permite a la Sala negar la ocurrencia del hecho exclusivo de la víctima, como causa 
extraña, en consideración a que su proceder no fue imprevisible, ni irresistible para el municipio 
que lo invocó”46. 
 
En sentencia del 26 de septiembre de 2002, expediente 12656, no se declaró la 
responsabilidad que se demandó contra la Nación, por el suicidio de un soldado dentro del 
Batallón en el cual prestaba su servicio militar obligatorio, con fundamento en que su conducta 
fue del todo imprevisible e irresistible para la entidad; se dijo entonces: 
 
“En este orden de ideas, para que surja el deber del Estado de reparar el daño causado por el 
suicidio de un conscripto es necesario acreditar que por el trato que recibía en el 
establecimiento militar fue inducido a tomar esa decisión, o bien que la persona sufría un 
trastorno síquico o emocional que hacía previsible el hecho y que, a pesar de ser conocida esa 
circunstancia por las autoridades encargadas de su seguridad, no se le prestó ninguna 
atención médica especializada, ni se tomó ninguna determinación tendiente a alejarlo de las 
situaciones que le generaran un estado de mayor tensión o peligro. En caso contrario, esto es, 
en el evento de que la decisión del soldado sea libre porque obedezca al ejercicio de su plena 
autonomía, o en el evento de que su perturbación o la necesidad de ayuda sicológica, por las 
especiales circunstancias del caso, no hubiera sido conocida [por] las autoridades encargadas 
de su protección, el hecho sería sólo imputable a su autor por ser imprevisible e irresistible para 
la administración. 
 
En el caso concreto, considera la Sala que no hay lugar a derivar responsabilidad del Estado 
por omisión, toda vez que las autoridades encargadas de la protección del soldado A. L. no 
conocieron la intención suicida del joven, pues éste no la había manifestado en forma alguna, 
tampoco exteriorizó éste ningún cambio de conducta que hiciera posible prever la ocurrencia de 
tal hecho. 
 
De otro lado, se estima que tampoco puede derivarse responsabilidad estatal en el caso 
concreto, dado que la víctima no había dado muestras de perturbación síquica, ni de la 
intención de atentar contra su vida que obligaran a la administración a alejarlo de dicha 
actividad o a ejercer especial vigilancia sobre ella”. 
 
f) Efectos del hecho de la víctima 
 
Se entiende entonces que el hecho de la víctima para tener dos facetas: (i) 
consecuencias exoneratorias totales y, (ii) consecuencias exoneratorias parciales. 
 
a. El comportamiento de la víctima puede ser la causa única exclusiva y determinante en la 
producción del daño, evento en el cual habrá una exoneración total de responsabilidad, pues 
no se podrá hacer la imputación al demandado en razón a que si bien desde el punto de vista 
causal fue este último quien causó el daño, el mismo no le es imputable pues esa causación de 
daño estuvo determinada por el 
comportamiento de la víctima quien se expuso a sufrir el mismo. En este caso, si bien el 
demandado pudo tener alguna participación desde el punto de vista causal fue un instrumento 
del que se valió la conducta de la víctima del daño para su producción. 
b. El comportamiento de la víctima puede concurrir a la producción del daño con el actuar del 
demandado, siendo ambos comportamientos determinantes, adecuados y eficientes en la 
producción del daño a título de concausalidad, evento en el cual tiene aplicación el precepto del 
artículo 2357 del Código Civil que nos enseña que en este caso la apreciación del daño está 
sujeta a reducción. En estecaso, será el juez quien teniendo en cuenta las circunstancias 
propias de cada caso, así como las pruebas obrantes en el mismo, en utilización de los 
poderes que la ley le confiere, podrá a su arbitrio determinar cuál fue el grado de participación 
de la víctima en la producción de su propio daño para efectos de apreciar la reducción en la 
indemnización. 

 

EL HECHO DE LA VÍCTIMA Y EL DEBER DE MITIGAR EL DAÑO. 
 
 
En términos generales, la doctrina y la jurisprudencia, han manifestado que si 
bien la víctima tiene derecho a que le sea reparado el daño sufrido, también 
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tiene, de forma correlativa, una carga especial fundada en la buena fe y es 
así como está obligada a tomar todas las medidas razonables con el fin de 
minimizar el perjuicio sufrido. 
 
Para la doctrina francesa “no obstante que desde antiguo algunos doctrinantes como Doma t 
et Pothier se pronunciaron sobre esta obligación, sus anotaciones no tuvieron desarrollo. 
Contemporáneamente, la jurisprudencia francesa ha reconocido que la timidez de exigir una 
obligación de minimizar los efectos del daño puede estar ligada al fundamento mismo de esa 
obligación. La equidad en materia de contratos y el hecho de la víctima en materia de 
responsabilidad extracontractual, pueden ser el fundamento.  
 
Aparece entonces, que el hecho de la víctima del perjuicio parece ser el fundamento 
más pertinente a la obligación de minimizar el daño, en el sentido en que ella se 
interpondría entre el hecho generador del perjuicio y el perjuicio rompiendo el nexo de 
causalidad. 
 
Una vez que tal obligación sea reconocida, habrá que definir el régimen aplicable a la 
figura y en ese sentido, de manera general la víctima debe mostrar diligencia y tomar, 
según el caso, medidas de conservación, de reparación, y medidas de reemplazo. A la 
víctima no se le exige tomar todas las medidas posibles, sino sólo aquellas que 
razonable y proporcionalmente se le impongan”. 
 
Esta obligación que se le impone a la víctima de realizar acciones tendientes a morigerar los 
efectos del daño, así como de impedir la agravación del mismo, ha tomado tanta fuerza en la 
doctrina y en la jurisprudencia extranjera que debemos llamar la atención sobre el hecho de 
que, a nivel de derecho comparado, algunas legislaciones han elevado a norma esta 
obligación a cargo de la víctima52, y en otros 
países como Francia existen proyectos para establecer esa obligación por vía legal. 
 
Resaltemos cómo esa norma propuesta impone a la víctima, en ciertos casos y con 
ciertas salvedades, la obligación de reducir el alcance del perjuicio o de evitar su 
agravación, mediante la utilización de medios razonables y proporcionados, so pena de 
ver reducida su indemnización. 
 
Esta obligación de mitigar el daño, no es solamente una figura que ha tenido tratamiento en 
el derecho continental europeo, sino que también ha sido mencionada por autores 
latinoamericanos, quienes ven en la pasividad de la víctima frente a los efectos nocivos del 
daño, una variable del denominado hecho de la víctima con efectos exoneratorios. Así, la ya 
mencionada profesora Zava la dice: “Así como no existe un derecho de dañar injustamente, 
el damnificado soporta la carga (imperativo del propio interés) de desplegar diligencias 
ordinarias para evitar la continuidad o el agravamiento de su perjuicio. Por eso el hecho de la 
víctima puede atenuar la obligación resarcitoria no solo cuando es concausa del daño 
imputable a otro, si estas omisiones sobrevivientes coadyuvan a desenvolver el perjuicio 
inicial. 
 
Es jurídicamente relevante la conducta del perjudicado que guarda una injustificada 
pasividad, sin intentar medidas razonables para paliar el daño que alguien causó. 
Procede computar esa inercia para descontar de la indemnización la cuota de agravación o 
de prolongación del daño a ella imputable. Por ejemplo, no cabría reclamar por dos años de 
privación de uso de un vehículo que pudo reparase en dos semanas; ni un lucro cesante sine 
die de una persona ilegítimamente cesanteada que no se preocupó por conseguir un empleo 
sustitutivo; ni por todos los daños derivados de una mala praxis médica, si el paciente no 
siguió el tratamiento aconsejado para mitigar sus lesiones”. 
 
De esta manera se tiene entonces que el incumplimiento de la obligación de 
mitigación del daño de parte de la víctima, entendida como el deber de utilizar todos 
los medios que razonablemente tenga a su alcance para evitar que la onda expansiva 
del daño se extienda o se agrave, se puede encuadrar como una de las 
manifestaciones de la causal exoneratoria denominada de forma genérica como hecho 
de la víctima y, en ese sentido, podrá verse disminuida la apreciación del daño para 
retomar los términos del artículo 2357 del Código Civil Colombiano. La víctima podrá 
utilizar todos los medios probatorios para demostrar que aun utilizando las medidas que le 
eran razonablemente exigibles, no pudo contener la agravación del daño, evento en el cual 
no se podrá exonerar al demandado.(…)” 
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Por causal exonerativa de responsabilidad se entiende aquella causal que impide 
imputar determinado daño a una persona, haciendo improcedente, en consecuencia  
la declaratoria de responsabilidad. En este sentido, las causales exonerativas (causa 

extraña) impiden la imputación, en ocasiones porque es inexistente el nexo de causalidad 
(por ejemplo en el hecho de un tercero como causa exclusiva), en ocasiones demostrando 
que si bien el demandado por acción u omisión causó el daño, lo hizo llevado o 
coaccionado por un hecho externo, imprevisto e irresistible. 
 
La diferenciación entre causalidad e imputación que ha venido predicando la Sección 
Tercera del Consejo de Estado, ha permitido dejar de lado la afirmación según la cual, las 
causales exonerativas de responsabilidad “rompen” el nexo de causalidad, para clarificar 
que la verdadera función de este tipo de causales es la de evitar la atribución 
jurídica del daño al demandado, es decir, impedir la imputación10. 
 
A este respecto ha dicho el Consejo de Estado en forma clara y reiterada11: 
 

“Pues bien, de la dicotomía causalidad – imputación que se había dejado planteada y 
explicada, se desprende ineluctablemente, la siguiente conclusión: frente a todo caso 
concreto que el juez de lo Contencioso Administrativosometa a examen habida 
consideración de que se aduce y se acredita la producción de un dañoantijurídico, el nexo o 
la relación de causalidad entre la acción o la omisión de la autoridad públicademandada 
existe o no existe, pero no resulta jurídica ni lógicamente admisible sostenerque el mismo se 
rompe o se interrumpe; si ello fuese así, si tal ruptura o interrupción del procesocausal de 
producción del daño sufriese una interrupción o ruptura, teniendo en cuenta que la 
causalidad constituye un fenómeno eminente y exclusivamente naturalístico, empírico, no 
cabe posibilidad distinta a la consistente en que, sin ambages, el daño no se ha producido, 
esto es, al no presentarse o concurriralguna de las condiciones necesarias para su 
ocurrencia, la misma no llega a tener entidad en la realidad de los acontecimientos. 
 
“Por tanto, quede claro que el análisis que ha de llevarse a cabo por parte del Juez de lo 
Contencioso Administrativo cuando se le aduzca la configuración de una de las que han 
dado en denominarse “eximentes de responsabilidad” -como ocurre en el sub judice-, no 
constituye un examen de tipo naturalístico, fenomenológico, sino eminentemente valorativo-
normativo, orientado a seleccionar, más allá del proceso causal de producción del daño, a 
cuál de los intervinientes en su causación debe imputarse o atribuirse jurídicamente la 
responsabilidad de repararlo, de conformidad con la concepción de justicia imperante 
en la sociedad, la cual se refleja en la pluralidad de títulos jurídicos de imputación al 
uso dentro del sistema jurídico”. 
…” 

 
(Negrillas fuera de texto).  

 
En sentencia de la Sección Tercera del H. Consejo de Estado del 3 de noviembre de 2016 
– número de radicación interno 29334 del 3 de enero de 2016 – Consejero Ponente: Dr. 
Jaime Orlando Santofimio Gamboa, en un caso similar, esta Corporación indicó: 
 

“(…) 
 

ACCIÓN DE REPARACIÓN DIRECTA. Niega. Culpa Exclusiva de la 
Victima/RESPONSABILIDAD EXTRACONTRACTUAL DEL ESTADO - Presupuestos / 
RÉGIMEN DE RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO - Por accidentes de 
tránsito derivados de obstáculos que sobre una vía no están debidamente señalizados y 
por omisión o inactividad en el cumplimiento de las obligaciones de conservación, 
mantenimiento y recuperación de las vías / RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL 
ESTADO - Criterios para el encuadramiento del hecho exclusivo de la víctima en 

                                                        

10Revista revisada y actualizada de un texto que fue publicado en esta misma Revista en el número 14 de 

2008. Título: Las causales exonerativas de la responsabilidad extracontractual  Dr- Jorge Patiño. Páginas 376 

y 377. 

 

11Consejo de Estado, Secciòn Tercera, sentencia del 11 de febrero de 2009, expediente 17145. 
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accidente de tránsito - PRUEBAS - Valor probatorio de las fotografías / PRUEBAS - 
Prueba trasladada / PRUEBAS - Valoración de los testimonios de oídas y aquellos 
que pueden considerarse sospechosos 
 
No se demostró plenamente que el accidente de tránsito donde resultó herido y 
posteriormente fallecido (la víctima), tuviera lugar  como consecuencia de la falta o 
indebida señalización de la vía como lo afirmó la apoderada de los 
demandantes,pero, lo que sí se acreditó es que la víctima conducía en bajo los 
efectos del licor, en abierto incumplimiento de la normatividad de tránsito y los 
deberes de precaución y corrección que le eran exigibles como conductor de la 
motocicleta accidentada, esto (…) para el encuadramiento del hecho exclusivo de la 
víctima en accidente de tránsito. Así las cosas, aunque se trató de un evento en que la 
administración conscientemente creó el peligro con los escombros y la señalización en la 
vía, en la conducción responsable y diligente de la motocicleta, la víctima habría podido 
evitar el daño, pero por el contrario, con su propia conducta, aumentó de manera previsible 
y evitable, las posibilidades dañosas, ya que imprudentemente se dispuso a conducir la 
motocicleta bajo los efectos del alcohol, de manera que la imprudencia radicada en la 
conducta o comportamiento asumido, desplegado y operado por la propia víctima 
conllevaron a la concreción de los hechos que desencadenaron el daño (…) además (…) 
no puede ser concurrente la atribución de la responsabilidad con la administración pública, 
toda vez que no quedó plenamente establecida la indebida señalización alegada por la 
parte demandante.} 
(…)” 
Negrillas y responsabilidad del Estado 

 

 
En otra sentencia de la Sección Tercera del H. Consejo de Estado del 3 de noviembre de 
2016 – número de radicación interno 32490 del 31 de julio de 2014 – Consejera ponente: 
Dra. Stella Conto Diaz del Castillo, sobre responsabilidad patrimonial del Estado – por 
daños ocasionados con ocasión de la conducción de vehículos automotores, esta 
Corporación señaló: 
 

“(…) 
 
ACCIÓN DE REPARACIÓN DIRECTA - Por falta de señalización en vía pública / FALTA 
DE LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR PASIVA DEL MINISTERIO DE TRANSPORTE Y 
DEL MUNICIPIO DE POPAYÁN - Acreditada / HECHO DE LA VÍCTIMA - Eximente de 
responsabilidad probado 
 
En el sub-examine la parte demandante solicita que se declare la responsabilidad solidaria 
de las accionadas por la muerte del señor Víctor Hugo Chamorro Ortiz en hechos ocurridos 
el día 27 de mayo de 1999, cuando la motocicleta en la que se transportaba, colisionó con 
otro vehículo automotor.Fundamenta la responsabilidad de la administración en la “FALTA O 
FALLA DEL SERVICIO”, por la construcción defectuosa de la intersección o cruce de la 
carretera Panamericana con calle 5 de la ciudad de Popayán y por falta de señalización. 
 
 
RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO - Por daños ocasionados por 
conducción de automotores / DAÑOS OCASIONADOS POR VEHÍCULOS 
AUTOMOTORES - Requisitos de procedencia de su imputación al Estado 
 
Al respecto, la jurisprudencia de esta Corporación ha sostenido que los daños 
causados con ocasión de la conducción de vehículos automotores generan 
responsabilidad i) cuando se comprueba el daño, ii) la violación de las normas cuyo 
acatamiento hubiera evitado la producción del hecho dañoso y iii) el nexo de 
causalidad entre la actuación u omisión de la administración y los perjuicios 
ocasionados. NOTA DE RELATORÍA: Sobre la responsabilidad patrimonial del Estado por 
la conducción de vehículos automotores, consultar sentencias de 9 de diciembre de 2011, 
Exp. 22211, CP. Stella Conto Díaz del Castillo; de 23 de junio de 2010, Exp. 18376, 
CP.Mauricio Fajardo Gómez; de 9 de junio de 2010, Exp. 18078, CP. Gladys Agudelo 
Ordóñez; de 18 de junio de 2008, Exp. 16518, CP. Ruth Stella Correa Palacio 
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RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO - Por falla del servicio vial / FALLA 
DEL SERVICIO VIAL - Por omisión en señalización de vía cuyo mantenimiento y 
conservación se encontraba a su cargo / RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL 
ESTADO POR FALTA DE SEÑALIZACIÓN - Deber de acreditar nexo causal entre el 
daño sufrido y las acciones u omisiones de la entidad a cargo de la vía  
 
Se ha considerado que el Estado debe responder por los accidentes que se causen 
por el mal cuidado y mantenimiento de las vías públicas, así como por su falta de 
señalización, precisando que dicha responsabilidad no es de carácter absoluto, en 
tanto debe demostrarse la existencia de un nexo de causalidad entre el daño sufrido y 
las acciones u omisiones de las entidades encargadas de la vía pública. Además, en 
cuanto a la acreditación de las causales eximentes de responsabilidad sean estos fuerza 
mayor, hecho exclusivo y determinante de un tercero o de la víctima, es reiterada la 
jurisprudencia a cuyo tenor, acreditada una cualquiera, no procede sino la absolución por 
falta de causalidad. NOTA DE RELATORÍA: Sobre la responsabilidad patrimonial del Estado 
por falta de señalización de las vías públicas, consultar sentencia de 10 de julio de 2009, 
Exp. 18108, CP. Ruth Stella Correa Palacio.  
 
CAUSALES EXIMENTES DE RESPONSABILIDAD - Elementos determinantes para su 
configuración / CAUSALES EXIMENTES DE RESPONSABILIDAD - Deber del juez de 
analizar las circunstancias particulares en cada caso para evaluar su procedencia  
 
Ahora bien, existen elementos determinantes para la configuración de cada una de las 
causales eximentes de responsabilidad que corresponden a (i) su irresistibilidad–fuerza 
mayor, y (ii) su exterioridad respecto del demandado–hecho exclusivo y determinante de un 
tercero o de la víctima. Elementos que deben ser analizados por el juzgador en cada caso 
particular, con el fin de establecer su alcance (acciones u omisiones) en los que se 
fundamentó la causal eximente de responsabilidad alegada en la producción del daño, es 
decir, determinar si los hechos tienen o no suficiente relevancia jurídica para liberar de 
responsabilidad al extremo pasivo de la litis. NOTA DE RELATORÍA: Sobre los elementos 
que configuran las causales eximentes de responsabilidad, consultar sentencia de 27 de 
agosto de 2007, Exp. 15494, CP. Ruth Stella Correa Palacio; y de 26 de enero de 2011, Exp. 
18429, CP. Gladys Agudelo Ordoñez. 
 
 
HECHO EXCLUSIVO Y DETERMINANTE DE LA VÍCTIMA - No comporta 
responsabilidad patrimonial del Estado si se evidencia participación de víctima en la 
producción del daño / HECHO EXCLUSIVO Y DETERMINANTE DE LA VICTIMA - Debe 
estar demostrado que el actuar de la víctima directa fue causa eficiente en la 
producción del resultado o daño 
 
Entiende la Sala que las entidades mencionadas se refieren a la causal de exclusión de 
responsabilidad de “hecho exclusivo y determinante de la víctima”, causal que debe 
acreditarse bajo el entendido de que los hechos que la fundamentan son la causa adecuada, 
eficiente y determinante del daño, que sobrepasan la órbita de la responsabilidad que se 
pretende imputar a la administración, es decir, para que pueda predicarse la  configuración 
de este eximente de responsabilidad estatal, el hecho (acción u omisión) ejecutado por la 
víctima debe superar la simple causalidad y ser fundamental para la creación del resultado 
dañoso, de tal manera que el ingrediente fáctico que acompaña el hecho dependa 
exclusivamente de la voluntad de la víctima, sin el cual nunca se hubiera producido el 
resultado. Luego, debe entenderse que es la actuación de la víctima la esencia fundamental 
del daño, su causa eficiente, pero que en sí mismo el hecho (acción u omisión) debe ser 
determinante, adecuado e inequívoco para la producción del resultado dañoso. 
 
RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL INSTITUTO NACIONAL DE VIAS - Inexistente 
por falla del servicio vial / RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL INSTITUTO 
NACIONAL DE VIAS - No se comprobó omisión en señalización de vía cuyo 
mantenimiento y conservación se encontraba a su cargo / ACCIDENTE DE TRÁNSITO - 
Causado por el actuar imprudente de la víctima / HECHO EXCLUSIVO Y 
DETERMINANTE DE LA VÍCTIMA - Probado. Víctima paso por alto el deber de atender 
a señales de tránsito  
 
Se tiene, entonces, que la víctima por imprudencia, generó la colisión; de suerte que su 
compañera, hijo, padres y hermanos no serán indemnizados, simplemente porque la 
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administración no es responsable. (…) El análisis de las características de tiempo, modo y 
lugar descrito principalmente en el informe de accidente de tránsito, llevan a esta Sala al 
convencimiento de que la víctima pasó por alto el deber jurídico de atender las señales de 
tránsito, omisión que para la Sala constituye la causa adecuada, eficiente y determinante del 
hecho dañino, pues de haber observado la señal de pare y haber inspeccionado ambos 
sentidos de la vía, la colisión no se habría producido. Cabe anotar que, además de lo dicho, 
en el trámite se probó que había señalización en la vía (había señal de PARE en la 
intersección), de modo que la parte actora tampoco acreditó la falta de señalización, 
supuestos en los que se fundamentaron la demanda y la alzada. Corolario de lo anterior, la 
sentencia de primer grado será confirmada en lo que tiene que ver con la denegación de las 
pretensiones y se modificará en el sentido de adicionar a la decisión la prosperidad de las 
excepciones propuestas, que señalan (i) a la víctima como ejecutor de lo acontecido y (ii) al 
municipio de Popayán y a la Nación como ajenos a la litis. 
 
(Negrillas y subrayado fuera de texto) 

 

Por su parte, el artículo 61 de la Ley 769 de 2002, señala: “… ARTÍCULO 61. VEHÍCULO 
EN MOVIMIENTO. Todo conductor de un vehículo deberá abstenerse de realizar o 
adelantar acciones que afecten la seguridad en la conducción del vehículo automotor, 
mientras éste se encuentre en movimiento…” 
 

En ese orden de ideas y teniendo en cuenta la jurisprudencia de la Sección Tercera del H. 
Consejo de Estado anteriormente transcritade cara a la causal de responsabilidad de 
“hecho exclusivo y determinante de la víctima”, se pudieron presentar otros factores como 

exceso de velocidad, se haya adelantado otro vehículo, falla mecánica del vehículo, 
circunstancias que desvirtuarían la imputación y específicamente cualquier 
responsabilidad por parte de la administración del departamento de Cundinamarca, 
además porque de un lado, no puede olvidarse ni perderse de vista que la 
conducción de vehículos está enmarcada en unas normas que los conductores 
deben acatar consagradas en el artículo 60 y siguientes de la Ley 769 de 2002 – 
Código de Nacional de Tránsito  y además, en el caso sub lite, no se acredita por la 
parte demandante la existencia de un nexo de causalidad entre el daño sufrido y el 
aparente mal estado de la vía por falta de mantenimiento o falta o indebida 
señalización de la vía pública. 
 
Es posible que la víctima haya ocasionado por imprudencia la colisión, de suerte que no 
hay lugar a ninguna indemnización, simplemente porque la administración no es 
responsable. El análisis de las características de tiempo, modo y lugar  que realice 
señor(a) juez, conllevan  al convencimiento de que la víctima pasó por alto el deber 
jurídico de atender las señales de tránsito, omisión que para la Sala constituye la causa 
adecuada, eficiente y determinante del hecho dañino, pues de haber observado la señal 
de pare y haber inspeccionado ambos sentidos de la vía, la colisión no se habría 
producido. 
 
Por lo anterior, le solicito señor juez, denegar las pretensiones de la demanda y declarar 
probadas las excepciones propuestas, que señalan (i) a la víctima como ejecutor de lo 
acontecido y (ii) al departamento de Cundinamarca como ajenos a la litis. 
 
 
QUINTA EXCEPCIÓN: EXIMENTE DE RESPONSABILIDAD: HECHO EXCLUSIVO DE 
UN TERCERO. 

 
 

Una de las causales exonerativas estudiadas por la doctrina y la jurisprudencia, son la 
fuerza mayor y/o caso fortuito, el hecho del tercero y el hecho de la víctima. Con relación 

al hecho de un tercero, me referiré a continuación: 
 
El hecho de un tercero como causal de exoneración consiste en la intervención exclusiva 
de un agente jurídicamente ajeno al demandado, en la producción de un daño. Para que 
el hecho de un tercero tenga poder exoneratorio, dicha conducta debe reunir las mismas 
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características de imprevisibilidad e irrestibilidad que se requieren para la fuerza mayor y 
el caso fortuito. Asimismo, la intervención del tercero debe ser esencial para la 
producción del perjuicio. 

 
Requisitos y Efectos: 

 
1.El hecho debe ser causado por un tercero. Es decir, el fenómeno debe ser producido 

por cualquier persona que carece de relación de dependencia jurídica con el demandado 
y por la cual éste no tiene obligación de responder. 
 
2.El hecho debe ser irresistible. Es decir, el hecho de un tercero debe poner al 
demandado – a pesar de sus mayores esfuerzos – en imposibilidad de evitar el daño. 
 
3.El hecho debe ser imprevisto. Es decir, debe ser un evento de un carácter tan 
remotamente probable y súbito que ni siquiera una persona diligente hubiera 
razonablemente tomado medidas para precaverlo. 
 
4.Dentro de las concausas que puedan concurrir para la producción del perjuicio, la 
conducta del tercero debe desempeñar un papel exclusivo o esencial. 

 
5.El hecho de un tercero es una modalidad de causa extraña, el cual rompe el 
vínculo de causalidad entre el perjuicio sufrido y la conducta del demandado. 
Genera, en consecuencia, sentencia desestimatoria de cualquier pretensión de 
declaratoria de responsabilidad civil, ya sea contractual o extracontractual. 
 
6. Cuando el hecho de un tercero ha prosperado como excepción de fondo y causal de 
exoneración de responsabilidad civil, el demandante vencido tiene la posibilidad iniciar un 
proceso separado en contra de dicho tercero para solicitar la reparación del perjuicio. 
 
7. Cuando el hecho de un tercero no es la causa esencial para la producción del daño, 
serán solidariamente responsables de tal perjuicio el tercero y el demandado, siguiendo la 
regla establecida por el artículo 2344 del Código Civil. 
 
Esta causal de exoneración parte del supuesto inicial, según el cual, el causante 
directo del daño es un tercero ajeno a las partes intervinientes en el juicio de 
responsabilidad. No son terceros las personas a quienes además del demandado, la 
ley adjudica responsabilidad solidaria o indistinta y que por ende, resultan co – 
obligados. Jurídicamente solo es tercero  alguien extraño, por quien no se debe 
responder; es decir, no vinculado con el sujeto contra el que se dirige la acción 
resarcitoria. A este respecto ha establecido la jurisprudencia: 

 
“…Por otra parte, en relación con la causal de exoneración consistente en el hecho de un 
tercero, la jurisprudencia de esta Corporación ha señalado que la misma se configura 
siempre y cuando se demuestre que la circunstancia extraña es completamente ajena al 
servicio y que este último no encuentra vinculado en manera alguna con la actuación de 
aquel…”12 
 

La jurisprudencia contenciosa ha considerado que para que se presente la figura del 

hecho del tercero como causal de exoneración de responsabilidad, es necesario que 

confluyan los siguientes elementos:  

a. Debe ser un hecho único exclusivo y determinante del daño producido 

b. Debe ser un hecho producido por circunstancias imprevisibles e irresistibles para 

quien lo alega. 

 

 

                                                        

12Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia del 26 de marzo de 2008, expediente 16530. Ver en este 

mismo sentido: Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia del 18 de febrero de 2010, expediente 17179. 
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En el caso sub examine, le solicito señor juez exonerar de cualquier responsabilidad al 

DEPARTAMENTO DE CUNDINAMARCA –, toda vez, que se desprende de las pruebas 

que obran dentro del proceso y además las que allega el Departamento de Cundinamarca 

en el presente escrito de contestación de la demanda, que se presenta además LA 

CAUSAL EXONERATIVA DE RESPONSABILIDAD DENOMINADA EL HECHO DEL 

TERCERO, por las siguientes razones, que se exponen a continuación: 

Frente a los demás requisitos establecidos por la jurisprudencia, para que se configure la 

causal exonerativa de responsabilidad -  EL HECHO EXCLUSIVO DE UN TERCERO: 

El hecho debe ser irresistible. Es decir, el hecho de un tercero debe poner al 

demandado – a pesar de sus mayores esfuerzos – en imposibilidad de evitar el daño.  Es 
evidente que el Departamento de Cundinamarca se encontraba en imposibilidad de evitar 
el daño.  
 
 
Mi representado no tiene relación alguna con la causa del daño, puesto quela 
competencia funcional a nivel Departamental en materia de vías, salta de bulto que 
NO está en cabeza del Departamento de Cundinamarca-.   
 
El hecho debe ser imprevisto. Es decir, debe ser un evento de un carácter tan 

remotamente probable y súbito que ni siquiera una persona diligente hubiera 
razonablemente tomado medidas para precaverlo 
 

En el presente caso, dentro de las concausas que puedan concurrir para la producción del 
perjuicio, la conducta del tercero desempeña un papel exclusivo o esencial en la 
producción del presunto daño, que alega la parte demandante, por lo cual, le solicito, en el 
evento que se declare la responsabilidad, le solicito declarar probada esta excepción 
denominada EXIMENTE DE RESPONSABILIDAD: HECHO EXCLUSIVO Y 
DETERMINANTE DE UN TERCERO, LA CUAL, OBVIAMENTE EXCLUYE AL  
DEPARTAMENTO DE CUNDINAMARCA DE CUALQUIER RESPONSABILIDAD EN EL 
PROCESO DE LA REFERENCIA Y CON RELACIÓN ALOS HECHOS DE LA 
DEMANDA, pues, como se ha  manifestado en precedencia, correspondía al señor 
GARZON MOLINA conducir respetando las señales de tránsito, atender el hecho de 
que la conducción es considerada como una actividad peligrosa, sumado a verificar 
el sentido de la vía,  máxime cuando en el sitio había contraflujo, según los hechos 
de la demanda.  
 

 

En consecuencia, si el tercero es la causa esencial de la producción del daño, no puede 

predicarse una responsabilidad “solidaria” como lo pretende la parte demandante, 

especialmente porque no existe ningún tipo de responsabilidad con relación a los hechos, 

por parte de EL DEPARTAMENTO DE CUNDINAMARCA, a quien equivocadamente 

demandó la parte demandante; ya que de presentarse alguna responsabilidad, pese a 

que no está acreditado el nexo causal (requisito necesario para que se declare la 

responsabilidad), la misma estaría en cabeza de la Agencia Nacional de Infraestructura Y 

del Instituto  Nacional de Vías. 

 

Así las cosas, tampoco puede predicarse una solidaridad en la responsabilidad en los 

términos del artículo 2344 del Código Civil, que preceptúa: 

“(…) 

ARTICULO 2344. RESPONSABILIDAD SOLIDARIA. Si de un delito o culpa ha sido cometido por 
dos o más personas, cada una de ellas será solidariamente responsable de todo perjuicio procedente 
del mismo delito o culpa, salvas las excepciones de los artículos 2350 y 2355. 
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Todo fraude o dolo cometido por dos o más personas produce la acción solidaria del precedente 
inciso. 

(...)” 

Por su parte, el Instituto de Infraestructura y Concesiones de Cundinamarca – ICCU, es 

un tercero ajeno, quien participo en la causación del daño, lo que destruye la imputación 
para el Departamento de Cundinamarca; ya que no puede endilgarse ninguna 
responsabilidad a la entidad que represento, como mal lo quiere hacer ver la parte 
demandante a su despacho, porque reiteró el Departamento de Cundinamarca – Nivel 
Central no es el causante del daño y en ese orden, es improcedente endilgarle 
ningún tipo de responsabilidad. 
 
 

Frente al segundo requisito para que se configure como causal exonerativa – el hecho de 

un tercero, es que el hecho debe ser irresistible. Es decir, el hecho de un tercero debe 

poner al demandado – a pesar de sus mayores esfuerzos – en imposibilidad de evitar el 

daño. Y en el caso de autos, el hecho de un tercero pone al demandado – Nivel Central 

en la imposibilidad de evitar el daño; ya que mi representado no tiene competencia 

funcional en materia de vías en el departamento de Cundinamarca, sino que la 

responsabilidad de encontrarse probada en el proceso radica única y 

exclusivamente la Agencia Nacional de Infraestructura Y del Instituto  Nacional de Vías, 

por lo que debe vincularse al Ministerio de Transporte, así como al Instituto de 

Infraestructura y Construcciones de Cundinamarca. 

 
 
SEXTA EXCEPCIÓN: COBRO DE LO NO DEBIDO 
 
 
El departamento de Cundinamarca  no es la entidad llamada a responder ante una eventual 
condena, toda vez que la competencia funcional está en cabeza de INVIAS Y ANI, COMO 
SE HA MANIFESTADO EN PRECEDENCIA.  
 
Por lo anteriormente expuesto, solicito a su Despacho DESVINCULAR de la presente 

demanda al Departamento de Cundinamarca, toda vez, que  como ente territorial no goza 
de legitimación en la causa por pasiva, como se argumenta en la presente contestación 
de demanda.  
 
 
 
SEXTA EXCEPCIÓN: EXCEPCIÓN GENÉRICA O INNOMINADA 

 

Respetuosamente le solicito señor juez declarar probada cualquier excepción que 

desestime los fundamentos de hecho o de derecho de la presente demanda y/o las 

excepciones que se prueben en el curso del proceso. 

 
Por lo anterior, señor juez, le solicito declarar probada las excepciones previas y de 
fondo planteadas en la presente contestación de la demanda y/o las excepciones 
que se prueben en el curso del proceso, lo que genera, en consecuencia, una 
sentencia desestimatoria de cualquier pretensión de declaratoria de 
responsabilidad civil, ya sea contractual o extracontractual para la entidad que 
represento - Departamento de Cundinamarca – Nivel Central. 
 
 
PRONUNCIAMENTO SOBRE LAS PRUEBAS SOLICITADAS POR LA PARTE 
DEMANDANTE. 
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Con relación a las pruebas solicitadas por la parte demandante, de manera general; ya 
que en su oportunidad se hará el respectivo pronunciamiento, sin embargo, desde ya  
solicito comedidamente a su despacho, se sirva denegar la práctica de los testimonios 
que se relacionan a continuación, por cuanto no sería útil su decreto y consecuente 
práctica, toda vez que no les consta las circunstancias en que ocurrió el accidente, eje 
central de este proceso.  
 
 
PRUEBAS TESTIMONIALES 
 

El demandante solicita la práctica de los testimonios, de los señores JOHN 
ALEJANDRO RAMIREZ CHACÓN, ANDREA TIBOCHA GAMBA, Y WILMAN 
ANDRES GARZÓN MOLINA, sin que se sepa  sobre qué versaran estas 
declaraciones, o que pretende aclarar la parte actora. 
Solicito respetuosamente se niegue los testimonio de JOHN ALEJANDRO 
RAMIREZ CHACÓN y ANDREA TIBOCHA GAMBA, por cuanto se desconoce qué 
se quiere probar con sus testimonios.  
 
 
Solicito se cite con el fin de escuchar el testimonio de  WILMAN ANDRES 
GARZÓN MOLINA, con el fin de esclarecer las circunstancias de tiempo, modo y 
lugar en que ocurrieron los hechos.  
 

 

IV. PRUEBAS 

 
 Téngase como pruebas documentales las aportadas con el libelo de la demanda. 

 

 Oficio 2020300034 del 3 de enero de 2020 suscrito por Hermelinda López de 
Pardo.  
 

 Oficio 2020014038 del 27 de enero de 2020, suscrito por  Gustavo Andrés Pardo 
Barrera.  
 

 Contrato 01 de 1996  suscrito entre  el Departamento de Cundinamarca y el 
consorcio CONCESIONARIA DEL DESARROLLO VIAL DE LA SABANA.  
 

 Oficio 2016-03023 del 2 de septiembre de 2016, suscrito por HERNAN ANDRES 
ROJAS LÓPEZ. 
 

 Decreto 2618 DEL 20 DE NOVIEMBRE DE 2013, “Por el cual se modifica la 
estructura del Instituto Nacional de Vías-  INVIAS- y se determinan las funciones 
de sus dependencias.  
 

 
 

V. ANEXOS 

 
1. La suscrita aporto el poder otorgado por la Directora Técnica de Defensa Judicial y 
Extrajudicial de la Secretaría Jurídica del Departamento de Cundinamarca, con sus 
respectivos anexos. 
 
2. Los documentos relacionados en el acápite de pruebas. 
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VI. NOTIFICACIONES 

 

 
La suscrita y mi representado las recibiremos en la Secretaría de su Despacho o en la Calle 
26 No 51-53 Piso 8 Torre Central, Gobernación de Cundinamarca, Dirección de Defensa 
Judicial y Extrajudicial, de la Secretaría Jurídica del Departamento de Cundinamarca,  Bogotá 
y a la dirección electrónica de la entidad oficial: notificaciones@cundinamarca.gov.co.  
Y apoderada:  elialvarez0158@gmail.com 
 
 

 
Para la respectiva vinculación al proceso de EL INSTITUTO DE INFRAESTRUCTURA Y 
CONCESIONES DE CUNDINAMARCA -. ICCU,  esta entidad recibirá notificación en la Calle 
26 No. 51 – 53 Edificio de la Gobernación de Cundinamarca – TORRE CENTRAL – PISO 6º 
de Bogotá. Teléfono: 7491624.  

Correo electrónico: notificacionesjudicialesiccu@cundinamarca.gov.co   

 
Ministerio de Transporte ubicado en la calle 24 No. 60-50 piso 9 Centro Comercial 
Gran Estación de Bogotá, correo electrónico para notificaciones judiciales: 
notificcioneselectronicas@mintransporte.gov.co  
 

 
 

 
De la Señora Juez, respetuosamente, 
 
 

 
 
ELISA LILIA ALVAREZ PRIETO  
C. C.  20.697.948 de La Palma Cund. 
T.P. 51.652 del C. S. de la J. 

mailto:notificaciones@cundinamarca.gov.co
mailto:elialvarez0158@gmail.com
mailto:notificacionesjudicialesiccu@cundinamarca.gov.co
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MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL 
POLICÍA NACIONAL 
SECRETARIA GENERAL  

 
  
Señores: 
JUEZGADO SESENTA (60) ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ  
SECCIÓN TERCERA 
E. S. D. 
 

Proceso No. 11001334306020190007400 

Demandante WILLMAN ANDRÉS GARZÓN MOLINA  

Demandado NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA – POLICÍA NACIONAL 

Medio de control REPARACIÓN DIRECTA 

Asunto CONTESTACIÓN DEMANDA 

 
MARÍA MARGARITA BERNATE GUTIERREZ, identificada con la cédula de ciudadanía 
número 1.075.213.373 de Neiva (Huila) y Tarjeta Profesional de Abogado Número 192.012 
del Consejo Superior de la Judicatura, apoderado de la NACIÓN - MINISTERIO DE 
DEFENSA - POLICÍA NACIONAL, de acuerdo al poder que se adjunta, me permito 
contestar la demanda me permito contestar la demanda en los siguientes términos: 
 

I. A LAS PRETENSIONES  
 
De acuerdo a las señaladas en la subsanación de la demanda, son las siguientes: 
 
PRIMERO: Se declare administrativamente y extracontractualmente responsable a la 
NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL-POLICIA NACIONAL – DIRECCION DE 
TRANSITO Y TRANSPORTE – GOBERNACIÓN DE CUNDINAMARCA – ALCALDIA DE 
SOACHA, de los perjuicios causados a los demandantes con motivo de la deformidad física 
que afecto el cuerpo de carácter permanente, del señor WILIAM ANDRES GARZON 
MOLINA, como consecuencia de lo ocurrido el 31 de diciembre de 2014, en el municipio de 
SOACHA, departamento de CUNDINAMARCA, como consecuencia de la no señalización 
de los ejes viales en estados de contraflujo.  
 
SEGUNDO: Se declare administrativamente y extracontractualmente responsable a la 
NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL-POLICIA NACIONAL – DIRECCION DE 
TRANSITO Y TRANSPORTE – GOBERNACIÓN DE CUNDINAMARCA – ALCALDIA DE 
SOACHA, de los perjuicios materiales y morales a los demandantes con motivo de la 
deformidad física por falla o falta del servicio que se condujo a la perdida de su miembro 
inferior izquierdo del señor WILLMAN ANDRES GARZON MOLINA, como consecuencia de 
lo ocurrido en fecha 31 de diciembre de 2014, en el Municipio de Soacha, Departamento de 
Cundinamarca. 
 
TERCERO: Se CONDENE a la NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL-
POLICIA NACIONAL – DIRECCION DE TRANSITO Y TRANSPORTE – GOBERNACIÓN 
DE CUNDINAMARCA – ALCALDIA DE SOACHA, como reparación del daño ocasionado al 
señor WILIAM ANDRES GARZON MILINA, de los perjuicios materiales y morales, 
subjetivos y objetivos actuales y futuros los cuales se estiman en principio con un valor de 
DOSCIENTOS TREINTA Y CUATRO MILLONES TRESCIENTOS SETENTA Y DOS MIL 
SEISCIENTOS PESOS ($234.372.600). 
 
CUARTO: Se CONDENE a la NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL-POLICIA 
NACIONAL – DIRECCION DE TRANSITO Y TRANSPORTE – GOBERNACIÓN DE 
CUNDINAMARCA – ALCALDIA DE SOACHA, como reparación del daño ocasionado a la 
señora ANDREA TIBOCHA GAMBA, de los perjuicios materiales y morales, subjetivos y 
objetivos actuales y futuros los cuales se estiman en principio con un valor de CIENTO 



 

CINCUENTA Y SEIS MILLONES DOSCIENTOS CUARENTA Y OCHO MIL 
CUATROCIENTOS PESOS M/CTE ($156.248.400). 
 
QUINTO: Se CONDENE a la NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL-POLICIA 
NACIONAL – DIRECCION DE TRANSITO Y TRANSPORTE – GOBERNACIÓN DE 
CUNDINAMARCA – ALCALDIA DE SOACHA, como reparación del daño ocasionado al 
menor DANIEL ALEJANDRO GARZON TIBOCHA, de los perjuicios morales, subjetivos y 
objetivos actuales y futuros los cuales se estiman en principio con un valor de CIENTO 
CINCUENTA Y SEIS MILLONES DOSCIENTOS CUARENTA Y OCHO MIL 
CUATROCIENTOS PESOS M/CTE ($156.248.400). 
 
SEXTO: Se CONDENE a la NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL-POLICIA 
NACIONAL – DIRECCION DE TRANSITO Y TRANSPORTE – GOBERNACIÓN DE 
CUNDINAMARCA – ALCALDIA DE SOACHA, como reparación del daño ocasionado al 
menor EMMANUEL ANDRES GARZON TIBOCHA, de los perjuicios morales, subjetivos y 
objetivos actuales y futuros los cuales se estiman en principio con un valor de SETENTA Y 
OCHO MILLONES CIENTO VEINTE CUATRO MIL DOSCIENTOS PESOS ($78.124.200). 
 
SEPTIMO: La condena será actualizada de acuerdo con lo previsto en el artículo 140 del 
CPACA. 
 
OCTAVO: Que se condene en costas.  
 
 

I.II. OPOSICIÓN A LAS PRETENSIONES 
 
ME OPONGO a todas y cada una de las pretensiones de la demanda, teniendo en cuenta 
que según las manifestaciones y argumentos realizados por la accionante y otros, son de 
tipo subjetivo, más aún, teniendo en cuenta que el INFORME POLICIAL DE ACCIDENTES 
DE TRANSITO No. 25754000, se consignó en el numeral 11 – HIPOTESIS DEL 
ACCIDENTE DE TRANSITO, Hipótesis 157 otras. Especificar cual? NO ESTAR 
PENDIENTE DE LA VIA, comportamiento establecido en la  RESOLUCIÓN 111268 de 
2012, MINISTERIO DE TRANSPORTE, Por la cual se adopta el nuevo Informe Policial de 
Accidentes de Tránsito (IPAT), su Manual de Diligenciamiento y se dictan otras 
disposiciones, lo cual significa que el responsable de ocasionar el accidente de tránsito, fue 
únicamente del conductor de la motocicleta, lo cual constituye una clara exclusión de 
responsabilidad de mi defendida – CULPA EXCLUSIVA DE LA VÍCTIMA, la cual se 
explicará en el acápite correspondiente. 
 
En cuanto a la condena en costas procesales, no es procedente, atendiendo que ésta 
defensa en aras de proteger los intereses y el patrimonio de la Nación – Ministerio de 
Defensa Nacional – Policía Nacional, ha actuado de forma diligente y oportuna, en 
aplicación a los principios constitucionales y legales de buena fe, lealtad, celeridad, 
economía procesal y transparencia, pronunciamientos que sustento en Sentencias del 
Honorable Consejo de Estado - Sala de lo Contencioso Administrativo - Sección Segunda - 
Subsección “B” - Consejero ponente: Gerardo Arenas Monsalve - Bogotá D.C., cuatro (4) 
de julio de dos mil trece (2013) - Radicación número: 08001-23-31-000-2007-01000-
02(1440-12), respecto a la condena en costas se dijo: 
 

“…PROCEDE LA CONDENA EN COSTAS A LA PARTE VENCIDA, CUANDO SU 
CONDUCTA PROCESAL HA INCURRIDO EN TEMERIDAD, ABUSO DEL 
DERECHO O MALA FE. 
 
COSTAS 
 
(ii) La conducta asumida por la parte vencida. 
 



 

La jurisprudencia de esta Corporación ha sostenido que sólo cuando el Juez, al 
valorar la conducta de las partes comprueba que hubo uso abusivo de los medios 
procesales, se encuentra facultado para proceder a condenar en costas”. 

 
Otras Sentencias - Consejo de Estado - Sala de lo Contencioso Administrativo - Sección 
Segunda - Subsección “B” - Consejero ponente: Dr. Gerardo Arenas Monsalve - 04/07/2013 
- Radicación número: 08001-23-31-000-2007-01000-02 (1440-12) y Sentencia del 
16/04/2015, emitida por la Sección Primera - Consejero ponente: Dr. Guillermo Vargas 
Ayala, Radicado No. 25000-23-24-000-2012-00446-01. 
 
 

II. A LOS HECHOS DE LA DEMANDA 
 
En Relación con las circunstancias de tiempo, modo y lugar en que ocurrieron los hechos, 
los mismos deberán probarse para cumplir las exigencias procedimentales del artículo 177 
de Código de Procedimiento Civil concordante con el 167 del Código General del Proceso, 
así coma la falla del servicio endilgada a la entidad y los perjuicios que se demandan, ya 
que el apoderado de la accionante afirma que la situación fáctica planteada en la demanda, 
en relación con los presuntos daños que sufrió la demandante y algunos familiares, tal y 
como se relacionaron en las pretensiones, con ocasión al accidente de tránsito ocurrido el 
31 de diciembre de 2014. 
  
De acuerdo con la subsanación de la demanda son los siguientes: 
 
HECHOS 1 AL 4: sobre los hechos acaecidos el 31 de diciembre de 2014, aproximadamente 
a las 8:30 p.m., cuando el señor Willman Andrés se dirigía en su moto, hacia Soacha Compartir 
y su familia en un colectivo, en donde se encuentran con dos oficiales de la policía mujeres 
quienes le colaboraron a cruzar, deja a su esposa e hijos en el anden y se devuelve a recoger 
su moto para realizar el retorno; cuando posteriormente arranca, mira al espejo izquierdo y ve 
que los tres carriles detrás de el están solos y procede a salir con total tranquilidad, cuando 
atraviesa el segundo carril y toma el tercer carril, aproximadamente a unos 30 metros queda 
una curva cuando de repente aparece un carro en contra vía, el cual lo arrolla, cae en un techo 
de los vehículos, que también colisiono y posteriormente cae al piso; NO ME CONSTA, me 
atengo a lo que se demuestre dentro del proceso, teniendo en cuenta que en los hechos 
mencionados se enuncia la ocurrencia del daño a su acomodo, pero el mismo no tiene relación 
o nexo de causalidad, con el servicio de Policía, ya que de acuerdo al informe de transito No. 
25754000, consta que el accidente ocurre el 31-12-2014 y se indica como hipótesis del 
accidente, vehículo No. 1 (WILLMAN GARZON MOLINA), causal No. 157, NO ESTAR 
PENDIENTE DE LA VÍA,  lo cual conlleva a indicar que el hecho concurre expresamente bajo 
la causal de ausencia de responsabilidad de CULPA EXCLUSIVA DE LA VÍCTIMA, hecho 
determinante y exclusivo del señor WILLMAN GARZON MOLINA, lo que conllevo a la 
existencia del daño alegado. 
 
En atención al documento oficial antes descrito como informe preliminar de accidente de 

tránsito, realizado por funcionarios idóneos en la materia, certifican bajo la gravedad de 

juramento que la causa del accidente es atribuible al factor del Vehículo 1 (MOTO) Peatón 

de lo cual, desde ya y en ejercicio de la defensa de mi representada, alegamos la 

configuración de la causa de ausencia de responsabilidad como es LA CULPA EXCLUSIVA 

Y DETERMINANTE DE LA VÍCTIMA.  

 
HECHO 5: Sobre la falta de señalización y el estado de contraflujo en la vía donde ocurrieron 
los presuntos hechos, no me consta, teniendo en cuenta que según lo preceptuado en el 
artículo 3 y 6 de la LEY 769 DE 2002, "Por la cual se expide el Código Nacional de Tránsito 
Terrestre y se dictan otras disposiciones", dicha competencia esta en facultad de la Alcaldía, 
en este caso del Municipio de Soacha, como se analizara mas adelante. 
 



 

HECHO 6 al 9: Sobre la fractura del miembro inferior izquierdo, los tratamientos y operaciones 
y su posterior amputación, no me consta, pues si bien se aportan documentos como historia 
clínica, está a cargo de la parte demandante demostrar las posibles aflicciones o 
incapacidades o perdida de la capacidad laboral. Brilla por su ausencia el dictamen de la Junta 
Regional de Calificación de Invalidez, teniendo en cuenta que el señor Wilman Andrés Garzón 
laboraba en la Empresa ETIB-SITP.  
 
HECHO 10 AL 12: Sobre las dificultades que ha atravesado el señor Willman Andrés Garzón, 
desde el accidente, las dificultades para transitarse y la perdida de ingresos econocmicos, por 
cuanto era operador de bus zonal, no me constan, son situaciones que en virtud de lo señalado 
en el artículo 167 del Código General del Proceso, deben ser demostradas por la parte 
interesada dentro del proceso, por lo cual me atengo a lo que se demuestre en el trascurso del 
mismo.  
 
HECHO 13: Sobre la reubicación del señor WILIAM ANDRES GARZON MOLINA, dentro de 
la empresa ETIB SITP, donde devenga un salario de NOVECIENTOS CINCUENTA MIL 
PESOS, no me consta, me atengo a lo que se demuestre en el proceso, toda vez que el único 
documento que obra dentro del plenario, es un oficio denominado RECOMENDACIONES 
LABORALES, de fecha julio 21 de 2017, dirigido al demandante, en el cual se le indica las 
observaciones recibidas por parte del IPS CORSANEMOS de fecha 21 de julio de 2017 y se 
le dictan las recomendaciones para tener en cuenta en su puesto de trabajo. 
 
HECHO 14: Sobre los perjuicios ocasionados frente a la profesión que desempeñaba el señor 
Garzón, quien se encontraba para un ascenso a conductor alimentador, no me consta, como 
ya se indico anteriormente, no obra certificado laboral que acredite cuanto devengaba, 
igualmente se insiste que si el señor se encontraba laborando en la empresa ETIB-SITP lo 
más elemental era que se hubiera elaborado la calificación de su capacidad laboral por parte 
de la Junta Regional de Invalidez y así determinar las posibles aflicciones.  
 
HECHO 15: Sobre la ayuda económica mensual que recibe el señor Garzón desde que sufrió 
el accidente, por parte de su suegra, no me consta, me atengo a lo que se demuestre en el 
proceso. 
 
HECHO 16: Sobre el ingreso de salario de la señora Andrea Tibocha, esposa del señor 
Garzón, el cual dejo de devengar, no me consta, me atengo a lo que se demuestre en el 
proceso, son afirmaciones subjetivas, situación que debe ser demostrada dentro del curso del 
presente proceso. 
 

V. RAZONES DE DEFENSA 
 
Corresponde advertir su Señoría, que las circunstancias de modo y lugar en que tuvo 
ocurrencia el accidente de tránsito, el cual involucró al señor WILMAN ANDRES GARZON 
MOLINA, el día 31 de diciembre de 2014, en el Municipio de Soacha, Departamento de 
Cundinamarca, según Informe Policial para Accidente de Tránsito No. 2575400, se consignó 
lo siguiente: 
 

(…) 
 

11. hipótesis del accidente de transito 
 
Del conductor 
 
V#1 157  
  
Hipótesis 157 otras. No estar pendiente de la vía. 
 

 
(…) 



 

 
La anterior disposición se encuentra establecida como se dijo en precedencia y se reitera, 
en el Manual para el Diligenciamiento del Formato del Informe Policial de Accidentes de 
Tránsito adoptado según RESOLUCIÓN 111268 de 2012, MINISTERIO DE TRANSPORTE, 
Por la cual se adopta el nuevo Informe Policial de Accidentes de Tránsito (IPAT), su Manual 
de Diligenciamiento. 
 
De la actuación asumida por el Willman Garzón Molina, significa que el responsable de 
ocasionarlo fue él y no como lo pretenden hacer ver en la demanda, por la falta de 
señalización, razón por la cual a mi representada no le asiste la obligación de indemnizar al 
no presentarse los elementos necesarios para pretender endilgar algún tipo de 
responsabilidad a la Policía Nacional, pues como se está demostrando se configura la 
causal de HECHO EXCLUSIVO DE LA VICTIMA. 
 
Ahora bien, se indica en la demanda, que el accidente ocurre por la falta de señalización, 
para lo cual se trae a colación lo dispuesto en la LEY 769 DE 2002 "Por la cual se expide el 
Código Nacional de Tránsito Terrestre y se dictan otras disposiciones" , en los que se prevé 
que dicha responsabilidad está a cargo de los Alcaldes Municipales, así: 
 

CAPITULO II. 
 
AUTORIDADES. 
 
ARTÍCULO   3°. AUTORIDADES DE TRÁNSITO. Modificado por el art. 2, Ley 1383 
de 2010. Son autoridades de tránsito en su orden, las siguientes: 
 
El Ministerio de Transporte 
 
Los Gobernadores y los Alcaldes. 
 
Los organismos de tránsito de carácter departamental, municipal o distrital. 
 
La Policía Nacional en sus cuerpos especializados de policía de tránsito urbano y 
policía de carreteras. 
 
Los Inspectores de Policía, los Inspectores de Tránsito, Corregidores o quien haga 
sus veces en cada ente territorial. 
 
La Superintendencia General de Puertos y Transporte. 
 
Las fuerzas militares para cumplir exclusivamente lo dispuesto en el parágrafo 5o. de 
este artículo. 
 
Los agentes de Tránsito y Transporte. 
 
PARÁGRAFO 1o. Las entidades públicas o privadas a las que mediante delegación 
o convenio les sean asignadas determinadas funciones de tránsito, constituirán 
organismos de apoyo a las autoridades de tránsito. 
 
PARÁGRAFO 2o. El Gobierno Nacional podrá delegar en los organismos de tránsito 
las funciones que por ley le corresponden al Ministerio de Transporte. 
 
PARÁGRAFO 3o. Las autoridades, los organismos de tránsito, las entidades públicas 
o privadas que constituyan organismos de apoyo, serán vigiladas y controladas por 
la Superintendencia de Puertos y Transporte. 
 



 

PARÁGRAFO  4o. La facultad de autoridad de tránsito otorgada a los cuerpos 
especializados de la Policía Nacional se ejercerá como una competencia a 
prevención. 
 
PARÁGRAFO 5o. Las Fuerzas Militares podrán ejecutar la labor de regulación del 
tránsito, en aquellas áreas donde no haya presencia de autoridad de tránsito. 

 
(…) 
 
ARTÍCULO   6°. Organismos de tránsito. Serán organismos de tránsito en su 
respectiva jurisdicción: 
 
a) Los departamentos administrativos, institutos distritales y/o municipales de 
tránsito; 
 
b) Los designados por la autoridad local única y exclusivamente en los municipios 
donde no hay autoridad de tránsito; 
 
c) Las secretarías municipales de tránsito dentro del área urbana de su respectivo 
municipio y los corregimientos; 
 
d) Las secretarías distritales de tránsito dentro del área urbana de los distritos 
especiales; 
 
e) Las secretarías departamentales de tránsito o el organismo designado por la 
autoridad, única y exclusivamente en los municipios donde no haya autoridad de 
tránsito. 
 
PARÁGRAFO 1o. En el ámbito nacional será competente el Ministerio de Transporte 
y los organismos de tránsito en su respectiva jurisdicción para cumplir las funciones 
que les sean asignadas en este código. 
 
PARÁGRAFO 2o. Le corresponde a la Policía Nacional en su cuerpo especializado 
de carreteras el control de las normas de tránsito y la aplicación de este código en 
todas las carreteras nacionales por fuera del perímetro urbano de los municipios y 
distritos. 
 

Por lo cual no se establece que el responsable del hecho haya sido exclusivo de mi 
defendida, toda vez, que si bien hay un daño con ocasión al accidente ocurrido el día 31 de 
diciembre de 2014, a las 8:30 horas, no hay nexo de causalidad comprobado con la actividad 
de la Policía Nacional, por lo cual se configura una FALTA DE LEGITIMACIÓN EN LA 
CAUSA POR PASIVA. 
 

V. FUNDAMENTOS Y ANTECEDENTES JURISPRUDENCIALES ESPECIALES DE LA 

INEXISTENCIA DE RESPONSABILIDAD DEL ESTADO 

 

 Así mismo, es importante que la parte demandante acredite el NEXO CAUSAL, estos es la 

relación entre el hecho y el daño, por el cual pretende que la Institución sea declarada 

responsable. Con relación al Nexo Causal, es importante traer a colación lo manifestado por 

el H. Consejo de Estado, Sentencia del 31 de mayo de 2007, radicado 16.898, Mp. Enrique 

Gil Botero, así: 

 

Así las cosas, en el caso objeto de análisis, la sala encuentra que el elemento de 

imputación fáctica necesario para predicar en cabeza de la administración pública 

responsabilidad, no se encuentra demostrado, sin que para ello influya el régimen 



 

de imputación jurídica aplicable al supuesto hecho, esto es, bien subjetivo (falla) 

u objetivo (riesgo excepcional, daño especial, etc); lo anterior como quiera que 

tanto en los regímenes objetivos como subjetivos es requisito sine qua non 

que la parte actora demuestre plenamente la ocurrencia del daño 

antijurídico, así como el nexo que vincula ese perjuicio con la actuación de 

la administración; la diferencia entre uno u otro régimen –subjetivo y objetivo- 

estriba, simplemente en que en el segundo (objetivo) no juega el papel 

culpabilísimo con que haya actuado la administración pública.  

 

INEXISTENCIA DE LOS ELEMENTOS ESTRUCTURALES DE LA RESPONSABILIDAD 

DEL ESTADO  

 

Toda vez que no es posible endilgar responsabilidad a la Policía Nacional, para que se 

configure la responsabilidad del Estado, pues es importante que la parte demandante 

acredite el NEXO CAUSAL, estos es la relación entre el hecho y el daño, por el cual pretende 

que la Institución sea declarada responsable. Con relación al Nexo Causal, es importante 

traer a colación lo manifestado por el H. Consejo de Estado, Sentencia del 31 de mayo de 

2007, radicado 16.898, Mp. Enrique Gil Botero, así: 

 

Así las cosas, en el caso objeto de análisis, la sala encuentra que el elemento de 

imputación fáctica necesario para predicar en cabeza de la administración pública 

responsabilidad, no se encuentra demostrado, sin que para ello influya el régimen 

de imputación jurídica aplicable al supuesto hecho, esto es, bien subjetivo (falla) 

u objetivo (riesgo excepcional, daño especial , etc); lo anterior como quiera que 

tanto en los regímenes objetivos como subjetivos es requisito sine qua non 

que la parte actora demuestre plenamente la ocurrencia del daño 

antijurídico, así como el nexo que vincula ese perjuicio con la actuación de 

la administración; la diferencia entre uno u otro régimen –subjetivo y objetivo- 

estriba, simplemente en que en el segundo (objetivo) no juega el papel 

culpabilistico con que haya actuado la administración pública.  

 

De  lo expuesto se puede concluir que la  parte demandante no asumió la carga probatoria 

que le correspondía, de acreditar los elementos esenciales para que pueda predicarse la 

responsabilidad patrimonial del Estado por falla en el servicio o por otro título de imputación,  

por tanto, no están llamadas a prosperar las pretensiones de la demanda, al menos en 

cuanto a mi representada POLICIA NACIONAL. 

 

Respecto a la carga de la prueba, el Consejo de Estado ha determinado que: 

 

“En consecuencia, la Sala advierte que no se acreditaron los hechos que 

sirvieron de fundamento a las pretensiones de la demanda, puesto que la actora 

no aportó pruebas ni desplegó actividad alguna tendiente a que se allegaran los 

medios de prueba necesarios para determinar la imputación del daño a la 

Administración Pública, es decir, que la parte demandante no asumió la carga 

probatoria que le correspondía. Al respecto, no debe olvidarse que la carga de 

la prueba es una regla de nuestro derecho probatorio consagrada en el artículo 

177 del C. de P. Civil, de acuerdo con el cual "Incumbe a las partes probar el 

supuesto de hecho de las normas que consagran el efecto jurídico que ellas 

persiguen... "; dicho en otras palabras: para lograr que el juez dirima una 

controversia de manera favorable a las pretensiones, le corresponde al 

demandante demostrar en forma plena y completa los actos o hechos jurídicos 



 

de donde procede el derecho o nace la obligación, máxime si ninguna de las 

partes goza en el proceso colombiano de un privilegio especial que permita 

tener por ciertos los hechos simplemente enunciados en su escrito, sino que 

cada una de ellas deberá acreditar sus propias aseveraciones.  

 

Cabe recordar que la carga de la prueba consiste en una regla de juicio, que le 

indica a las partes la responsabilidad que tienen para que los hechos que 

sirven de sustento a las pretensiones o a la defensa resulten probados; en 

este sentido, en relación con los intereses de la parte demandante, debe 

anotarse que quien presenta la demanda, sabe de antemano cuáles hechos le 

interesa que aparezcan demostrados en el proceso y, por tanto, sabe de la 

necesidad de que así sea, más aun tratándose del sustento mismo de la 

demanda y de los derechos que solicita sean reconocidos. 

           

            Siendo así las cosas, por deficiencia probatoria no es posible atribuir 

responsabilidad alguna a la Administración Pública, pues es 

indispensable demostrar, por los medios legalmente dispuestos para ello, 

todos los hechos que sirvieron de fundamento fáctico de la demanda y no 

solo la mera afirmación de los mismos, para poder establecer cuál fue la 

actividad del ente demandado que guarde el necesario nexo de causalidad 

con el daño y que permita imputarle la responsabilidad a aquel, situación 

que no se dio en el sub lite. (Consejo de Estado. Sentencia de 27 de abril de 

2006. Cons Ponente Ramiro Saavedra Becerra. Exp 16079. Resalta la Sala.)”  

 

Así las cosas, al no existir responsabilidad imputable a la Institución que represento, por lo 

anterior solicito de manera desfavorablemente las pretensiones de la demanda por los 

motivos señalados en este escrito.  

 

VI.  EXCEPCIONES 

 

1. HECHO DETERMINANTE Y EXCLUSIVO DE LA VICTIMA 

 

COROLARIO a lo anterior, es imposible pretender responsabilizar a LA NACION 

COLOMBIANA -MINISTERIO DE DEFENSA- POLICIA NACIONAL, por este hecho materia 

de esta Litis, daño que sin lugar a dudas, provino del HECHO EXCLUSIVO Y 

DETERMINANTE DE LA VICTIMA, por considerar que el daño o la causa del accidente es 

atribuible al señor WILLMAN ANDRES GARZON MOLINA, por no tener las precauciones 

suficientes y el control al conducir la motocicleta. 

 

Por lo anterior mal haría la Nación, en responder por circunstancias que no podría llegar a 

controlar, más aún cuando el CONSEJO DE ESTADO en la SECCION TERCERA de la 

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO en Sentencia de diez (10 ) de marzo de 

dos mil cinco (2005), cuya Consejera ponente fue la Doctora  RUTH STELLA CORREA 

PALACIO, en el expediente de Radicado Número 25000-23-26-000-1991-07615-01(16231) 

en la que fungía como actor: JOSE VICENTE VILLATE CORREDOR Y OTROS- GRACIELA 

SERRANO GIL Y OTRO –ACUMULADO y como demandado la NACION - MINISTERIO DE 

DEFENSA NACIONAL - POLICIA NACIONAL Y DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO DE 

AERONAUTICA CIVIL, se ha manifestado de la siguiente manera:   

 

Es cierto que el fin principal del Estado es procurar el bien común y para lograrlo se deben 

cumplir con mandatos constitucionales y legales como el de velar por la vida, honra y bienes 



 

de los ciudadanos, pero estos no pueden ser ilimitados hasta el punto de evitarle a la 

comunidad y a los propios funcionarios de la institución las mínimas posibilidades de riesgo, 

y menos cuando estas situaciones son imprevisibles como en el asunto de autos. 

 

También el CONSEJO DE ESTADO ha dado una pauta jurisprudencial cuando fijó en la 

sentencia del 18 de diciembre de 1997, con ponencia del Doctor JESÚS MARÍA CARRILLO 

BALLESTEROS, en el expediente de radicado 12.942, cuyo actor fue la Señora MIRNA LUZ 

CATALÁN BARILIO, en la cual señaló: 

 

"…En efecto en el plenario no obra ningún medio de prueba que lleve a la convicción que 

los estamentos de seguridad del Estado fallaron a sus deberes constitucionales y que ello 

dio entrada a la responsabilidad de la administración.  

 

Según la jurisprudencia anotada, tal y como se ha indicado, en el plenario no obra ningún 

medio de prueba que lleve a la convicción que algún miembro de la Policía Nacional falló a 

sus deberes constitucionales y que ello dio entrada a la responsabilidad de la 

administración, por lo tanto, la presunta falla del servicio, se rompe por el hecho 

determinante de la propia víctima que con su actuar imprudente fue la raíz determinante de 

sus propias secuelas. 

 

Este es otro de los casos, señor Juez en donde considero ya estamos llegando al extremo 

de pretender que el Estado responda por todas las actuaciones irresponsables de sus 

ciudadanos, queriendo que la Administración Pública se convierta en garante de los daños 

sufridos por los particulares, inclusive con su propia irresponsabilidad, así no tenga la Policía 

Nacional, ningún tipo de responsabilidad en la ocurrencia de los mismos. 

 

Por todos los argumentos de defensa arriba expuestos y teniendo en cuenta el material 

probatorio allegado al proceso hasta el momento, se observa que si bien en el presente 

caso se ha acreditado las heridas del señor WILMAN ANDES GARZON MOLINA, sobre los 

demás supuestos esenciales para declarar la responsabilidad patrimonial del Estado, no se 

ha allegado prueba alguna que permita evidenciar la existencia de una relación de 

causalidad entre el daño y la actuación o el riesgo creado por la administración, pues 

evidentemente la actuación del señor WILMAN ANDES GARZON MOLINA fueron 

ocasionadas por su propio actuar e irresponsable la causa del accidente; en consideración 

con lo antes mencionado, se tiene con sobrante material probatorio, que se han establecido 

los requisitos de la causal de ausencia de responsabilidad como es LA CULPA EXCLUSIVA 

DE LA VÍCTIMA, rompiéndose así, por completo, el nexo de causalidad, presentándose 

entonces la ausencia de pruebas que determinen la responsabilidad extracontractual del 

Estado – Ministerio de Defensa - Policía Nacional.  

 

Al respecto el Honorable Consejo de Estado, ha precisado que al igual que las otras 
eximentes de responsabilidad, tres (3) son los elementos determinantes para que se 
configure la culpa de la víctima como eximente de responsabilidad estatal: 1. Irresistibilidad; 
2. Imprevisibilidad; 3. Exterioridad respecto del demandado, y para el caso concreto se 
configuran de la siguiente manera: 
 

1. IRRESISTIBILIDAD: En términos generales, la irresistibilidad hace referencia a 
que el daño debe ser inevitable para que pueda sostenerse la ocurrencia de una 
causa extraña, toda vez que si bien se debe llegar a evitar o impedir los efectos 
dañinos del fenómeno, toda vez que en todo caso la imposibilidad de ejecución 
debe interpretarse de una manera humana y teniendo en cuenta todas las 



 

circunstancias: basta que la imposibilidad sea normalmente insuperable teniendo 
en cuenta las condiciones de vida. 
 
2. IMPREVISIBILIDAD: Hace referencia a la condición imprevista del caso en 
concreto con lo cual resulta indispensable que se trate de un  ¨acontecimiento 
súbito, sorpresivo, excepcional, de rara ocurrencia¨. En este sentido, el Consejo de 
Estado ha sostenido que ¨resulta mucho más razonable entender por imprevisible 
aquello que, pese a que pueda haber sido imaginado con anticipación, resulta 
súbito o repentino o aquello que no obstante la diligencia y cuidado que se tuvo 
para evitarlo de todas maneras acaeció, con independencia de que hubiese sido 
mentalmente figurado, o no, previamente a su ocurrencia¨. 
 
3. EXTERIORIDAD DE LA CAUSA EXTRAÑA: Respecto del demandado ¨se 
concreta en que el acontecimiento y circunstancia que se invoca como causa 
extraña debe resultarle ajeno jurídicamente, pues más allá de sostener que la causa 
extraña no debe imputarse a la culpa del agente (…) la exterioridad que se exige 
de la causa del daño para que pueda ser considerada extraña a la entidad 
demandada es una exterioridad jurídica, en el sentido que ha de tratarse de un 
suceso o acontecimiento por el cual no tenga el deber jurídico de responder la 
accionada. 
 

Ahora bien, frente a la  conducta de todo conductor debe observar y la  responsabilidad de 
los entes públicos en accidentes de vehículos automotores, el Consejo de Estado, en 
sentencia de junio 5 de 1976 manifestó: “ (…) cuando a una persona  se le expide una 
licencia de tránsito  se le reconoce la idoneidad que no  solo comprende el poder de accionar 
vehículos automotores sino también asumir conductas necesarias para evitar colisiones con 
otros vehículos, daños a otras personas, o a ella misma. Ciertamente existen reglamentos 
de transito terrestre  que señalan conductas a seguir, prohíben  determinadas maniobras, 
limitan  velocidades, etc., pero no es menos cierto  que michas de esas prohibiciones las 
tomaría el conductor sin que existieran tales normas,  porque de otra manera pondría en 
peligro la vida de otras personas y la suya propia… 
 
La obligación que tiene el estado de colocar señales indicadoras de un peligro o de una 
prohibición, compromete su responsabilidad cuando  no es  colocada solo en aquellos casos 
en que una persona en condiciones normales al no encontrar señales cayera en el peligro 
o cometiera la falta. Mas en los casos en que el  peligro puede fácilmente  advertirlo o la 
prohibición no es otra cosa que la conducta  que ha de seguirse  para realizar correctamente  
una actividad, la inexistencia de  señales  no da lugar  a una falla en el servicio suficiente 
para responsabilizar a los entes públicos de los daños que se  causen. En  otras palabras 
aunque es deber  fundamental del estado salvaguardar la vida de las personas residentes 
en el país,  no lo es menos el de todos los ciudadanos de respetar  la  vida de los demás y 
aun la suya propia.” 
 

2. FALTA DE LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR PASIVA: 

 
En razón de lo decantado en precedencia, se reitera que la POLICÍA NACIONAL, no está 
llamada a responder por las pretensiones y los hechos signados en la demanda por el 
accionante a través de su abogado de confianza, siendo prudente solicitar a la Honorable 
Juez, se sirva decretar en la Audiencia Inicial en favor de mi defendida una FALTA DE 
LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR PASIVA, pues mi defendida Policía Nacional, no es 
quien debe estar a cargo de la señalización, por lo cual no es la entidad llamada a responder 
en el presente asunto, en aplicación del numeral 6° del artículo 180 de la Ley 1437 del 2011 
“Por medio del cual se expide el Código de Procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo, así: 

 

(…) … 

 



 

6. Decisión de excepciones previas. El Juez o Magistrado Ponente, de oficio o a 

petición de parte, resolverá sobre las excepciones previas y las de cosa juzgada, 

caducidad, transacción, conciliación, falta de legitimación en la causa y 

prescripción extintiva.  

 

… (…) Negrilla y Subrayado fuera del texto original. 
 
Conforme a lo anterior, se puede establecer que de conformidad con lo señalado en la LEY 
769 DE 2002 "Por la cual se expide el Código Nacional de Tránsito Terrestre y se dictan 
otras disposiciones"  y las funciones de la Dirección de Tránsito y Transporte, la obligación 
de la señalización como autoridad de tránsito está a cargo de los Alcaldes Municipales y no 
de la Policía Nacional, así: 
 

CAPITULO II. 
 
AUTORIDADES. 
 
ARTÍCULO   3°. AUTORIDADES DE TRÁNSITO. Modificado por el art. 2, Ley 1383 
de 2010. Son autoridades de tránsito en su orden, las siguientes: 
 
El Ministerio de Transporte 
 
Los Gobernadores y los Alcaldes. 
 
Los organismos de tránsito de carácter departamental, municipal o distrital. 
 
La Policía Nacional en sus cuerpos especializados de policía de tránsito urbano y 
policía de carreteras. 
 
Los Inspectores de Policía, los Inspectores de Tránsito, Corregidores o quien haga 
sus veces en cada ente territorial. 
 
La Superintendencia General de Puertos y Transporte. 
 
Las fuerzas militares para cumplir exclusivamente lo dispuesto en el parágrafo 5o. de 
este artículo. 
 
Los agentes de Tránsito y Transporte. 
 
PARÁGRAFO 1o. Las entidades públicas o privadas a las que mediante delegación 
o convenio les sean asignadas determinadas funciones de tránsito, constituirán 
organismos de apoyo a las autoridades de tránsito. 
 
PARÁGRAFO 2o. El Gobierno Nacional podrá delegar en los organismos de tránsito 
las funciones que por ley le corresponden al Ministerio de Transporte. 
 
PARÁGRAFO 3o. Las autoridades, los organismos de tránsito, las entidades públicas 
o privadas que constituyan organismos de apoyo, serán vigiladas y controladas por 
la Superintendencia de Puertos y Transporte. 
 
PARÁGRAFO  4o. La facultad de autoridad de tránsito otorgada a los cuerpos 
especializados de la Policía Nacional se ejercerá como una competencia a 
prevención. 
 



 

PARÁGRAFO 5o. Las Fuerzas Militares podrán ejecutar la labor de regulación 
del tránsito, en aquellas áreas donde no haya presencia de autoridad de 
tránsito. 

 
(…) 
 
ARTÍCULO   6°. Organismos de tránsito. Serán organismos de tránsito en su 
respectiva jurisdicción: 
 
a) Los departamentos administrativos, institutos distritales y/o municipales de 
tránsito; 
 
b) Los designados por la autoridad local única y exclusivamente en los municipios 
donde no hay autoridad de tránsito; 
 
c) Las secretarías municipales de tránsito dentro del área urbana de su respectivo 
municipio y los corregimientos; 
 
d) Las secretarías distritales de tránsito dentro del área urbana de los distritos 
especiales; 
 
e) Las secretarías departamentales de tránsito o el organismo designado por la 
autoridad, única y exclusivamente en los municipios donde no haya autoridad de 
tránsito. 
 
PARÁGRAFO 1o. En el ámbito nacional será competente el Ministerio de Transporte 
y los organismos de tránsito en su respectiva jurisdicción para cumplir las funciones 
que les sean asignadas en este código. 
 
PARÁGRAFO 2o. Le corresponde a la Policía Nacional en su cuerpo 
especializado de carreteras el control de las normas de tránsito y la aplicación 
de este código en todas las carreteras nacionales por fuera del perímetro 
urbano de los municipios y distritos. 

 
Dentro de las funciones de la Dirección de Tránsito y Transporte de la Policía Nacional, 
encontramos: 
 

Dirigir el servicio de Policía de Tránsito y Transporte a nivel Nacional, en áreas 
urbanas y rurales según lo dispuesto en el Código Nacional de Tránsito y Transporte 
y demás normas que lo modifiquen, aclaren o adicionen. 
 
Diseñar y poner en marcha programas preventivos de seguridad vial, dirigidos a 
sensibilizar y concientizar a conductores, pasajeros y peatones que permitan la 
reducción de la accidentalidad. 
 
Coordinar la ejecución de planes, programas y proyectos con las entidades públicas 
y privadas, que por su misión deben coadyuvar en el cumplimiento de las 
disposiciones sobre el tránsito y transporte. 
 
Proponer y desarrollar convenios de cooperación, con entidades públicas y privadas, 
dirigidos a fortalecer las relaciones Policía – Autoridades de Tránsito – Gremios del 
sector y Comunidad en general. 
 
Desarrollar las políticas del Gobierno Nacional en materia de seguridad vial. 
Asesorar a la Dirección General de la Policía Nacional de Colombia en la definición y 
desarrollo de estrategias, programas y proyectos relacionados con la seguridad vial 
urbana y rural. 
 



 

Diseñar y elaborar planes y proyectos de inversión y desarrollo tecnológico, que 
permitan dar respuesta a las necesidades operativas y administrativas de esta 
Dirección. 
Desarrollar las actividades de recolección, registro, evaluación y difusión de la 
información obtenida a través del Centro de Información Estratégica Vial “CIESV”, o 
la dependencia que haga sus veces. 
 
Organizar y dirigir el servicio de policía en los aeropuertos, puertos y terminales de 
carga y de pasajeros, coordinando la prestación del servicio a cargo de las Policías 
Metropolitanas y Departamentos de Policía. 
 
Asesorar a la Dirección General de la Policía Nacional de Colombia en los procesos 
de celebración y supervisión de los convenios de prestación de servicios de seguridad 
entre la Policía Nacional, las Autoridades rectoras del transporte aéreo, marítimo, 
fluvial, férreo y de las modalidades de transporte masivo de pasajeros y las empresas 
representantes del sector. 
 
Coordinar el desarrollo de estudios de seguridad y clasificación de nivel de riesgo de 
las terminales de transporte aéreo, marítimo y terrestre de mayor importancia 
estratégica para el país, recomendando la adopción de medidas de seguridad de 
personas e instalaciones. 
 
Evaluar y revisar periódicamente la pertinencia, oportunidad y efectividad de las 
políticas y estrategias del servicio de policía de Tránsito y Transporte trazada por la 
Dirección General de la Policía Nacional de Colombia y ejecutada por las 
Metropolitanas y Departamentos de Policía. 
 
Coordinar con la Dirección Nacional de Escuelas los planes de estudio de formación 
y capacitación requeridos para potenciar el conocimiento de los integrantes de la 
unidad. 
 
Desarrollar la Política y Objetivos de Calidad de la Policía Nacional. 
 
Desarrollar y estandarizar los procedimientos de los procesos misionales, gerenciales 
y de soporte de la unidad, debidamente articulada con la metodología definida por la 
Policía Nacional. 
 
Las demás que le sean asignadas de acuerdo con la Ley, los reglamentos o la 
naturaleza de la dependencia1. 

 
Al respecto, el Consejo de Estado, ha indicado: 
 

“AUTORIDADES DE TRANSITO - Jurisdicción de los agentes de tránsito de la policía 
nacional / AUTORIDADES DE TRANSITO - La policía nacional ejerce jurisdicción en 
carreteras nacionales por fuera del perímetro urbano y rural de los municipios y 
distritos. 
 
El parágrafo 2° del artículo 6° de la ley 769 de 2002 atribuye a la Policía Nacional, en 
su cuerpo especializado de carreteras, el control de las normas de tránsito y la 
aplicación de este código en todas las carreteras nacionales por fuera del perímetro 
urbano de los municipios y distritos. Esta regla aparece reproducida en el artículo 7° 
de la misma ley. Sobre este punto se observa, sin embargo, que el artículo 4° de la 
ley 1310 de 2009 atribuyó jurisdicción a “los agentes de tránsito municipales o 
distritales en el perímetro urbano y rural de sus municipios”, motivo por el cual ha de 
concluirse que la jurisdicción de los agentes de la Policía Nacional quedó reducida a 
las carreteras nacionales por fuera del perímetro urbano y rural de los municipios y 

 
1 https://www.policia.gov.co/especializados/transito/funciones 

https://www.policia.gov.co/especializados/transito/funciones


 

distritos. El mismo artículo 4° de la ley 1310, al reglamentar la jurisdicción, dispuso 
que cada una de las distintas autoridades de tránsito “ejercerá sus funciones en el 
territorio de su jurisdicción”, y que por consiguiente las ejercerá “la Policía de 
Carreteras de la Policía Nacional en las carreteras nacionales”. En otras palabras, y 
para utilizar las expresiones de la ley, el “territorio” de la jurisdicción de los agentes 
de tránsito de la Policía Nacional son las carreteras nacionales, salvo los tramos de 
estas que estén localizadas dentro del perímetro urbano y rural de los municipios y 
distritos”2. 
 

Por todo lo anterior solicito de manera respetuosa al señor Juez, se sirva declarar la FALTA 
DE LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR PASIVA en favor de la Nación - Ministerio de 
Defensa Nacional – Policía Nacional. 
 

3. IMPROCEDENCIA DE LA FALLA DEL SERVICIO: 
 
De acuerdo al CONCEPTO No. 0001/2012 de la Procuraduría General de la Nación, en 
concordancia con lo expuesto en varias oportunidades por el Consejo de Estado, se afirma 
lo siguiente: 
 

“La responsabilidad en materia contractual del Estado, encuentra su sustento en el 
artículo 90 de la Constitución Política. 
 
Frente al tema, para que proceda la declaratoria de responsabilidad estatal, el 
Consejo de Estado, varias décadas atrás, ha señalado que se den los siguientes 
presupuestos: 
 
“a) Una falta o falla del servicio o de la administración, por omisión, retardo 
irregularidad, ineficiencia o ausencia del servicio. La falta de que se trata no es la 
del agente administrativo, sino la del servicio o anónima a la administración. 
 
b) Lo anterior implica que la administración ha actuado o dejado de actuar, por lo 
que se excluye los actos del agente, ajenos al servicio, ejecutados como simple 
ciudadano. 
 
c) Un daño que implica la lesión o perturbación de un bien protegido por el derecho 
bien sea civil, administrativo, etc. Con características generales predicadas en el 
derecho privado para el daño indemnizable, como de que sea cierto, determinado 
o determinable, etc. 
 
d) Una relación de causalidad entre la falta o falla de la administración y el daño, 
sin la cual, aún demostradas la falta o falla del servicio, no habrá lugar a la 
indemnización…” 

 
De acuerdo a los presupuestos expuestos por el Consejo de Estado, aceptados por la 
Procuraduría General de la Nación, encontramos que en el caso en concreto a la POLICIA  
NACIONAL, no le asiste falla en el servicio ni por acción, ni por omisión, puesto que como 
se ha expuesto en acápites anteriores, el accidente de tránsito en el que se vio involucrado 
el señor WILLMAN ANDRES GARZON MOLINA, se presentó por su HECHO EXCLUSIVO 
Y DETERMINANTE DE LA VICTIMA, lo que se encuentra probada con las hipótesis del 
accidente.  
 
De acuerdo a los presupuestos expuestos por el Consejo de Estado aceptados por la 
Procuraduría General de la Nación, encontramos que en el caso concreto, a la POLICÍA  
NACIONAL, no le asiste ninguna FALLA EN EL SERVICIO, ya que como se expuso en 

 
2 CONSEJO DE ESTADO SALA DE CONSULTA Y SERVICIO CIVIL Consejero ponente: AUGUSTO HERNÁNDEZ BECERRA Bogotá 

D. C., veintiuno (21) de septiembre de dos mil once (2011) Radicación numero: 11001-03-06-000-2010-00097-00(2034) Actor: 
MINISTERIO DEL INTERIOR Y DE JUSTICIA 

 



 

puntos anteriores, todo devino del comportamiento contrario a la ley iniciado por los 
demandantes. 
 
3. DE LA CARGA PÚBLICA: 
 
De otro lado, los demandantes deben probar que tanto el accidente como las lesiones 
sufridas en su integridad, fueron producto del actuar omisivo del orgánico policial por la falta 
de señalización y que no fueron ellos quienes omitieron sus deberes y obligaciones 
establecidas en el Código Nacional de Tránsito, para así entrar a demostrar el nexo causal 
entre el hecho generador y el daño ocasionado y la supuesta responsabilidad de la entidad 
demandada, para poder hablar de una FALLA EN EL SERVICIO. 
 

VI. PRUEBAS 
 

Dando cumplimiento a lo establecido en el Artículo 175 del CPACA, de manera atenta y 

respetuosa me permito solicitar al Honorable Juez tenga a bien tener en cuenta las pruebas 

que obran en el plenario aportadas por la parte demandante. 

  

VII. PETICIÓN 

 

Solicito muy respetuosamente a su señoría que al momento de evaluar el caso en concreto, 

sean tenidos en cuenta los argumentos expresados por esta Defensa y por efecto de la 

misma, se EXONERE, de toda responsabilidad contractual o extracontractual a la Nación – 

Ministerio de Defensa – Policía Nacional. 

 

VIII. ANEXOS 

 

• Poder y anexos, otorgado por el Señor Secretario General. 

 

IX. PERSONERÍA 

 

Solicito me sea reconocida personería para actuar en el proceso de la referencia, en los 

términos del poder que me ha sido asignado y que se aporta con la contestación de la 

demanda.  

 

IX. NOTIFICACIONES 
 
Se reciben en la Carrera 59 No. 26 – 21 CAN Bogotá DC., Dirección General de la Policía 
Nacional, correo decun.notificacion@policia.gov.co, mmbernateg@gmail.com, celular: 
3174244027. 
 
Cordialmente; 
 
  
 
  
 
MARÍA MARGARITA BERNATE GUTIERREZ  
CC. No. 1.075.213.373 de Neiva (Huila) 
TP. No. 192.012 del C. S. de la J. 

Carrera 59 No. 26 - 21 CAN,  Bogotá DC  
Dirección General de la Policía Nacional  
decun.notiicacion@policia.gov.co  No. GP135- 5 No. SA-CER 276952 No. CO – SC6545-5No. SC6545-5

mailto:decun.notificacion@policia.gov.co
mailto:mmbernateg@gmail.com
mailto:Decun.notiicacion@policia.gov.co
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Señores 
JUZGADO SESENTA (60) ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO 
SECCIÓN TERCERA 
Atn. Dr. Alejandro Bonilla Aldana 
Carrera 57 No. 43 – 91 Piso 6 Complejo Judicial CAN 
TEL. (1) 555 3939 Ext. 1060 
jadmin60bta@notificacionesrj.gov.co 
jadmin60bt@cendoj.ramajudicial.gov.co 
Bogotá D.C. 

 
          Ref. 
 

 
 
 
 
 
 
 
Respetado Señor Juez: 

  
DIEGO HERNANDO RIVERA RUIZ, identificado civil y profesionalmente como 

aparece al pie de mi firma, obrando en calidad de apoderado del MUNICIPIO DE SOACHA, 
según memorial poder adjunto, respetuosamente comparezco ante su Despacho con el fin 
de contestar dentro de la oportunidad legal, la demanda promovida en ejercicio de la acción 
de reparación directa por Wilman Andrés Garzón Molina. Para tal efecto, procedo en los 
términos que pasan a verse: 

  
I. RESPECTO DEL DEMANDADO 

 
Se trata del MUNICIPIO DE SOACHA, Ente territorial identificado con el NIT: 

800094755-7, representado por el Señor Alcalde Municipal, Dr. Juan Carlos Saldarriaga 
Gaviria, quien me ha conferido poder para actuar en el presente asunto. 

 
En este sentido, conviene aclarar que el Municipio de Soacha ejerce las funciones 

de Organismo de Tránsito desde el 01 de noviembre de 2015, fecha para la cual ya se 
habían resuelto los recursos de reposición y apelación interpuestos por el municipio, frente 
a la Resolución 4504 del 25 de octubre de 2013 expedida por el Ministerio de Transporte 
“Por la cual se clasificó a la Secretaria de Movilidad del Municipio de Soacha – 
Cundinamarca, como organismo de Tránsito categoría A”, y se habían cumplido con los 
requisitos de ley ante el RUNT para el inicio de operaciones. 

Medio de control de 
Reparación Directa 

No. 11001-33-43-060-2019-00074-00 

Demandante: Wilman Andrés Garzón Molina 
 

Demandado: Nación – Ministerio de Defensa Nacional – 
Policía Nacional y otros 

Asunto: Contestación de demanda 
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II. RESPECTO DE LAS PRETENSIONES 

  
Teniendo en cuenta que la controversia tiene génesis en asuntos relacionados con 

el accidente de tránisito acaecido el 31 de diciembre de 2014 en la autopista sur cuando 
el demandante se dirigía hacia el Municipio de Soacha, es necesario precisar, que los 
hechos se presentaron sobre la Autopista Sur – Vía Girardot Bogotá kilómetro 117. En tal 
sentido, se aclara que si bien dicha vía si bien se encuentra en el perímetro del municipio 
de Soacha, es una vía de primer orden, y en consecuencia, los responsables de esta son la 
Nación, en cabeza de la ANI – Concesión Bogotá Girardot para la época de los hechos.  

 
De conformidad con lo expuesto, respetuosamente manifiesto al Despacho que me 

opongo a la prosperidad de todas y cada una de las pretensiones en relación con mi 
representada, de conformidad con los argumentos y las excepciones que se proponen en 
las líneas que siguen. 

  
III. RESPECTO DE LOS HECHOS NARRADOS POR LA PARTE ACTORA 

  
Habida cuenta de que los hechos de la demanda versan sobre actuaciones de 

terceros, los cuales tienen relación con actuaciones propias de la autoridad de tránsito 
para la fecha del accidente, es del caso señalar que a mi representada no le constan los 
fundamentos fácticos invocados, y por lo mismo, debe atenerse a lo probado en el proceso.   
  

IV. RESPECTO DE LAS EXCEPCIONES 
  

Como medios exceptivos propongo los siguientes:  
  

A. FALTA DE LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR PASIVA:  
  

La parte actora invoca hechos relacionados con un accidente de tránsito ocurrido 
el 31 de diciembre de 2014 en el perímetro del Municipio de Soacha, en tal sentido, es 
necesario aclarar que el lugar de los hechos tuvo ocurrencia sobre la Autopista Sur – Vía 
Girardot Bogotá Kilómetro 117. Dicha vía es de primer orden y su responsabilidad es de la 
Nación, en cabeza de la Agencia Nacional de Infraestructura – Concesión Bogotá Girardot 
para la época de los hechos. 

 
Los fundamentos de derecho en cuanto a la responsabilidad de terceros y no del 

Municipio de Soacha para la fecha de los hechos son los siguientes: 
 

Norma Supuesto Legal Relevante 
Ley 1228 de 2008 “Artículo 1º. Para efectos de la aplicación de la presente ley, 

las vías que conforman el Sistema Nacional de Cerreteras o 
Red Vial Nacional se denominan arteriales o de primer 
orden, intermunicipales o de segundo orden y veredales o de 
tercer orden. Estas categorías podrán corresponder a 
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carreteras a cargo de la Nación, los departamentos, los 
distritos especiales y los municipios. El Ministerio de 
Transporte será la autoridad que mediante los criterios, 
determine a que categoría pertenecen. 
 
Parágrafo 1º. Para efectos de la aplicación artículo 1º del 
Decreto 2770 de 1953 las vías que allí se identifican como 
de primera, segunda y tercera categoría son las que en esta 
ley se denominan de primero, segundo y tercer orden” 

Artículo 6 de la Ley 
1551 de 2012, 
modificatorio del 
artículo 3 de la Ley 136 
de 1994 

“Artículo 3º. Funciones de los municipios. Corresponde al 
Municipio: (…)  
 
23. En materia de vías, los municipios tendrán a su cargo la 
construcción y mantenimiento de vías urbanas y rurales del 
rango nacional. Continuarán a cargo de la Nación, las vías 
urbanas que formen parte de las carreteras nacionales y del 
Departamento las que sean Departamentales (…)” 
(Subrayado por fuera de texto) 

Decreto 080 de 1987 
“Por el cual se asignan 
unas funciones a los 
municipios en relación 
con el transporte 
urbano” 

Artículo 1º. Corresponde a los municipios y al Distrito 
Especial de Bogotá, a partir de un año de la vigencia del 
presente Decreto, el ejercicio de las siguientes funciones, sin 
perjucio de aquellas que le hayan sido atribuidas por 
anteriores disposiciones: (…)  
d) Racionalizar el uso de las vías municipales en los 
respectivos municipios y en el Distrito Especial de Bogotá, y 
como consecuencia: … iii) adecuar la estructura de las vías 
nacionales dentro del respectivo perímetro urbano de 
conformidad con las necesidades de la vida municipal.” 

Ley 715 del 2001 Artículo 76.4 En materia de transporte 
 
76.4.1 Construir y conservar la infraestructura municipal de 
transporte, las vías urbanas, suburbanas veredales y 
aquellas que sean propiedad del municipio, las instalaciones 
porturarias, fluviales y maritimas, los aeropuertos y los 
terminales de transporte terrestre, en la medida que sean de 
su propiedad o cuando éstos le sean transferidos directa o 
indirectamente.  
 
Las vías urbanas que forman parte de las carreteras 
nacionales que seguirán a cargo de la Nación (…)” 
(Subrayado fuera de texto) 

 
Los fundamentos legales citados previamente son pertinentes para el caso que nos 

ocupa, ya que establecen la conformación del Sistema Nacional de Carreteras o Red Vial 
Nacional, así como las categorías de las vías que lo conforman. Adcionalmente,  establecen 
en forma contundente que las vías que formen parte de las carreteras nacionales seguirían 
a cargo de la Nación y con la responsabilidad que implican. 
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Dicho esto, es necesario precisar que el Departamento de Cundinamarca a través 
de su Secretaria de Transporte y Movildiad fungío como organismo de Tránsito hasta el 31 
de octubre de 2015 con base en el análisis que a continuación se expone: 

 
Acto Administrativo Asunto Actuación del Municipio 

Resolución 4504 del 25 de 
octubre de 2013 expedida por el 
Ministerio de Transporte. 
 

Clasificó a la Secretaria de 
Movilidad del Municipio de 
Soacha – Cundinamarca, 
como organismo de 
Tránsito categoría A 

Mediante comunicación 
con radicado 
20133210666262 
presentó recurso de 
reposición y en subsidio 
apelación. 

Resolución 1007 del 23 de abri 
de 2014 
 

Se negó el recurso de 
reposición y se envío a la 
Dirección de Tránsito y 
Transporte, para resolver 
el recurso de apelación. 

 

Resolución 1740 de 18 de junio 
de 2014 

Se confirmó en todas sus 
partes la resolución objeto 
de recurso y se ratificó los 
efectos jurídicos de la 
misma. Conforme a lo cual 
el inicio de operaciones 
debía iniciarse dentro de 
los sesenta (60) días 
hábiles siguientes a la 
fecha. Para lo anterior se 
debía tramitar y obtener: 
 

- El Certificado de 
cumplimiento de 
las condiciones 
técnicas, 
tecnológicas y de 
operación 
expedido por el 
RUNT, acorde a lo 
previsto en la 
Resolución 1552 
de 2009. 

 

Resolución 3050 del 10 de 
octubre de 2014 

Se suspendió la  entrada 
en vigencia 

 

Resolución 2232 del 10 de julio 
de 2015 

Se suspendió la  entrada 
en vigencia, iniciando la 
operación el 01 de 
noviembre de 2015.  

 

 
De lo anterior, se colige que el Municipio de Soacha solo empezó a fungir como 

Organismo de Tránsito desde el 01 de noviembre de 2015, hecho fundamental, ya que las 
obligaciones para la época de este tipo de organismos eran claras en cuanto a la 
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señalización vial en el municipio, y en ese orden de ideas tal obligación correspondía a la 
Secretaría de Transporte y Movilidad de Cundinamarca. Fundamento de lo aquí expuesto 
es el Manual de Señalización Vial adoptado mediante Resolución No. 1885 de 2015, el 
Código Nacional de Tránsito y la Ley 136 de 1994 modificada por la Ley 1551 de 2012.  

 
PRECEDENTES JURISPRUDENCIALES 

 
Partiendo de la premisa anterior, es pertinente traer a colación la sentencia 

proferida por el Consejo de Estado1 el 12 de septiembre de 2012, en donde al referirse a la 
identificación de las partes legitimadas por activa y por pasiva dentro del proceso judicial, 
señaló: 
  

“La legitimación en la causa es un elemento sustancial que 
corresponde a la calidad o al derecho que tiene una persona para 
formular o para contradecir las pretensiones de la demanda, como 
sujeto de la relación jurídica sustancial; de esta manera, la parte 
demandante tiene la posibilidad de reclamar el derecho invocado en la 
demanda -legitimación por activa- frente a quien fue demandado -
legitimación por pasiva-. En ese sentido, se entiende que la primera (la 
legitimación por activa) es la identidad que tiene el demandante con el 
titular del derecho subjetivo y, por lo mismo, posee la vocación jurídica para 
reclamarlo, al paso que la segunda (la legitimación por pasiva), es la 
identidad que tiene la parte accionada con quien tiene el deber de 
satisfacer el derecho reclamado. 
  
Así las cosas, es deber del Juez determinar si la parte accionante está 
legitimada para reclamar la indemnización del daño y si la entidad 
demandada es la llamada a responder por aquélla. Ante la falta de prueba 
sobre tal presupuesto, habrá lugar, indefectiblemente, a negar las 
pretensiones de la demanda”. (Destacado fuera de texto) 

  
Ahora bien, al respecto la jurisprudencia ha diferenciado entre la legitimación de 

hecho y la legitimación material en la causa. Frente a la primera ha sostenido que “es 
aquella que se establece entre las partes en razón de la presentación y notificación de la 
demanda”2, mientras que la segunda se contrae a “la participación real de las personas 
en el hecho origen de la formulación de la demanda, independientemente de que 
dichas personas hayan demandado o que hayan sido demandadas”3 (Destacado fuera 
de texto)  

 
1 Expediente 25941, C.P. Carlos Alberto Zambrano Barrera. 
2 Expediente 25000-23-26-000-1998-01918-01(25492), 3 de abril de 2013 – Sección Tercera, Consejo de Estado 
M.P. Dr. Hernán Andrade Rincón. 
3 Sentencia de 11 de noviembre de 2009, expediente 18163, C.P. Mauricio Fajardo Gómez. Al respecto, en auto 
de 30 de enero de 2013, expediente 42610, C.P. Danilo Rojas Betancourth, se explicó: “[l]a legitimación por pasiva 
de hecho, que se refiere a la potencialidad del demandado de ser parte dentro del proceso, constituye un requisito 
de procedibilidad de la demanda -en la medida en la que esta no puede dirigirse contra quien no es sujeto de 
derechos-, mientras que, la legitimación por pasiva material, constituye un requisito no ya para la procedibilidad 
de la acción, sino para la prosperidad de las pretensiones”. 
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         En la misma perspectiva, la Corte Constitucional ha definido la legitimación en la 
causa por pasiva en los siguientes términos: 
  

“Acorde con los principios básicos del derecho procesal especialmente con 
el denominado “legitimidad en la causa por pasiva”, las obligaciones 
jurídicas son exigibles respecto de quien se encuentra expresamente 
llamado por la Ley o el contrato a responder por ellas. Así las cosas, para 
que la acción judicial se abra camino en términos de favorabilidad, 
es necesario que –además de que se cumplan otros requisitos- exista 
una coincidencia de derecho entre el titular de la obligación 
pretendida y el sujeto frente a quien dicha conducta se reclama. La 
incongruencia o falta de identidad entre dichos sujetos, conduce 
usualmente al proferimiento de sentencias desestimatorias, las cuales, 
como es obvio, resultan altamente perjudiciales para el demandante. 
(…) 
Lo que de común ocurre es que el demandante asuma por responsable de 
la vulneración a quien de manera inmediata o aparente resalta como tal, 
sin que en todos los casos dicha coincidencia sea real.” 4 (Destacado fuera 
de texto) 

  
         Sumado a lo anterior, las disposiciones legales enunciadas y el hecho que para la 
fecha del accidente el Muncipio de Soacha no fungiera como Organismo de Tránsito y no 
tuviera la obligación de la señalización vial, son argumentos de fondo que prueban la falta 
de legitimación en la causa por pasiva. En tal sentido, se prueba que el Municipio para la 
fecha de los hechos no estaba llamado a responder por vía legal o contractual respecto de 
las consecuencias negativas del accidente para el demandante, ni mucho menos sobre la 
vía en la cual ocurrieron los hechos.  
  
  

En ese orden de ideas, teniendo en cuenta que el Municipio de Soacha no era 
para la fecha de los hechos Organismo de Tránsito, me permito solicitar 
respetuosamente al Despacho encontrar probada esta excepción.  
 

En esta perspectiva debo señalar que existe una basta jurisprudencia en materia 
de responsabilidad en las vías del Orden Nacional, entre ellas la contenida en el expediente 
2003 – 01957-01; así con Ponencia de ENRIQUE GIL BOTERO, de fecha 22 de julio del 
2009, expediente 16333, se indicó lo siguiente: 

 
“7.1 En primer lugar, señalo el INVIAS que, considerando que el kilómetro 5 de la 
Av. Simón Bolívar -ubicado frente al SENA- estaba ubicado en el perímetro urbano 
del municipio, su mantenimiento y señalización era responsabilidad del ente 

 
4 Auto del 8 de marzo de 2001, con ponencia del H. Magistrado Dr. Marco Gerardo Monroy Cabra. 
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territorial, según lo dispuesto en la letra d) del artículo 1º del decreto 80 de 1987 
y el art. 113 del decreto 1809 de 1990 – antes citado- 
 
Al respecto se tiene la certificación expedida por el Jefe de la Oficina Jurídica de 
la alcaldía de Buenaventura, el 23 de junio de 1998, “el tramo del kilometro 5 
frente al SENA de la Avenida Simón Bolívar, es zona urbana” -fl. 70. Cdno. 3- 
 
No obstante, la letra d) del art. 1 del decreto 80 de 1987 no atribuye a los 
municipios el mantenimiento y la señalización de las vías nacionales, pues 
prescribe, expresamente, que los municipios tienen la obligación de “adecuar la 
estructura de las vías nacionales dentro de su respectivo perímetro urbano de 
conformidad con las necesidades de la vida municipal”. A su vez, el Diccionario 
de la Real Academia de la Lengua define el verbo “adecuar” como: 
“Proporcionar, acomodar, apropiar algo a otra cosa”2.  

 
“Suelo urbano. Constituyen el suelo urbano, las áreas del territorio distrital 
o municipal destinadas a usos urbanos por el plan de ordenamiento, que 
cuenten con infraestructura vial y redes primarias de energía, acueducto 
y alcantarillado, posibilitándose su urbanización y edificación, según sea 
el caso. Podrán pertenecer a esta categoría aquellas zonas con procesos de 
urbanización incompletos, comprendidos en áreas consolidadas con edificación, 
que se definan como áreas de mejoramiento integral en los planes de ordenamiento 
territorial. 
 
siguientes funciones, sin perjuicio de aquellas que le hayan sido atribuidas 
por anteriores disposiciones: (...) 
“d) Racionalizar el uso de las vías municipales en los respectivos municipios y en 
el Distrito Especial de Bogotá, y como consecuencia: i) Otorgar, negar, modificar, 
revocar y cancelar las autorizaciones para los recorridos urbanos que deben 
cumplir las empresas que prestan servicios intermunicipales de transporte de 
pasajeros en cada municipio y en el Distrito Especial de Bogotá; ii) Propender por 
la adecuación y restablecimiento de vías de acceso y salida de los terminales de 
transporte terrestre y adoptar las medidas necesarias para asignar la localización 
adecuada de las empresas transportadoras, y iii) adecuar la estructura de las 
vías nacionales dentro del respectivo perímetro urbano de conformidad con 
las necesidades de la vida municipal.” –Resalta la Sala- 

 
“Las áreas que conforman el suelo urbano serán delimitadas por perímetros y 
podrán incluir los centros poblados de los corregimientos. En ningún caso el 
perímetro urbano podrá ser mayor que el denominado perímetro de servicios 
públicos o sanitario.” –Resalta la Sala- 
 
Como puede observarse, el área urbana es catalogada como tal, en razón a 
sus particularidades, a las cuales debe acomodarse o adecuarse la 
respectiva vía nacional ubicada en su perímetro, y fue eso, precisamente, 
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lo que previó la norma en comento. Siendo así, por el hecho de que la vía cuente 
con esa naturaleza y, por tanto, sea responsabilidad del INVIAS, no impide que el 
municipio la intervenga y adelante las obras o adecuaciones estructurales 
necesarias para garantizar el normal funcionamiento de la “vida municipal”. 
 
Los conceptos anteriores ofrecen claridad en cuanto a la obligación de los 
municipios en relación con las vías del orden nacional que traspasan o se ubican 
en el perímetro o suelo urbano, toda vez que, cuando el art. 1 en su letra d) del 
decreto 80 de 1987 les impone la obligación de adecuar o acomodar la estructura 
de las vías o carreteras nacionales según las necesidades de la “vida municipal”, 
hace referencia a la realización de las obras requeridas para el debido 
funcionamiento del municipio, esto es, para la correcta prestación de los 

distintos servicios públicos -entre ellos los domiciliarios15-, también para 
garantizar la movilidad vehicular y peatonal en la zona y, así, facilitar la 
urbanización y edificación. Según lo anterior, consecuencialmente, cuando el 
municipio, en desarrollo de las actividades necesarias para la adecuación de la vía 
nacional, cause un daño antijurídico, el ente territorial responderá. 

 
Es claro que el art. 1 en su letra d) del decreto 80 de 1987 otorga a los municipios 
la obligación de realizar, sobre las vías nacionales, las obras estructurales 
requeridas para su debido funcionamiento como ente territorial, aspecto que en todo 
caso requiere la intervención física de la carretera; sin embargo, ese deber no 
conlleva la realización de obras relacionadas con el mantenimiento o la señalización 
de la vía, pues estas son actividades atribuidas, legalmente, al INVIAS, entidad 
que, incluso, en el presente caso, certificó que la conservación, mantenimiento y 
señalización de la Av. Simón Bolívar de Buenaventura –vía nacional- era su 
responsabilidad –fls. 4 y 5, cdno. 5-. 
 
Bajo esta perspectiva, se observa que la norma otorga a los municipios la 
obligación y/o potestad de adecuar o acomodar las vías nacionales de 
acuerdo con sus necesidades, a efectos de garantizar la prestación de los 
servicios públicos, situación que exige la construcción de diferentes redes 
físicas – alcantarillado, acueducto, etc.-; de regular la circulación vehicular o 
peatonal en la zona, integrando o facilitando la convexidad de esa vía con las 
demás del orden municipal –construyendo cruces viales y puentes peatonales-; 
facilitar la urbanización y edificación en determinada área; entre otras 
actividades con similar finalidad y que no están relacionadas con la 

construcción, el mantenimiento o la señalización de una vía nacional16. 
Sin embargo, no puede entenderse que dicha obligación de adecuar o 
acomodar signifique el mantenimiento, sostenimiento o la señalización de 
la respectiva vía nacional. 

 
Efectivamente, y teniendo claridad sobre el concepto y alcance de la obligación de 
“adecuar”, es preciso considerar sus diferencias frente a las actividades 
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relacionadas con el “mantenimiento”, vocablo que define, en lo pertinente, el 
mismo Diccionario de la Real Academia de la Lengua como el “Conjunto de 
operaciones y cuidados necesarios para que instalaciones, edificios, industrias, 

etc., puedan seguir funcionando adecuadamente”17. 
 

Este concepto ratifica lo expuesto supra, en el sentido de que, la obligación de 
mantenimiento se establece a efectos de garantizar el funcionamiento apropiado de 
la vía, la cual, en todo caso, está al servicio de los entes territoriales. En el mismo 

sentido, en cuanto a la obligación de señalización de la vía18, se concluye 
que, sumado a que no se trata de una actividad de “adecuación”, tampoco 
es “estructural”, por ende, no cumple con las condiciones impuestas por la norma 
a efectos de que su cumplimiento sea responsabilidad de los entes territoriales. 
 
En conclusión, el argumento propuesto por la entidad recurrente no es 
válido, pues no es obligación de lo municipios realizar las actividades 
correspondientes al mantenimiento o señalización de las vías del orden 
nacional, por tanto, frente al caso concreto, no puede imputarse la responsabilidad 
del daño antijurídico al municipio de Buenaventura por este aspecto, pues ni siquiera 
existía un deber jurídico previo en tal sentido.”5 

 
B. CADUCIDAD DE LA ACCIÓN 

 
 Teniendo en cuenta la documentación obrante en el proceso, en particular, el 
informe de policía en el que se indica que el accidente tuvo lugar el 31 de diciembre de 
2014, es claro que el término de caducidad del medio de control debe empezarse a contar 
a partir del día siguiente a la ocurrencia de la acción causante del daño, esto es 01 de 
enero de 2015 y con una fecha cierta de caducidad de la acción para el 01 de enero de 
20176. 
 
 Ahora bien, el apoderado del demandante expone la tésis del daño continuado y 
que el término se empieza a contabilizar a partir del: último informe pericial clínico forense 
de fecha 17 de enero de 2017 (…) mediante el cual (…) existe una incapacidad médico legal 
de (105) días. Sin embargo, el supuesto de hecho del artículo 164 de la Ley 1437 de 2011 
es claro, y nos habla de la acción u omisión que da origen al daño. 
 
 En dicho orden de ideas, en el caso que nos ocupa no hay acción sino una presunta 
omisión por no haber señalizado en debida forma la vía, en el día de ocurrencia del 
accidente.  
 
 Es inadmisible la posición de un daño continuado en el caso objeto de estudio, la 
omisión fue una sola y presuntamente conllevó a la ocurrencia del accidente por ausencia 

 
5 Expediente 76001-23-31-000-1995-01182-01(16333) 22 de julio de 2009 – Sección Tercera, Consejo de 
Estado C.P. Dr. Enrique Gil Botero. 
6 Art. 164 de la Ley 1437 de 2011 
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de señalización. Con posterioridad a la ocurrencia del accidente no se tiene como probada 
alguna acción u omisión que conllevara daño alguno adicional al ya sufrido por el 
demandante. 
 
 Ahora bien, la jurisprudencia es clara en que no debe confundirse el daño 
continuado con la agravación de éste. En tal sentido ha manifestado lo siguiente: 
 

“Finalmente, vale la pena señalar, que no debe confundirse el daño continuado, con 
la agravación de éste. En efecto, en algunas oportunidades se constata que 
una vez consolidado el daño (sea este inmediato o continuado) lo que 
acontece con posterioridad es que éste se agrava, como por ejemplo el daño 
estructural de una vivienda que se evidencia con grietas y cimentaciones 
diferenciadas, y tiempo después se produce la caída de uno de sus muros7. 
 
En este caso, las reglas sobre el momento desde el cual debe contabilizarse el 
término de la caducidad no cambian; éste debe contarse, según se dijo, desde 
el momento en que se configuró el daño o se tuvo noticia de éste, en caso de que 
estas circunstancias no coincidan. En el ejemplo traído, el término de la caducidad no 
se contaría desde la caída del muro, sino desde que se evidenció el daño o se tuvo 
noticia de éste, según se dijo.”8 

  
Con base en la jurisprudencia citada y a la luz de los hechos que obran en el proceso, 

se tiene que el demandante tuvo conciencia de la ocurrencia del daño mucho antes del   
“informe pericial clínico forense de fecha 17 de enero de 2017”, prueba de ello son las 
manifestaciones que realiza en los hechos de la demanda, Nos. 17, 18 y 19. Reflejo de ello 
lo  describe de la siguiente forma; el intento por salvar la pierna por medio de cirugías y 
tratamientos durante 23 meses y 20 días, incluso llega a citar la cirugía que tuvo lugar 
el 20 de diciembre de 2016 y en la cual se le amputó la pierna.  

 
Es menester indicar que la solicitud de conciliación se radicó el 20 de diciembre de 

2018 y con fecha de celebración de audiencia de conciliación en Procuraduría el 14 de 
marzo de 2019 y con interposición efectiva de demanda para el 19 de marzo de 2019.  

 
Es así que para el 20 de diciembre de 2018, en el mejor de los casos para la tésis del 

demandante ya habían pasado más de 2 años contados a partir del 20 de diciembre de 
2016, ya el medio de control estaba caducado, que más daño que perder una pierna en 
dicha fecha. Lo anterior, sin perjuciio de la la ya reiterada manifestación hecha en la 
demanda sobre “el intento por salvar la pierna por medio de cirugías y tratamientos durante 
23 meses y 20 días”, lo que vino después a la luz de la jurisprudencia citada fue que el 
daño se agravó, pero sin duda el daño se originó con la anterioridad aquí descrita. 

 
7 Cita textual del fallo: Sobre la diferencia entre el daño y la agravación del mismo, puede consultarse: CONSEJO 
DE ESTADO. Sala de lo contencioso administrativo. Sección tercera. Sentencia de 28 de enero de 1994. 
Expediente No. 8610. Consejero Ponente: Carlos Betancur Jaramillo.  
8 Consejo de Estado, Sección Tercera, Sentencia del 02 de agosto de 2019, Expediente 76001-23-31-000-2003-
02005-02(46438, C.P. RAMIRO PAZOS GUERRERO 
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Admitir una tésis contraria agravaría la seguridad jurídica propia de la figura de 

caducidad y los fines que esta persigue. Es por lo expuesto que se solicita la declaratoria 
de la caducidad del medio de control interpuesto por el demandante. 
 

V. RESPECTO DEL FONDO DEL ASUNTO 
 
 No obstante los medios exceptivos ya planteados, a continuación se exponen 
argumentos de fondo que de igual manera, dan al traste con las pretensiones de la 
demanda. 
 

RUPTURA DEL NEXO CAUSAL Y CULPA EXLCUSIVA DE LA VÍCTIMA 
 

En este contexto, es sabido que para que exista la responsabilidad se requieren 
tres elementos absolutamente indispensables y necesarios: el daño, el hecho generador del 
mismo y un nexo de causalidad que permita imputar el daño a la conducta (acción u 
omisión) del agente generador. 
 

Ahora bien, nuestro sistema normativo ha desarrollado unos esquemas de 
responsabilidad de los que se derivan criterios específicos de imputación, los cuales 
responden al fundamento o sustento de la responsabilidad conforme a los diferentes títulos 
vertidos en el ordenamiento jurídico y desarrollados ampliamente por la jurisprudencia. 

 
En ellos, el demandado siempre puede desvirtuar o romper el nexo causal para 

liberarse de una eventual condena. Por esa razón, vale resaltar que el demandante se 
desplazaba en una motocicleta por el carril de adelantamiento, tercer carril (izquierdo) de 
la calzada, y la norma reza que las motocicletas deben transitar por el carril derecho a 
menos de un metro del andén, norma que el demandante infringió. Es claro pues, que en 
el evento en que el motociclista se hubiera desplazado por el lugar autorizado en la 
normativa rectora de la materia, muy seguramente no se hubiera materializado el hecho 
dañoso que hoy nos convoca a la discusión. 
 
 Existe además una ruptura del nexo causal con el Municipio de Soacha en la 
medida que, del informe policial del accidente de tránsito, aportado en su momento por el 
demandante, se dejó constancia que en ese momento la autopista se encontraba en 
contraflujo. Dicha operación de contraflujo se autoriza por la Dirección de Tránsito y 
Transporte de la Policía Nacional DITRA, quienes son la autoridad en la vía y quienes 
estaban en la obligación de instalar señalización provisional de contraflujo vehicular por 
operación éxodo para el caso, y no por parte del Municipio de Soacha.   
 

VI. RESPECTO DE LAS PRUEBAS A CONSIDERAR EN EL SUB EXÁMINE 
  

Respetuosamente solicito que sean decretadas, practicadas y tenidas como pruebas 
las siguientes, las documentales que relaciono a continuación: 
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- Resolución 4504 del 25 de octubre de 2013 expedida por el Ministerio de 
Transporte. 

- Resolución 1007 del 23 de abri de 2014 
- Resolución 1740 de 18 de junio de 2014 
- Resolución 3050 del 10 de octubre de 2014 
- Resolución 2232 del 10 de julio de 2015 
- Comunicación con radicado 20133210666262 

  
VII. RESPECTO DE LOS ANEXOS A ESTE ESCRITO 

  
Me permito dejar constancia de la entrega, simultánea a este documento, de 

aquellos relacionados en el acápite de pruebas, así como del poder que me fue conferido 
para actuar en está ocasión. 
 

VIII. RESPECTO DE LAS NOTIFICACIONES 
 
Tanto mi representada como el suscrito apoderado, recibiremos notificaciones en la 

Carrera 19 A Bis No. 2-39 de esta ciudad y en la dirección, teléfonos y correo electrónico 
registrados en el membrete del presente documento. 

 
Del mismo modo, solicito respetuosamente notificar a mi mandante en el Palacio 

de Gobierno, ubicado en la Calle 13 No. 7-30 Parque Principal de Soacha, Cundinamarca; 
correo electrónico: notificaciones_juridica@alcaldiasoacha.gov.co.  
 
 Correo electrónico: rdc.abogado.soacha@gmail.com 
          notificaciones_juridica@alcaldiasoacha.gov.co 
  

Del Señor Juez, 
  
  
 
 
  

DIEGO HERNANDO RIVERA RUIZ 
C.C. No 1.020.717.338 de Bogotá 

 T.P. No. 198.309 del C.S. de la Judicatura 

Diego Rivera
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